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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN ACERCA DEL PROYECTO DE LEY QUE CREA QUINCE CENTROS DE FORMACIÓN TÉCNICA ESTATALES.
_____________________________________________________________
BOLETÍN N° 9766-04
HONORABLE CÁMARA

La Comisión de Educación pasa a informar acerca del proyecto de ley, en primer trámite constitucional y reglamentario, con urgencia calificada de “suma”, originado en un mensaje de S.E. la Presidenta de la República, que crea quince Centros de Formación Técnica estatales.

Asistieron en representación del Ejecutivo la Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, el Jefe de la División de Educación Superior, señor Francisco Martínez; la Secretaria Ejecutiva de Educación Técnico Profesional, señora Marcela Arellano; el Encargado de la Reforma de Educación Superior, señor Álvaro Cabrera; el Asesor del Equipo Educación Técnico Profesional señor José Cárdenas y la Abogada del Equipo Legislativo, señora Paulina Celis.

Asimismo, concurrieron a exponer las siguientes personas:


1) El Rector de la Universidad de Antofagasta, señor Luis Alberto Loyola Morales, acompañado por el Vicerrector Académico, don Hernán Sagua Franco.


2) El Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, señor Eduardo Bitrán Colodro.


3) El ex Director de la Escuela de Economía y Administración de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile, señor Oscar Landerretche Moreno.


4) El Presidente de Educación 2020, señor Mario Waissbluth Subelman.


5) El Vicepresidente del Consejo de Rectores de Chile (CRUCH), Rector de la Universidad de Valparaíso, señor Aldo Valle Acevedo.


6) El Rector de la Universidad de Santiago, señor Juan Manuel Zolezzi Cid.


7) El Presidente del Directorio de la Red Universitaria Nacional (REUNA) y ex Rector de la Universidad de Atacama, señor José Palacios Guzmán.


8) El Director de la Cátedra UNESCO de Inclusión en Educación Superior USACH y Director del Programa de Acceso Inclusivo, Equidad y Permanencia USACH, señor Francisco Gil Llambías.


9) El Rector del Instituto Profesional y Centro de Formación Técnica DUOC UC, señor Ricardo Paredes Molina.


10) El Presidente del Consejo de Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica Acreditados y Rector de INACAP, señor Gonzalo Vargas Otte.


11) El Rector del Centro de Formación Técnica Lota Arauco, señor Luis Quiñones Escobar.


12) El Director del Centro Educacional de Alta Tecnología (CEAT) de Concepción, señor Claudio Ihl Dausend.


13) El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación (CNA), señor Alfonso Muga Naredo, acompañado de la Secretaria Ejecutiva, señora Paula Beale.

14) El Vicerrector Académico de la Universidad Católica de Temuco, señor Fernando Peña Cortés y el Decano de la Facultad Técnica, señor Jorge Jerez.

15) La Rectora del Centro de Formación Técnica UDA, señora Huda Rivas Morales.


16) El Presidente del Consejo Nacional de Instituciones Privadas de Educación Superior (Conifos A.G.), señor Rodrigo Cerda Candia.
I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1) Idea matriz o fundamental del proyecto.


La iniciativa legal propone fortalecer la educación pública y la descentralización, impulsando la creación de 15 centros de formación técnica estatales en cada una de las regiones del país, promoviéndola y valorándola socialmente como una herramienta de desarrollo individual y social que tendrá por objeto la formación de técnicos y ciudadanos, prioritariamente de jóvenes y trabajadores y trabajadoras.  Asimismo, estos centros de formación técnica que se crean constituirán la base de un nuevo sistema de formación, que colaborará en red para asegurar la debida articulación entre estas instituciones y el Ministerio de Educación, así como en aspectos académicos formativos, vinculación con el sistema productivo y otras materias similares. 

2) Normas de quórum especial.


El proyecto no contempla normas propias de ley orgánica constitucional ni de quórum calificado.

3) Normas que requieren trámite de Hacienda.


De acuerdo con el artículo 220 del Reglamento de la Corporación, los artículos 1°; 12, que ha pasado a ser 11; 13, que ha pasado a ser 12; 14, que ha pasado a ser 13; 15, que ha pasado a ser 14; 16, que ha pasado a ser 15; primero, segundo, cuarto y quinto transitorios del proyecto de ley aprobados por la Comisión deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.
4) Aprobación general del proyecto de ley.


El proyecto fue aprobado, en general, por 9 votos a favor y 1 abstención.  Votaron por la afirmativa las diputadas Cristina Girardi Lavín, María José Hoffmann Opazo, Yasna Provoste Campillay y Camila Vallejo Dowling (Presidenta) y los diputados Fidel Espinoza Sandoval, Rodrigo González Torres, Giorgio Jackson Drago, Alberto Robles Pantoja y Mario Venegas Cárdenas.  Se abstuvo el diputado José Antonio Kast Rist.

5) Diputado informante.


Se designó diputado informante al señor Rodrigo González Torres.
II. ANTECEDENTES DEL PROYECTO.

A) Fundamentos.


Según se expresa en el mensaje remitido por S.E. la Presidenta de la República, el proyecto persigue los siguientes objetivos.


La creación de estos quince centros de formación técnica estatales regionales se origina en la urgente necesidad de mejorar la calidad de la formación técnica y las oportunidades de desarrollo en esta área. Asimismo, pretende ser un aporte en la descentralización, la innovación y la articulación  de la oferta pública con el desarrollo y transformación productiva de cada una de las regiones del país.


En una voluntad inédita en los últimos 50 años, el Estado se hace por primera vez presente en el desafío de tener una formación técnica acorde a las necesidades locales y a la altura de los desafíos tecnológicos y técnicos de este siglo, para cumplir, al menos, los siguientes objetivos:

1) Descentralización de la oferta educativa.


La alta concentración de la oferta educativa técnica en la capital del país, hace necesario que el Estado haga un esfuerzo por llevar a los contextos regionales una oferta capaz de articularse con los intereses locales y los desafíos estratégicos definidos por la región. Se espera también que la oferta de formación técnica estatal regional venga a paliar el alto costo que significa para las familias desplazar a los hijos a otras regiones, especialmente en regiones extremas como Magallanes, Aysén y Arica Parinacota.

2) Vinculación con sectores productivos y necesidades locales.

La construcción de estos centros compromete la participación de los distintos actores sociales en función de detectar las necesidades locales, generar carreras coherentes con esas necesidades y mejorar la pertinencia de éstas con los desafíos estratégicos de la región. Adicionalmente, se espera que con la creación de estos centros se incremente la posibilidad de que los técnicos egresados de esta modalidad de educación superior se inserten laboralmente en sus regiones de origen, mejorando la productividad y desempeño de las organizaciones productivas del territorio, tanto públicas como privadas.


Del mismo modo, la oferta de formación técnica propuesta deberá responder a los requerimientos de capacitación del sector productivo de la región, vía programas de formación continua. Esto, además de apoyar las mejoras de productividad sectoriales del territorio, disminuirá significativamente tanto los costos directos como indirectos de la capacitación, toda vez que estos últimos están asociados, entre otras variables, a los tiempos de traslado y ausencias del puesto de trabajo.


En ese contexto, se orienta el quehacer de estas instituciones, su compromiso con el país, con el desarrollo y transformación productiva regional y la vinculación con los actores regionales, bajo el compromiso de otorgar una formación pertinente y de calidad para los jóvenes, las trabajadoras y los trabajadores.

3) Formación de calidad en diversos contextos sociales.


Este proyecto tiene como objetivo la creación de centros de formación técnica que consideren la relación con el mundo del trabajo, la vinculación con la educación escolar y las orientaciones generales que deben tener para asegurar la calidad de la enseñanza que impartirán. Para ello, se establecen orientaciones que permitan que estas instituciones desarrollen efectivamente una visión pública de la formación técnica, estableciendo las características que debiesen definir tal visión.


Asimismo, se establece el compromiso de lograr un proceso de aprendizaje conectado a la innovación, la investigación aplicada y la vinculación con el medio, con estrategias formativas innovadoras tanto en la experiencia práctica como teórica, y con un cuerpo docente en permanente actualización.


Por último, subyace la firme convicción de que cada uno de estos centros facilitará la interlocución y articulación con otras instituciones, clave para el logro de un ambiente colaborativo que lleve a la formación técnica superior, a mejoras en el aprendizaje y la calidad de sus egresados. 

B) Comentario sobre el articulado del proyecto.


El proyecto consta de dieciséis artículos permanentes y cinco artículos transitorios.
Título I  De los Centros de Formación Técnica del Estado


En el artículo 1°: mediante las letras a), b), c), d), e), f), g), h), i), j), k), l), m), n) y o), se crean 15 centros de formación técnica como personas jurídicas de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizadas, con personalidad jurídica y patrimonio propios, fija su relación con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación y sus domicilios en las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Atacama, Coquimbo, Valparaíso, Metropolitana de Santiago, Libertador Bernardo O’Higgins, Maule, Biobío, La Araucanía, Los Ríos, Los Lagos, Aysén General Carlos Ibáñez del Campo, Magallanes y Antártica Chilena, respectivamente.

Título II  Disposiciones comunes.


El artículo 2° establece que cualquier remisión de esta ley a “el centro de formación técnica”, “la institución” y “las instituciones”, deberán entenderse referidas a los centros creados en el artículo 1°, indistintamente.

El artículo 3° fija la misión institucional y los objetivos de los centros de formación técnica.

El artículo 4° establece los principios que deben orientar a los centros.

Por el artículo 5° se limita el desarrollo de las actividades académicas para otorgamiento de título técnico de nivel superior a la región en que se encuentren domiciliados.

El artículo 6° establece la vinculación de cada centro de formación técnica con una universidad del Estado acreditada y con domicilio en la misma región, en su defecto con aquellas establecidas en el artículo 3° de DFL N° 2, de 1985, siempre que cumplan el requisito de encontrarse acreditadas institucionalmente.  Luego, impone la obligación de que al menos un representante del órgano colegiado superior de los centros, sea nombrado por el rector de la universidad vinculada.

El artículo 7° define que será un reglamento el que establecerá los mecanismos de coordinación y articulación entre los centros y de éstos con el ministerio de educación. Asimismo, establecerá la forma de acceso de los estudiantes a los centros y otras materias de carácter transversal.

El artículo 8° faculta a los centros para otorgar títulos técnicos de nivel superior y otras certificaciones no conducentes a título profesional o grado académico.

El artículo 9° se instituye al rector de los centros como su máxima autoridad y representante legal.

El artículo 10 dispone quienes serán académicos de los centros.

El artículo 11 establece que será el reglamento general, aprobado de acuerdo a lo que establezca el estatuto del centro, el que fijará los derechos y deberes, formas de ingreso, entre otras, de sus dependientes.

El artículo 12 otorga el carácter de funcionario público al personal de los centros y fija la reglamentación que los regirá.

El artículo 13 especifica la constitución del patrimonio de los centros de formación técnica.

El artículo 14 exime a los centros de cualquier impuesto, contribución, tasa, tarifa, patente y otras cargas o tributos. Asimismo, les otorga la facultad de crear y organizar otras personas jurídicas con otras personas naturales o jurídicas nacionales, extranjeras o internacionales.
Título III  Disposiciones finales.


El artículo 15 modifica el artículo 99 de la ley N° 18.681, para incluir a los CFT dentro de las instituciones facultadas para:

a) Prestar servicios remunerados, tales como asistencia técnica, investigación y de toda otra clase, a personas naturales o jurídicas de derecho público o privado, nacionales, extranjeras o internacionales, en las áreas de conocimiento o de competencia de los respectivos organismos,


b) Ejecutar actos y celebrar contratos que, estando orientados a mantener, a mejorar o acrecentar las condiciones de funcionamiento y operatividad de la entidad de Educación Superior, puedan implicar también contribución a su financiamiento o incremento de su patrimonio.


El artículo 16 establece que la ley de Presupuestos de cada año fijará el monto del aporte fiscal que se les destinará. 
Artículos transitorios

Por el artículo primero se faculta al Presidente de la República para que fije las normas obligatorias que deberán contener los estatutos de los centros y las materias sobre las que deberán versar.

El artículo segundo faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año desde la fecha de publicación de esta ley, dicte las normas estatutarias que regularán la organización, las atribuciones y el funcionamiento de los 15 centros de formación técnica, entre otros.

El artículo tercero regula el procedimiento y plazo de designación de los rectores, su calidad de contratación, plazo de ejercicio en el cargo, entre otros.

El artículo cuarto establece que desde la fecha que comiencen a operar y hasta la fecha de su acreditación institucional, los centros serán tutelados y acompañados por una universidad.

Por el artículo quinto se dispone que el mayor gasto fiscal que implique la aplicación de esta ley en su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida 50 Tesoro Público.
C) Informe financiero.


El Ejecutivo acompañó a esta iniciativa un informe financiero, que se reseña a continuación, en cuanto a sus efectos sobre el presupuesto fiscal.


1. Para apoyar la instalación y la puesta en marcha de los centros de formación técnica que se crean, será necesario que el fisco contribuya con recursos, a contar del momento que se apruebe el proyecto de ley y que en conformidad a la norma legal se nombren los rectores, para que se pueda dar inicio a las actividades de cada una de las instituciones y al apoyo que las universidades que se designen les darán en su proceso de acreditación.  Estos recursos se entregarán a contar del mes de nombramiento de los rectores, y se estima que representarán un gasto fiscal anual del orden de $6.840 millones, durante los primeros cuatro años de su existencia.


2. En el futuro, la Ley de Presupuestos correspondiente a los cuatro primeros años de creación de estas instituciones, incluirá los recursos necesarios para la compra, construcción o adecuación de la infraestructura necesaria para el funcionamiento de cada centro y para el equipamiento de sus dependencias. Se estima que el monto total de dichos recursos en esos cuatro años será del orden de $86.640 millones.


3. En el futuro, una vez que los nuevos centros de formación técnica creados por esta ley entren en funcionamiento regular y vayan incorporando alumnos a sus actividades académicas, el financiamiento de sus gastos de operación corresponderá a los instrumentos vigentes para la educación superior en ese momento.


4. En resumen, el mayor gasto fiscal estimado por efecto de la entrada en vigencia de este proyecto de ley, para los primeros cuatro años de su aplicación, será el siguiente:

Millones $ 2014

	
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	Año 4
	Total

	Puesta en marcha institucional
	6.840
	6.840
	6.840
	6.840
	27.360

	Infraestructura y equipamiento
	5.546
	20.574
	44.957
	15.563
	86.640

	Total
	12.386
	27.414
	51.797
	22.403
	114.00


D) Incidencia en la legislación vigente.

1. Constitución Política de la República.


El artículo 19 asegura a todas las personas:


10°. El derecho a la educación.


La educación tiene por objeto el pleno desarrollo de la persona en las distintas etapas de su vida.


Los padres tienen el derecho preferente y el deber de educar a sus hijos. Corresponderá al Estado otorgar especial protección al ejercicio de este derecho. 


Para el Estado es obligatorio promover la educación parvularia, para lo que financiará un sistema gratuito a partir del nivel medio menor, destinado a asegurar el acceso a éste y sus niveles superiores. El segundo nivel de transición es obligatorio, siendo requisito para el ingreso a la educación básica.


La educación básica y la educación media son obligatorias, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población. En el caso de la educación media este sistema, en conformidad a la ley, se extenderá hasta cumplir los 21 años de edad.


Corresponderá al Estado, asimismo, fomentar el desarrollo de la educación en todos sus niveles; estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística y la protección e incremento del patrimonio cultural de la Nación. 


Es deber de la comunidad contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación.

11°. La libertad de enseñanza incluye el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales.


La libertad de enseñanza no tiene otras limitaciones que las impuestas por la moral, las buenas costumbres, el orden público y la seguridad nacional. 


La enseñanza reconocida oficialmente no podrá orientarse a propagar tendencia político partidista alguna. 


Los padres tienen el derecho de escoger el establecimiento de enseñanza para sus hijos.


Una ley orgánica constitucional establecerá los requisitos mínimos que deberán exigirse en cada uno de los niveles de la enseñanza básica y media y señalará las normas objetivas, de general aplicación, que permitan al Estado velar por su cumplimiento. Dicha ley, del mismo modo, establecerá los requisitos para el reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales de todo nivel.

2. Decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, del Ministerio de Educación.


Este decreto fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005.  En su título III norma el reconocimiento del Estado a las instituciones de educación superior.


Su artículo 52 dispone que el estado reconocerá oficialmente a las siguientes instituciones de educación superior, entre ellas, los centros de formación técnica.

El artículo 53, por su parte, establece que las universidades, los institutos profesionales y los centros de formación técnica estatales sólo podrán crearse por ley.  Los institutos profesionales y centros de formación técnica de carácter privado podrán ser creados por cualquier persona natural o jurídica en conformidad a esta ley, debiendo organizarse siempre como personas jurídicas de derecho privado para el efecto de tener reconocimiento oficial. Estas entidades no podrán tener otro objeto que la creación, organización y mantención de un instituto profesional o un centro de formación técnica, según el caso; todo ello sin perjuicio de la realización de otras actividades que contribuyan a la consecución de su objeto.


Por otra parte, el artículo 54 dispone que los establecimientos de educación superior reconocidos oficialmente otorgarán títulos técnicos de nivel superior, títulos profesionales y grados académicos, según corresponda.  Los centros de formación técnica sólo podrán otorgar el título de técnico de nivel superior.


El párrafo 4° trata “Del reconocimiento oficial de los centros de formación técnica” en sus artículos 75 a 81.  El artículo 75 señala que los centros de formación técnica que no sean creados por ley deberán organizarse como personas jurídicas de derecho privado, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 53 inciso segundo de esta ley.

3. Ley N° 18.681.


La ley N° 18.681 establece normas complementarias de administración financiera, de incidencia presupuestaria y personal.  Su artículo 99 otorga a las Universidades e Institutos Profesionales las facultades que siguen:


a) Prestar servicios remunerados, tales como asistencia técnica, investigación y de toda otra clase, a personas naturales o jurídicas de derecho público o privado, nacionales, extranjeras o internacionales, en las áreas de conocimiento o de competencia de los respectivos organismos,


b) Ejecutar actos y celebrar contratos que, estando orientados a mantener, a mejorar o acrecentar las condiciones de funcionamiento y operatividad de la entidad de Educación Superior, puedan implicar también contribución a su financiamiento o incremento de su patrimonio.


Para los efectos consignados en este artículo, las entidades de Educación Superior a que alude esta ley, podrán contratar personas, determinar honorarios y remuneraciones y establecer las condiciones en que se llevarán a efecto las respectivas prestaciones de servicios.


Los recursos que integran el patrimonio de las Universidades o de los Institutos Profesionales mencionados en esta ley, según corresponda, serán administrados de acuerdo con su legislación orgánica y reglamentaria, y sus disponibilidades presupuestarias.

4. Ley N°. 20.129.


Esta norma establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.  Su artículo 6° crea la Comisión Nacional de Acreditación, organismo cuya función será verificar y promover la calidad de las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.  A la Comisión le corresponde, entre otras, la función de pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos (artículo 8°).


El artículo 15 dispone que las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos podrán someterse a procesos de acreditación institucional ante la Comisión, los que tendrán por objeto evaluar el cumplimiento de su proyecto institucional y verificar la existencia de mecanismos eficaces de autorregulación y de aseguramiento de la calidad al interior de las instituciones de educación superior, y propender al fortalecimiento de su capacidad de autorregulación y al mejoramiento continuo de su calidad.


Agrega la disposición que la opción por el proceso de acreditación será voluntaria y, en su desarrollo, la Comisión deberá tener en especial consideración la autonomía de cada institución. En todo caso, las instituciones de educación superior deberán reconocer y respetar siempre los principios de pluralismo, tolerancia, libertad de pensamiento y de expresión, libertad de asociación y participación de sus miembros en la vida institucional, dentro de los límites establecidos por la Constitución Política de la República y las leyes.

5. Decreto con fuerza de ley N° 2, de 1985.


Esta norma fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Orgánico del Consejo de Rectores. El artículo 3° establece que el Consejo de Rectores estará integrado por los rectores de las siguientes universidades e institutos profesionales:


-Universidad de Chile


-Universidad Católica de Chile.


-Universidad de Concepción.


-Universidad Católica de Valparaíso.


-Universidad Técnica Federico Santa Maria.


-Universidad de Santiago de Chile.


-Universidad Austral de Chile.


-Universidad del Norte.


-Universidad de Valparaíso.


-Universidad de Antofagasta.


-Universidad de La Serena.


-Universidad de Bío Bío.


-Universidad de La Frontera.


-Universidad de Magallanes.


-Universidad de Talca.


-Universidad de Atacama.


-Universidad de Tarapacá.


-Universidad Arturo Prat.


-Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación.


-Universidad de Playa Ancha de Ciencias de la Educación.


-Instituto Profesional de Santiago.


-Instituto Profesional de Chillán.


-Instituto Profesional de Valdivia.


-Instituto Profesional de Osorno.

E) Legislación comparada.

Educación técnica profesional: Los casos de Alemania, Australia y Canadá
.

En general Alemania, Australia y Canadá coinciden en que la educación técnico profesional propiamente tal, se imparte desde la educación secundaria superior, y está presente tanto en la educación post secundaria como terciaria. A su vez, los tres países poseen un marco de cualificaciones basado en competencias, aunque el alcance de los mismos varía: Alemania certifica competencias en el nivel post secundario y superior; Australia certifica competencias a partir de la educación escolar (secundaria) y Canadá certifica competencias adquiridas en los grados académicos de licenciatura, magister y doctorado. Por último, los tres poseen mecanismos de vinculación entre la educación técnico profesional y el sector productivo, principalmente a través de la participación de representantes de la industria en organismos gubernamentales que diseñan contenidos y certificaciones, y a través de los programas de instrucción en la empresa.


Este informe describe -desde una perspectiva comparada- dos elementos centrales de la educación técnico profesional en los tres países seleccionados. Estos elementos son:


1) La articulación vertical y horizontal.  Se refiere a la disponibilidad de trayectorias educativas en el sistema educativo que permite que los estudiantes puedan seguir estudios en la educación post secundaria y superior, reconociéndoseles las competencias adquiridas en los niveles educativos previos.  Asimismo se refiere a la posibilidad de certificar en el mercado laboral competencias adquiridas fuera del sistema educativo formal, como por ejemplo a través de instrucción en el trabajo, reconociéndosela como “años de estudios” para la continuación de programas de estudios a lo largo de la vida. 


En este orden, se describe, en primer lugar las trayectorias educativas hacia la educación técnico profesional presentes en los sistemas educativos de los países seleccionados.  En segundo lugar se describen los marcos nacionales de cualificaciones, herramienta que permite el reconocimiento de competencias adquiridas en el sistema formal de educación, o fuera de él, a través de la definición de cualificaciones basadas en resultados de aprendizaje esperadas, sin la necesidad de haber obtenido un título formal. Esta herramienta facilita el acceso a la educación post secundaria y superior y a la educación a lo largo de la vida. 


2) La vinculación con el medio productivo. En esta materia, se describen algunos aspectos que la literatura considera relevantes. Por una parte, las instancias institucionales de diseño y regulación de los contenidos y certificaciones que imparten y entregan las instituciones que proveen educación técnico profesional, en las cuales participan representantes y organismos del sector productivo. Esta participación se considera una condición necesaria para que los contenidos que se imparten en la educación técnico profesional sean considerados pertinentes.


Por otra parte, se destacan los sistemas nacionales de aprendizaje en la empresa (apprenticeship o sistema dual de educación), como una de las instancias donde se produce un vínculo entre el sector productivo y la educación técnico profesional. Este vínculo permite, por una parte, que los aprendices conozcan las necesidades de la empresa y de los sectores productivos, y así propender a un tránsito más fluido al mundo del trabajo y, por otra parte, facilita la interacción entre las autoridades que diseñan los contenidos de la educación técnico profesional y los sectores productivos, mejorando la pertinencia de los mismos.

1. Alemania.

1) Articulación vertical y horizontal en el sistema educacional.

a) Trayectoria escolar hacia la educación técnico profesional 

Educación primaria y nivel secundario inferior.

La educación es obligatoria desde los 6 a los 15 años de edad en la mayoría de los estados federados, aunque en algunos puede llegar hasta los 16 años. Durante los primeros 4 años de educación, desde los 6 a los 10 años de edad, los niños asisten a la educación primaria, cuya finalidad es dotar a los estudiantes de conocimientos y habilidades básicas, para aprender de manera independiente y vincularse con la comunidad. En esta etapa asisten a una escuela común, en el distrito donde residen. 


Una vez que han egresado de la educación primaria, los niños pasan al nivel de educación secundaria inferior, que comienza con un periodo de orientación de dos años, de los 10 a los 12 años de edad, que tiene como finalidad ayudar a los alumnos a decidir cómo continuar sus estudios. 


Pasado este periodo de orientación, son asignados a tres tipos distintos de instrucción. En lo principal, las tres modalidades se diferencian en su orientación hacia el trabajo o hacia la educación superior universitaria, a saber: 

· La escuela secundaria común (Hauptchulen), 

· La escuela intermedia (Realschulen) y,

· La escuela general secundaria (Gymnasien). 


La asignación de niños a los tres tipos de instrucción depende de criterios distintos en cada región, que pueden ir desde la elección de los padres, decisión de la escuela o de la autoridad supervisora de la escuela en base a una evaluación.


La Hauptchulen, que representa un nivel básico de estudios, tiene un enfoque práctico, basado en el desarrollo de destrezas para el trabajo, no académico, de una duración de 3 años, y está enfocada principalmente en niños menos promisorios en términos académicos. Al término de esta etapa el niño obtiene un certificado general de educación secundaria. Si así lo decide, el estudiante puede terminar la educación obligatoria full time en esta etapa (15 años de edad) y cumplir con asistir obligatoriamente a 3 años de educación técnico profesional part time. Si continua en el sistema de educación full time, puede acceder a alguna de las modalidades de formación técnico profesional, como, por ejemplo, el sistema dual. 


La Realschulen ofrece una educación que combina tanto un enfoque práctico como teórico, sin embargo tiene un mayor énfasis en lo último. Ésta tiene una duración de 4 años, al término del cual el joven obtiene un certificado de escuela intermedia que le da la opción a continuar estudios en escuelas técnico-profesional full time o en escuelas técnicas de orden superior. 


El Gymnasien es el camino hacia la educación superior universitaria, y es la institución a la que asisten los niños con mejores habilidades académicas. Esta modalidad se divide en dos etapas, primer nivel  o secundario inferior, que tiene una duración de 4 años, y el segundo nivel o secundario superior, que tiene una duración de 2 a 3 años. Al final de los 6 a 7 años de instrucción los niños deben rendir el Abitur, certificado que les da acceso a cualquier institución de la educación superior, incluido instituciones que imparten educación técnico profesional. 

Por último, existe una nueva organización escolar, la Gesamtschulen, basada en la integración de las tres modalidades explicadas anteriormente. Esta modalidad se destaca por la integración de alumnos de diferente extracción social y con capacidades e intereses divergentes.


La transición de una modalidad a otra, principalmente de aquéllas menos demandantes en términos académicos (Hauptchulen y Realschulen) hacia el Gymnasien está limitada sólo para aquéllos con un rendimiento sobresaliente. Sin embargo, en la práctica, los casos de traspaso de las modalidades con una orientación no académica hacia el Gymnasien son raros e infrecuentes. 


No obstante lo anterior, las diferentes modalidades o trayectorias escolares a menudo convergen en el sistema dual, que acepta los graduados de las distintas escuelas descritas.

Educación técnico profesional en el nivel secundario superior 


En el nivel secundario superior los alumnos pueden acceder a una serie de modalidades de educación técnico profesional, para la que, en algunos casos, se deben cumplir requisitos. La mayoría de las modalidades se insertan en el llamado sistema dual.


El sistema dual de educación técnico profesional consiste en 3 años de instrucción, entre los 15 años y los 18 años de edad, y que se desarrolla tanto en escuelas técnico profesionales como en empresas asociadas al sistema. La distribución del tiempo es de 3 días a la semana de entrenamiento en la empresa y 2 días a la semana de instrucción en la escuela. Al egresar del sistema dual, el estudiante obtiene un certificado de trabajador calificado para ejercer en 346 oficios reconocidos. 


Algunas modalidades de educación técnica profesional en el nivel secundario superior son las siguientes: 

· Escuelas técnico profesionales de tiempo completo de nivel básico 


Las escuelas de formación técnico profesional a tiempo completo (Berufsfachschulen) tienen el mayor número de alumnos. Estas escuelas preparan a los alumnos, por lo general, dentro del sistema dual. 


Ofrecen instrucción básica y tiene una duración de entre 1 a 3 años, entre los 15 años y los 19 años de edad, pudiendo obtener una certificación de habilidades al final del 2do o del 3er año. La finalidad de esta modalidad es introducir al alumno a uno o más oficios, dándole instrucción parcial en cada uno de ellos, u ofrecerle un certificado de habilidades para el ejercicio de un oficio. 


Incluso algunos cursos en este tipo de escuelas técnico profesionales pueden conducir un certificado de acceso a la universidad.


Como requisito para ingresar se debe contar con el certificado general de educación secundaria (Hauptschule) o el certificado de escuela intermedia (Realschulen). 


De acuerdo a información de UNESCO-UNEVOC, la formación profesional en el sistema dual Alemán es una opción popular para los estudiantes alemanes: aproximadamente dos tercios de éstos optan por la formación técnico profesional inicial, aunque puedan pasar a la educación académica más adelante.

· Escuelas técnico profesionales a tiempo completo de nivel medio


Dentro de las escuelas técnico profesional de nivel medio a tiempo completo se encuentran las Fachoberschulen, que tiene una duración de dos años, desde los 16 años a los 18 años de edad. El primer año consiste en un entrenamiento y aprendizaje en la empresa, y el segundo consiste en una instrucción general y especializada en lenguas extranjeras, matemáticas, ciencia, economía, etc. 


Para acceder a esta modalidad es necesario haber obtenido el certificado de escuela intermedia (Realschulen) y los egresados adquieren el derecho a acceder a las instituciones técnico profesionales de educación superior. 

La educación técnico profesional post secundaria y universitaria


La educación técnico profesional en el nivel post secundario y superior es impartida en Alemania, principalmente en dos tipos de modalidades, la Fachschulen (Escuelas Técnicas y de Comercio) y la Fachhochschulen (Universidades de Ciencias Aplicadas). 


Si bien ambas modalidades están asociadas al nivel terciario de educación, las Fachschulen tendrían un rango académico menor dada su menor duración y su orientación a la inserción eficaz en el mundo del trabajo, en comparación con las Fachhochschulen que son consideradas universidades técnicas con una fuerte orientación hacia los requerimientos y necesidades de las profesiones. 

· Escuelas Técnicas y de Comercio


Las Escuelas Técnicas y de Comercio (Fachschulen) son una modalidad de la educación post secundaria que tiene como finalidad permitir que trabajadores calificados, con experiencia laboral puedan adquirir destrezas que les permita asumir responsabilidades de nivel administrativo medio, o llevar adelante emprendimientos. 


La instrucción está estructurada de manera dual, con un porcentaje del tiempo destinado a instrucción académica en institutos aprobados por el estado y a entrenamiento práctico en empresas.

Como requisito para ingresar a las Fachschulen se requiere haber completado instrucción relevante en alguna ocupación reconocida que requiera instrucción formal, y experiencia laboral de al menos un año en esa ocupación. En general esta modalidad está orientada a quienes se graduaron del sistema dual y de las escuelas técnico profesionales a tiempo completo en la educación secundaria superior. 


Los programas duran 2 años full time o 4 años part time, para los que trabajan en una ocupación relacionada. Además de adquirir las calificaciones y la certificación para el trabajo, los graduados adquieren el derecho a postular a las Universidades de Ciencias Aplicadas (Fachhochschulen). 

· Universidades de Ciencias Aplicadas


Las Universidades de Ciencias Aplicadas (Fachhochschulen) son instituciones del sistema de educación superior alemán, que tienen como misión entregar una instrucción fuertemente orientada a los requerimientos y necesidades del trabajo profesional. 


Adicionalmente, cumplen un fuerte rol de investigación y desarrollo, a través de un programa específico (Applied Research and Development) diseñado para atraer financiamiento de instituciones fuera de la universidad para la investigación aplicada y el desarrollo de proyectos. 


A estas instituciones pueden ingresar aquellos estudiantes egresados de la modalidad de educación secundaria superior Gymnasien, y aquellos estudiantes egresados de escuelas técnicas y de comercio (Fachshulen) en la educación técnica profesional post secundaria.

b) Marco nacional de cualificaciones.

El proceso de desarrollar un marco nacional de cualificaciones para la educación continua (Deutscher Qualifikationsrahmen, DQR) empezó en el año 2006 como una iniciativa conjunta del Ministerio Federal de Educación e Investigación y de la Conferencia Permanente de Ministros de Educación y Cultura de los Estados Federados (Länders). 


La idea fue introducir un marco de cualificaciones basado en resultados de aprendizaje, en concordancia con las recomendaciones del Parlamento Europeo y del Consejo sobre Marcos de Cualificaciones Europeas. Como resultado, se creó un grupo de coordinación entre el estado federal y los estados federados, para el diseño de la propuesta de un marco. En dicho diseño participaron representantes de todas las partes interesadas, tanto de la educación general, la educación superior y la educación técnico profesional, actores sociales, instituciones públicas de educación, miembros de sindicatos y del mercado laboral, investigadores y estudiantes en práctica.


Una primera propuesta de marco fue publicada en Febrero de 2009, la cual fue sometida a un proceso de pilotaje en sectores productivos específicos (Tecnologías de la Información, Metalurgia, y Comercio). Terminado el piloto se le hicieron una serie de revisiones al marco preliminar, llegando a un acuerdo entre los participantes en Marzo de 2011. 


Cabe destacar que el actual marco de cualificaciones incorpora habilidades que se obtienen en la educación técnico profesional y superior, no habiendo sido incorporada aún la educación secundaria regular, la cual se consideró incorporar cinco años después de establecido el primer marco, ni la educación informal y no formal, cuya incorporación se encuentra actualmente en discusión.


El marco nacional de cualificaciones reconoce 2 tipos de competencias: las profesionales, que están asociadas a habilidades duras, como el dominio de materias formales, o la capacidad de realizar ciertas tareas o procesos, y las personales asociadas a habilidades blandas como la capacidad de trabajar en grupo, o la capacidad de autogestión.  En ambos casos, tanto para las competencias profesionales, como para las personales se definen 8 niveles referenciales en función de una descripción de habilidades, que van desde las más fundamentales, en el nivel 1, a las más complejas en el nivel 8.


Que los niveles estén definidos en función de competencias permite que las personas puedan certificarse a través de distintas trayectorias educativas presentes en el sistema educativo alemán y no mediante el cumplimiento de requisitos institucionales o formales. Esto hace del sistema educativo alemán uno más flexible y mejor alineado con el Marco de cualificaciones europeo. 

2) Elementos institucionales de la vinculación con el medio productivo.

En Alemania a través del modelo dual de provisión se genera un vínculo importante entre la educación técnico profesional y el sector productivo. Las Cámaras de los distintos sectores productivos son los actores sociales encargados de articular la instrucción que ocurre en la empresa. Representantes de las cámaras forman parte del Instituto Federal para la Educación Técnico Profesional, organismo del Estado Federal encargado de desarrollar, promocionar y publicitar la educación técnica profesional en las empresas. A nivel de Estado Federado forman parte de los Comités Ministeriales para la Educación Técnico Profesional, y a nivel regional de los Comités examinadores de las Cámaras. 


En estas instancias los representantes ejercen facultades de asesoramiento en el desarrollo de programas y estándares de la educación técnico profesional; recomendaciones para la coordinación entre el establecimiento educacional y la empresa; monitoreo a las empresas que ofrecen capacitación así como revisión de la idoneidad de tales empresas y la aptitud de sus instructores; la negociación de puestos de práctica y de acuerdos colectivos para establecer las remuneraciones que reciben los estudiantes que reciben la instrucción; y por último la planificación del proceso de instrucción dentro de la compañía. 


La empresa es la responsable del financiamiento de la instrucción en el trabajo. Esta decide las ocupaciones que proveerá y el número de vacantes que ofrecerá y cuanto financiamiento destinará al pago de salarios y otros beneficios para los aprendices. Otra modalidad distinta al financiamiento individual, se da en algunos sectores productivos donde las empresas aportan a un fondo colectivo, que luego reembolsa los costos de instrucción en los que incurrió la empresa.  


Debido a una disminución, a partir de 1999, en el número de empresas que ofrecen instrucción,  el Ministerio Federal de Educación e Investigación, desde el año 2006, ha apoyado financieramente el desarrollo de la estructura de capacitación del país a través de su programa Jobstarter. Todos los proyectos financiados tienen por objeto crear prácticas laborales adicionales y apoyar a las empresas que, o bien no tienen experiencia previa en capacitación o ya han proporcionado demasiadas. 


Asimismo, nuevas iniciativas y proyectos han sido desarrolladas tanto por el estado como por las empresas, a  través de sus cámaras de comercio, para fomentar el ingreso de jóvenes a la educación técnico profesional. Algunos de ellos son los siguientes:

· En 2010, con el fin de facilitar la transición desde la escuela al sistema dual y disminuir la tasa de deserción escolar, se lanzó un programa contemplando orientación vocacional y apoyo al ingreso al mercado laboral.

· La Asociación Alemana de Cámaras de Industria y Comercio y la Asociación de Universidades y otras instituciones de educación superior desarrollaron un proyecto conjunto dirigido a facilitar el acceso de quienes cuentan con cualificación profesional, pero sin escolaridad certificada, para acceder a la educación superior. 

· La Ley de Oportunidades de Empleo de 2010 introdujo un bono de capacitación, destinado a reducir el costo de la formación profesional inicial y se entrega a los empleadores que ofrecen cupos adicionales para formación de jóvenes.

2. Australia.
1) Articulación vertical y horizontal en el sistema educacional.
a) Trayectoria escolar hacia la educación técnico profesional.

El sistema educativo australiano es prácticamente similar en todos los estados de Australia, aunque puede haber ciertas variaciones en cuanto a su duración. La educación escolar dura 13 años, y se divide en Preparatory year, primary school y secondary school. La educación escolar obligatoria tiene una duración de 10 años, entre los 6 y los 15 años de edad. 

Educación primaria


La Educación primaria, tiene una duración de siete a ocho años, entre los 5 años y 11 años de edad aproximadamente. En el ámbito de la educación primaria, es importante señalar la Declaración de Adelaida (The Adelaide Declaration on National Goals for Schooling in the Twenty-first Century), declaración que destaca la importancia de la educación como básica en los ciudadanos del futuro, entendida tanto como conocimiento, valores y destrezas. Se destaca también a la escuela como una “Learning Community”, en que se debe dar una colaboración comunitaria entre padres, profesores y alumnos. 

Educación secundaria


La duración de la educación secundaria varía dependiendo del estado, pero generalmente tiene una extensión de 5 a 6 años, entre los 12 y los 18 años de edad. 


El currículum en este nivel de enseñanza incluye el aprendizaje de conocimientos y habilidades, genéricas como específicas, necesarias para la vida cívica, laboral y la educación continua. Todo esto desarrollado por medio de estudios de disciplinas académicas, vocacionales y técnico profesionales, y enseñanzas basadas en la vida en comunidad. 


Este nivel está estructurado en dos ciclos. El primer ciclo (junior secondary school), que dura entre tres y cuatro años, dependiendo del estado, comienza en el séptimo grado y termina en el décimo. Los estudiantes asisten entre los 12 a los 15 años de edad aproximadamente. En los primeros dos años de este ciclo, se aplica un programa de asignaturas general para todos los estudiantes. En los siguientes 2 a 3 años se introducen asignaturas optativas. 


Una vez concluida esta etapa educativa, comienza la educación secundaria superior (senior secondary school), cuya duración es de dos años. Los estudiantes asisten a esta etapa entre los 16 a los 18 años aproximadamente. En esta etapa el estudiante puede optar por programas de educación técnico profesional los que otorgan créditos para una calificación con reconocimiento nacional dentro del Australian Qualifications Framework (AQF). La mayoría de los programas se clasifican en los niveles de Certificado I y II del AQF, que permiten continuar estudios técnico profesional en la educación superior e incluso en algunos programas de la educación superior en universidades. 


Asimismo puede optar por un programa de prácticas en la escuela (School Based Apprenticeship). Esta modalidad forma parte del sistema nacional de prácticas australiano, y consiste en un sistema dual, de trabajo práctico en la empresa y de entrenamiento estructurado en aula. Esta modalidad lleva a un certificado de cualificación reconocida a nivel nacional, que permite la articulación con otros programas de estudio más avanzados.


A su vez el estudiante puede continuar el curriculum de carácter general para rendir el examen que certifica haber completado la educación secundaria: el Certificado de Educación Secundaria (The Senior Certificate of Education), el cual le da la opción de continuar con estudios de educación superior universitarios, o de formación técnica profesional. 

Educación Técnica Profesional en la educación superior


El sistema de educación técnica profesional en la educación superior, (Technical Vocational education and training, VET), está basado en el enfoque de competencias. Este hace hincapié en la aplicación y la práctica, y está estrechamente vinculado con las necesidades de las empresas e industrias del país. 


La administración y suministro de la educación técnico profesional (Technical Vocational education and training, TVET)  en el nivel superior, está a cargo de los gobiernos estatales y territoriales, en conformidad al sistema federal australiano. Las responsabilidades de los gobiernos estatales consiste en la administración de los Institutos de Enseñanza Superior y Técnica (TAFE, Technical and Further Education institutions, la planeación a nivel estatal de la educación Técnico Profesional, regulación de los centros privados que imparten educación técnica profesional (Organizaciones de Entrenamiento Registradas, RTO), asignación de fondos a proveedores públicos y privados, establecimiento de cuotas y cargos.


Su principal objetivo, es la formación de habilidades que brinden al país, una fuerza laboral capacitada para todas las industrias, contribuyendo a la competitividad  del país.


La educación técnica profesional en el nivel superior se imparte esencialmente a través de Registered Training Organisation, RTOs. Estos se encuentran registrados en ASQA (Australian Skills Quality Authority), organismo encargado del aseguramiento de la calidad de los proveedores que imparten educación técnica profesional. Actualmente en Australia, hay alrededor de 5.000 RTOs


Los institutos TAFE son los proveedores más importantes de educación técnica profesional en la educación superior y pertenecen a los estados y territorios, quienes los administran. Se los puede denominar Institutos de Tecnología, Colegios, o simplemente Institutos. Algunos TAFEs están vinculados a universidades. Ofrecen una gama variada e integral de cursos en sus sedes y también ofrecen capacitación a empresas.

b) Marco nacional de cualificaciones.

El marco de cualificaciones australiano, es una política a nivel nacional, desarrollada en 1995, que define las habilidades y competencias que un egresado de la educación escolar, de la educación técnica profesional, de los sistemas de aprendizaje en la empresa y de la educación superior, deberían tener. 


Este permite moverse fácilmente, siempre que se cumpla con los requisitos que se establecen en el marco de cualificación, de un nivel de estudios al siguiente y de una institución a otra, lo que a la larga se traduce en una mayor flexibilidad en la planeación de carreras y educación continua. Esta permeabilidad que otorga el marco permite entrega  la posibilidad a los estudiantes de estudiar incluso más de una carrera.


En el marco vigente, existen 10 niveles de calificaciones: los certificados I, II, III y IV, Diploma, Diploma avanzado, Bachillerato, Licenciatura, Master y Doctorado.


La certificación I, se adquiere a través de una instrucción de entre 6 meses a 1 año. Su propósito principal es calificar a individuos con conocimientos y habilidades básicas y funcionales para el aprendizaje, el trabajo, y la participación en la comunidad. Los estudiantes graduados de un certificado I poseerán conocimientos básicos fundamentales y una comprensión en un área limitada de trabajo.


La certificación II, se realiza también entre 6 meses a 1 año. Su propósito es calificar individuos para realizar trabajos principalmente rutinarios y como un “camino” para fomentar nuevos aprendizajes. Los graduados de un Certificado II, tendrán objetivos básicos, conocimientos técnicos y de procedimiento en un área definida de trabajo y aprendizaje.


La certificación III, requiere más tiempo, generalmente entre 1 a 2 años de instrucción, e incluso podría ser necesario hasta 4 años y que pueden efectuarse a través de un contrato de aprendizaje con alguna empresa en el marco del sistema de aprendizaje en empresas. Su objetivo es calificar personas que apliquen una amplia gama de conocimientos y habilidades en variados contextos para llevar a cabo trabajos calificados, y también como camino para fomentar nuevos aprendizajes. Los graduados, tendrán conocimientos técnicos, procedimentales, teóricos y prácticos en un área de trabajo y aprendizaje.


Las certificaciones I, II y III se obtienen a través de la educación técnico profesional en la educación secundaria alta, y a través del sistema de instrucción en la empresa (apprenticeship).


La certificación IV, se efectúa entre 6 meses a 2 años. Puede existir una variación entre las cualificaciones especializadas de corta duración que se basan en conocimientos y habilidades ya adquiridas, y las cualificaciones de larga duración que están diseñadas como requisitos de entrada para el mundo laboral. Su propósito es calificar personas con una amplia gama de conocimientos especializados y habilidades en contextos variados para llevar a cabo el trabajo calificado y como vía para el aprendizaje. Los graduados tendrán un conocimiento técnico y teórico amplio y objetivo, en un campo especializado de trabajo y aprendizaje.


Respecto al Diploma y Diploma Avanzado, estos preparan a los candidatos para la aplicación y dirección propia de habilidades y conocimientos basados en principios fundamentales o técnicas complejas. El Diploma Avanzado es una calificación más especializada que implica habilidades, conocimientos y una responsabilidad laboral mayor a la requerida en el nivel de Diploma. El tiempo varía dependiendo de las vías que se elijan, para los estudiantes de tiempo completo, la duración es de dos años para obtener el Diploma y hasta tres años para el Diploma Avanzado.

2) Elementos institucionales de la vinculación con el medio productivo.

En el sistema de prácticas de aprendizaje en la empresa (apprenticeship) se establece un vínculo entre las empresas australianas y el sistema de educación técnico profesional australiano. Las empresas ofrecen puestos de trabajo para aprendices, por lo cual reciben un monto de recursos del gobierno o una exención tributaria (entre otros incentivos) que cubre los costos de la capacitación p.ej. salarios y otros beneficios. Está política de financiamiento, que se comenzó a implantar a mediados de los 90, habría permitido un incremento de los puestos que las empresas ponen a disposición de los aprendices. Estos incentivos están asociados al cumplimiento de aprendizajes que llevan a certificaciones grado III en el marco de cualificaciones australiano.  


En cuanto a los contenidos y competencias que se imparten en la educación técnico profesional y en la instrucción en la empresa, son los Consejos de Competencias para la Industria (Industry Skills Council), organismos independientes sin fines de lucro, dirigidos por la industria y financiados por el gobierno australiano, los que tienen como principal rol identificar y responder a la evolución de las competencias en los sectores productivos.


En particular, los consejos son los encargados de desarrollar Paquetes de Instrucción (Training Packages), que son un conjunto de estándares y requisitos para la acreditación de competencias en un sector productivo, y que son de reconocimiento a nivel nacional. Estos son usados como guía para el diseño de los programas que ofrecen las instituciones que imparten educación técnica profesional, incluidos los sistemas de instrucción basados en la empresa (apprenticeship), con el objetivo de resguardar la pertinencia de los programas de educación técnico profesional. El Consejo de Habilidades para la Industria elabora los Paquetes de Instrucción en consulta con los sectores productivos para definir exactamente cuáles son las competencias que la industria necesita ahora y en el futuro, y así asegurar que estas sean valoradas por la industria. A través de proyectos propios los consejos sectoriales adaptan los paquetes de instrucción para asegurar que estos mantengan su pertinencia.


La proliferación de los paquetes de instrucción en los últimos años ha cambiado el papel que organizaciones de formación tienen en el desarrollo de programas de capacitación, incrementando el rol de los consejos y de los empleadores. 


Por último el marco de cualificaciones australianos (Australian Qualifications Framework AQF), como ya se vio, es el marco global para todas las cualificaciones a nivel nacional en la educación media, educación técnica profesional y educación superior. El Consejo Asesor del Marco de Cualificaciones Australiano (Australian Qualifications Framework Council) es el organismo responsable de asesor a los ministros de educación de cada territorio con el fin de mantener un marco de cualificaciones que sea pertinente a nivel nacional e internacional y que permita la articulación de trayectorias educativas dentro del sistema educativo. Este consejo responde directamente a los ministros de educación nacionales. 


El consejo asesor está compuesto actualmente por 12 miembros con experticia y experiencia en la certificación de calificaciones, dentro de los cuales se encuentra un representante de las empresas y uno de los trabajadores: dos del sector educación superior, uno de la educación técnico profesional, uno de la educación dual, uno del sector escolar, una en representación de las empresas, una en representación de los trabajadores y sindicatos, dos representantes de los gobiernos territoriales, y un representante de gobierno nacional, más un observador de Nueva Zelanda, más un director.

3. Canadá.
1) Articulación vertical y horizontal en el sistema educacional.
a) Trayectoria escolar hacia la educación técnico profesional.
Educación primaria y nivel secundario 


Si bien las trayectorias educativas en Canadá dependen de cada provincia, la estructura que se observa en la mayoría de ellas es la que se describe a continuación. 


La educación obligatoria en Canadá comienza a los 6 años de edad, con la entrada a la educación primaria, cuya duración es 8 años. Al término de la educación primaria, los estudiantes inician 4 años de educación secundaria. 


En los primeros dos años del nivel secundario, los estudiantes toman cursos obligatorios de carácter general lo que conforma la educación obligatoria (10 años totales de escolaridad), terminando a los 16 años de edad. En los 2 años siguientes se ponen a disposición de los alumnos cursos opcionales. Esto ocurre al momento de elegir entre los diferentes programas especializados que los preparan para entrar en el mercado de trabajo o para inscribirse en los colegios de educación post secundaria, universidades u otras instituciones de su elección. 


Entre estos se encuentran los programas técnico profesional que ofrecen instrucción especializada en una habilidad o negocio, con el objeto de conducir al estudiante directamente a una carrera basada en dicha habilidad o negocio. Estos cursos pueden ser ofrecidos en escuelas independientes o en programas opcionales en escuelas que ofrecen tanto las corrientes académicas como las técnico profesionales. 

El sistema de programas de aprendizaje y la educación técnico profesional post secundaria.


Una vez terminada la educación secundaria obligatoria los alumnos pueden continuar sus estudios en instituciones de educación post secundaria, o ingresar al sistema de instrucción en empresas.

Programas de aprendizaje


Los programas de aprendizaje (Apprenticeship Programmes), suelen durar 4 años y consisten en un modelo de educación/entrenamiento técnico profesional en el trabajo, que lleva a una certificación de competencias basado en estándares reconocidos por la(s) industria(s). La empresa relacionada es responsable de la formación práctica entregada en el lugar de trabajo, y las instituciones educativas proporcionan los componentes teóricos. 


La autoridad provincial es la responsable de los programas, la que, entre otras funciones, regula los contratos que se establecen entre el aprendiz y la empresa. No se considera como requisito necesario tener un título de educación secundaria para ingresar a los programas de aprendizaje, aunque durante el mismo se exige la demostración de habilidades fundamentales. La entrada directa a estos programas, en la escuela secundaria, ha sido menos frecuente. 


Los estudiantes que culminan satisfactoriamente los programas de aprendizaje pueden optar entrar al mercado del trabajo, o por continuar estudios en la educación post secundaria, en un college.

Educación post secundaria Técnico Profesional


Los alumnos en Canadá asisten a la educación post secundaria en una serie de instituciones dentro de las que se destacan las Universidades, los Colleges y Community Colleges,  y las Instituciones de Educación Técnico Profesional.


Los Community Colleges y los Institutos de Educación Técnico Profesional proporcionan educación a través de programas profesionales con un enfoque en la preparación profesional y en las necesidades de las empresas y del sector. Los programas varían en duración de 6 meses a 3 años, y los instructores suelen ser profesionales experimentados de la industria, con las habilidades teóricas y prácticas necesarias para entrar en el área específica que ellos están enseñando. 


Al término del programa el egresado obtiene un diploma o certificados que le permite ejercer en el mercado laboral como trabajador calificado y/o, en el caso de los Community Colleges, dos años de créditos académicos que pueden ser transferidos para comenzar estudios en el nivel universitario.


Las universidades, por su parte, otorgan diplomas y certificados, y muchas veces, licenciaturas. Así, los programas especializados en áreas de alta tecnología son ofrecidos por universidades. Estos cursos preparan a los estudiantes para futuros empleos en el comercio, la industria o la agricultura o para un trabajo como técnico profesional o tecnólogo. Después de completar un programa especializado de 1 año se otorga un certificado; mientras que los programas especializados de 2 ó 3 años conducen a un diploma.

b) Marco cualificaciones de grado y sistema de créditos.

En Canadá existe un Marco de Cualificaciones de Grados (Canadian Degree Qualifications Framework), creado en el año 2007. Su estructura se basa en tres niveles que representan grados académicos que se ofrecen en la educación superior: licenciatura, máster y doctorado. Las categorías quedan definidas por las competencias que se espera que una persona adquiera al egresar de cada grado académico. Estas competencias comprenden seis dimensiones: profundidad y amplitud de conocimientos; conocimiento de metodologías de investigación; aplicación del conocimiento; habilidades de comunicación; manejo del conocimiento; y capacidad profesional y autonomía. 


El Marco tiene por objeto proporcionar definiciones generales para cada grado, dejando a cada provincia/territorio el desarrollo de marcos de cualificaciones más detallados para los estudios que se ofrecen en cada jurisdicción. 


No obstante, el Marco de Cualificaciones de Grados certifica competencias que se adquieren en la educación superior universitaria, y por lo tanto no existe un marco  nacional similar para las carreras técnico profesional, las provincias/territorios en Canadá implementan sistemas de créditos de transferencia en la educación post secundaria. Este sistema permite que estudiantes egresados de un College puedan acceder a grados académicos de licenciatura en Universidades, reconociéndoseles sus estudios previos. 

2) Elementos de la vinculación con el medio productivo.

En cuanto a la relación de los gobiernos provinciales/territoriales con los medios productivos en la provisión de la educación técnico profesional, se destaca que los ministros de educación reciben la colaboración de las empresas, otros sectores del gobierno, las ONGs, etc. del ámbito de la educación, la salud, la cultura, los servicios sociales, el empleo, la inmigración, entre otros. Así, la planificación, implementación y evaluación de políticas de educación técnico profesional se suelen hacer a través de consultas y/o en colaboración con organizaciones del sector privado. 


A nivel local, la educación se encomienda a los consejos escolares y consejos de administración (School boards/Boards of Governors). Todas las instituciones de educación superiors tienen consejos de administración que son nombrados por los gobiernos provinciales o territoriales y cuentan con representantes del público, la industria, los estudiantes y los profesores.


Desde el punto de vista del financiamiento, existen programas de costos compartidos con el empresariado.


En su mayoría, las universidades e institutos públicos contratan a los instructores desde el comercio, la industria y los servicios públicos, para asegurar que tengan experiencia y conexiones relacionadas a dichos ámbitos.


Por otra parte, las universidades e institutos públicos se benefician de los estrechos lazos que existen con sus socios del mundo de los negocios, la industria y la comunidad para el desarrollo de los currículos, a través de Comités de Asesoría Programática (Program Advisory Committees, PACs). Los PACS están conformados por una selección externa de líderes excepcionales en sus campos, con diversidad de experiencias y conocimientos relacionados con los programas. 


Los PACs identifican las tendencias y los cambios actuales y futuros de la industria, en relación a las habilidades y conocimientos que los graduados deben tener para cumplir las exigencias de los empleadores y así estén bien preparados para comenzar sus carreras. En consecuencia, los PACs se aseguran de que los programas estén actualizados y sean relevantes para la industria, el comercio y la sociedad. La mayoría de las universidades e institutos deben tener un PAC en marcha si desean obtener fondos del gobierno provincial/territorial para un nuevo programa.


Otro espacio de colaboración intersectorial ha sido el programa Habilidades para el Futuro (Skills for the Future), que reúne a los ministros de educación y del trabajo provinciales y territoriales. De este modo, las mejoras en el éxito laboral de los canadienses y a una mayor capacidad de respuesta a las necesidades de los empleadores en todo el país fortalecerán la competitividad económica.


El citado programa reúne a los ministros de educación y trabajo provinciales/territoriales con los líderes de las empresas, del mundo del trabajo, la academia, las organizaciones estudiantiles, y otras partes interesadas en participar en un diálogo sobre mejores y más innovadoras prácticas en el entrenamiento de habilidades y en la alineación de los sistemas educativos y de capacitación con el mercado del trabajo, para responder mejor a las necesidades de los individuos y las empresas.

Finalmente, el CMEC incluyó la educación para el desarrollo sostenible (EDS) como una de las áreas de actividad clave en el programa gubernamental Aprende Canadá 2020 (Learn Canada 2020), que constituye el marco para mejorar los sistemas educativos del país, las oportunidades de aprendizaje y los resultados educativos generales en todos los niveles. El objetivo específico de la EDS es sensibilizar a los estudiantes y animarlos a participar activamente en trabajar para una sociedad sostenible. Para lograr este objetivo, el CMEC creó en 2008 el Grupo de Trabajo para la Educación sobre Desarrollo Sostenible.
III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.

Presentación del proyecto por parte de representantes del Ministerio de Educación.


La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga
 expresó que la política avanza hacia la formación de un sistema público de educación superior que contempla la creación por ley de dos nuevas universidades del Estado en las regiones de O’Higgins y Aysén, y una red nacional de 15 centros de formación técnica estatales de carácter regional, cuyos objetivos consisten en avanzar hacia la descentralización de la oferta educativa, vincular la formación con los sectores productivos y necesidades locales y entregar una formación de calidad en diversos contextos sociales. 


El sistema de formación técnico profesional tendrá como misión ofrecer a los y las jóvenes y adultos, preferentemente trabajadores y trabajadoras, la oportunidad de desarrollar una trayectoria laboral y formativa acorde a sus expectativas y a los potenciales de empleabilidad de sus territorios. Para estos efectos, se deberá promover la articulación entre los niveles medios y superior (técnico y universitario) junto con la capacitación y certificación de competencias laborales.


Los ejes de la política de formación técnico profesional son: a) calidad: una política de formación técnica con un sistema de aseguramiento de la calidad de la oferta que garantice la pertinencia a nivel medio y superior; con capacidades directivas y docentes instaladas y con una evaluación de los aprendizajes de las personas; b) vinculación con el entorno productivo y social: de alianza público privada y con un fuerte arraigo regional; que permita además el desarrollo de trayectorias mediante la articulación de la educación media con la educación superior y la formación para el trabajo; c) valoración social: que promueve trayectorias laborales en base a decisiones informadas de las personas y potencia la movilidad social en áreas claves para el desarrollo del país, con potencial de empleo y emprendimiento.


El Gobierno está impulsando una política nacional que permita llevar a cabo una reforma centrada en los aprendizajes y las necesidades de formación que el país requiere al año 2025, y que abordará la institucionalidad de la formación técnico profesional, la articulación entre distintos niveles de la misma, la articulación con el sector laboral y la formación en el trabajo, el fortalecimiento de competencias y capacidades para la formación técnica, la equidad en el sistema de formación técnico profesional y una fuerte valoración social de dicha formación.


Luego, los compromisos del Gobierno asociados a la formación técnico profesional, no sólo se apoyará, en la creación de los 15 centros estatales que serán instaladas al alero de universidades estatales y deberán convertirse en un referente de calidad, pertinencia y articulación, sino también, en la creación de 15 centros tecnológicos de entrenamiento, uno por región, a los que acudan estudiantes, docentes, directivos y maestros guía de la educación media técnico profesional para el desarrollo y fortalecimiento de competencias generales, técnicas y pedagógicas y 15 consejos regionales de formación técnico profesional, de carácter público-privado, en que se definan las necesidades para la formación técnico profesional del territorio y se tomen decisiones asociadas a la oferta de especialidades y carreras, el desarrollo profesional docente y las necesidades de equipamiento e infraestructura.


Asimismo, se elaborará un marco nacional de cualificaciones, que regule las competencias equivalentes a distintos niveles formativos en la formación técnico profesional y facilite la articulación entre distintos niveles de educación técnica, la formación para el trabajo y el sistema universitario.


Señaló que la matrícula en carreras técnicas se encuentra en fuerte crecimiento alcanzando actualmente más del 30% de la matrícula de educación superior.  Por su parte, el incremento de matriculados en primer año fue de 170% entre 2005 y 2014 (en el mismo período la matrícula universitaria creció 27%) y el 35% de los estudiantes de carreras técnicas proviene de la educación municipal. Asimismo, destacó que en general existe un bajo acceso a educación superior en sectores de mayor vulnerabilidad: sólo un 30% de la educación media técnica ingresa a la educación superior inmediatamente y existe más de un 50% de deserción, porque no cubre correctamente a personas activas en el mundo del trabajo.


Ahora, en términos de calidad y pertinencia de la oferta formativa, sólo un 70% de los egresados de carreras técnicas de nivel superior encuentran empleo al primer año, en contraste con el 83% de las carreras universitarias.


Destacó que este proyecto de ley plantea la creación de un centro de formación técnica estatal, en cada región del país, como personas de derecho público autónomas, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que tendrán como finalidad la formación de técnicos de nivel superior y la contribución al desarrollo material y social de las regiones, orientando su quehacer al compromiso con la vocación productiva de la región, la vinculación de su oferta con los requerimientos del sector productivo, la calidad y pertinencia del proyecto educativo y la excelencia de sus académicos.  Asimismo, se vincularán a una universidad del Estado, con el objeto de contribuir al desarrollo de su región y facilitar la articulación de las trayectorias formativas, y en el caso de que en alguna región esto no sea posible se optará por una universidad perteneciente al Consejo de Rectores.


Además, será un reglamento el que definirá la forma de coordinación entre los centros y de éstos con el Ministerio y se les facultará para otorgar títulos técnicos de nivel superior y otras certificaciones de menor calificación, siendo el rector su máxima autoridad y su personal empleados públicos, previéndose un reglamento general de académicos que fije la planta de su personal y las remuneraciones, sin perjuicio de encontrarse eximidas de cualquier impuesto, carga o tributo y de la facultad de asociarse y de prestar servicios. La ley de Presupuestos fijará anualmente el aporte fiscal que recibirán.


Explicó que ello se complementa con la facultad que se le otorgará a la Presidenta de la República para establecer normas obligatorias sobre la forma de gobierno e integración de los organismos colegiados, así como las atribuciones fundamentales que le correspondan a los órganos directivos superiores. Además, de su estructura académica y administrativa esencial, así como procedimientos para crear, modificar o suprimir esa estructura, planes, programas y carreras y para otorgar los títulos técnicos y demás certificaciones.


En materia de estatutos, estos deberán ser presentados por cada rector a la Presidenta, facultándola para la dictación de uno o más decretos con fuerza de ley para su aprobación. El proyecto de estatuto deberá indicar, al menos, el procedimiento de elaboración del proyecto de desarrollo institucional, las normas de evaluación académica e institucional, las normas para fijar la planta de personal y sus remuneraciones, el procedimiento para fijar y modificar el reglamento general de académicos, el procedimiento de elaboración de presupuestos y de reforma de estatuto.


El primer rector será nombrado mediante decreto supremo que incluirá las normas necesarias para el funcionamiento del centro de formación técnica hasta la publicación de los estatutos y el Ministerio de Educación designará a una universidad estatal para que acompañe al naciente centro de formación técnica en su proceso de diseño, instalación y puesta en marcha, hasta el logro de la primera acreditación.


La diputada Hoffmann junto con reconocer la deuda con la educación técnica profesional, consultó los motivos para renunciar a la posibilidad de establecer alianzas con los centros de formación técnica de calidad actualmente existentes, como son el Inacap y el Duoc UC. Asimismo, destacó que se debe romper con la discriminación e innovar en la posibilidad de que los técnicos puedan acceder a post grados.


El diputado Robles expresó que el rector del centro de formación técnica sólo debe tener el carácter de administrador y responder ante un órgano colegiado.  De lo contrario, se entregará a los nuevos centros rectores que responderán ante sus electores. Estimó que el Consejo Regional o Core debería contar con una representación importante en la institucionalidad de los centros. 


El diputado Felipe Kast manifestó su preocupación por la falta de un diagnóstico regional contundente, que a su juicio se salva entregando al Ministerio de Educación un “cheque en blanco” para que posteriormente resuelva. Asimismo, destacó que le hubiese gustado una invitación de participación a la sociedad civil y no entiende por qué se cree que comenzar desde cero es mejor que ampliar hacia las regiones las instituciones de calidad hoy existentes. 


Destacó que el proyecto no garantiza calidad, autonomía, autoevaluación, entre otras. Consultó si el Ejecutivo se encuentra disponible para extenderse a estos puntos. 


Finalmente, expresó discrepar de la idea de incorporar a autoridades políticas en la estructura de las nuevas instituciones, tal como propuso el diputado Robles.


El diputado Espinoza afirmó que este proyecto suple la enorme carencia de formación técnica en regiones. Asimismo, consultó si se va a salvaguardar que los nuevos centros no se asienten en las capitales regionales, como una forma de potenciar otras zonas de las regiones y de que el proyecto efectivamente provoque el impacto esperado. Consultó cómo se va a medir la pertinencia de las carreras y cuál será el carácter de las propuestas de las comisiones regionales. 


El diputado Romilio Gutiérrez destacó indispensable conocer los criterios para definir la ubicación geográfica de los centros, en atención a que la realidad de las regiones es muy distinta. Afirmó que deben existir criterios técnicos que orienten a las comisiones regionales.


Asimismo, destacó que la nueva propuesta académica debe tener una visión de la zona y región, porque eventualmente competirá con la oferta ya existente, siendo muy probable que la carencia de carreras se centre en las que tienen un mayor costo económico. También, llamó a que se realice un mayor trabajo en el informe financiero, precisándose los dineros que se entregaran a cada ítem, en consideración a que el equipamiento de las carreras técnicas en algunos casos puede triplicar el valor de la infraestructura.


El diputado Bellolio manifestó su temor de que se esté legislando sobre un proyecto obsoleto. Consultó sobre la matricula que actualmente no está cubierta. 


El diputado Sandoval manifestó que la región de Aysén ya cuenta con esfuerzos en educación técnico profesional, celebrándose convenios de enseñanza continua entre liceos técnicos, centro de formación técnica y universidades. Destacó como imprescindible la calidad docente, en caso lo contrario los padres igualmente optarán por enviar a sus hijos a instituciones fuera de la región.  Finalmente, consultó sobre la articulación que tendrán las 2 nuevas universidades con los nuevos centros de formación técnica en las regiones respectivas y sobre la posibilidad de lograr reinserción académica.


El diputado Venegas expresó que el Gobierno ha optado por el fortalecimiento de la educación pública, lo que evidentemente impide involucrar a entidades privadas. Afirmó que este proyecto constituye una gran oportunidad y llamó al Ejecutivo a salvaguardar los ejes del mismo.


La diputada Girardi apuntó que los recursos que prevé el informe financiero no son suficientes. Asimismo, destacó que el hecho de que se trate de centros de formación técnica estatales no garantiza que se cumpla con todo lo que se espera, de ahí la importancia de especificar su encadenamiento y alero a la universidad estatal que la acompañará.


La diputada Vallejo afirmó que en la educación técnico profesional no se da el carácter mixto que el Gobierno pretende salvaguardar.  En cuanto a los 15 centros tecnológicos de entrenamiento que servirán a los establecimientos educacionales de la región, expresó que no basta que se concentre uno por región, sino, que éstos deben existir en el mismo edificio del establecimiento respectivo, lo que es imposible de concretar con el financiamiento que se contempla.


La Subsecretaria de Educación, señora Quiroga en respuesta a las consultas precedentes, expresó que se trata de un proyecto innovador y que ya se ha iniciado el trabajo en algunas regiones. Por otra parte, apuntó que la decisión de las mesas será vinculantes para el Ministerio de Educación, especialmente en materia de localización de los centros y oferta de carreras. 


Reiteró que el consejo del centro formación técnica se encontrara formado por múltiples actores, destacando la alianza pública privada. En materia de gobernanza apuntó que la elección del rector no es materia de este proyecto de ley, y si bien habrá lineamientos generales sobre la materia debe tenerse en consideración la realidad regional respectiva.


Llamó a entender la necesidad del país en el desarrollo de crear un sistema educacional, que en ningún caso será en perjuicio del sector privado, y que además, no obsta a invitarlos a formar parte de esta red estatal, una vez creado el sistema.


La señora Marcela Arellano
, Coordinadora de Educación Técnico profesional, hizo presente que en Chile la educación técnico profesional está constituida por la enseñanza media técnico profesional correspondiente a los dos últimos años del ciclo secundario, con aproximadamente 180 mil alumnos, la educación superior técnico profesional compuesta por 144 alumnos en un ciclo formativo de dos años (que se desarrolla en centros de formación técnica) y 645 mil correspondientes a uno de cuatro años (implementada en los institutos profesionales).


Precisó que actualmente no existe oferta pública para formación de técnicos de nivel superior en el país, mientras la experiencia internacional muestra escasísimos países en los que no existe una oferta pública de educación superior, la que en general cumple la función de establecer los estándares de calidad en la entrega de formación.


Por otra parte, tanto el número de carreras disponibles como la matrícula de alumnos se concentran fundamentalmente en el área de ciencias sociales, comercial y derecho; con escasa vinculación y articulación con las vocaciones productivas regionales, así como con la formación media técnica profesional y la universitaria. Chile presenta un alto déficit de técnicos cualificados (SOFOFA estima el déficit de técnicos en 600 mil para todo el país, mientras que para el sector minero este alcanza a 30 mil) y alta heterogeneidad en la calidad educativa que las instituciones entregan (de 58 centros de formación técnica autónomos sólo 20 están acreditados), lo que evidencia importantes carencias en los procesos formativos.


Durante la última década la formación técnica aparece como una alternativa atractiva para jóvenes que quieren acceder a la educación superior. En efecto, así lo demuestra tanto el alto número de alumnos matriculados en carreras técnicas, que hoy alcanzan más de un 30% de la matrícula total de la educación superior, como el crecimiento de la matrícula de primer año de estudiantes de este nivel formativo, que entre el 2005 y el 2014 alcanzó un incremento de un 170%, en contraste con un 27% de las carreras universitarias. Más del 60% de los jóvenes que estudian en centros de formación técnica pertenecen a los tres primeros quintiles de ingreso y un porcentaje similar de los jóvenes que estudian educación técnico profesional superior declaran su interés por continuar estudios universitarios.


En este contexto, el programa de Gobierno compromete la creación de una oferta pública de educación técnica profesional para la formación de técnicos de nivel superior en todas las regiones del país, orientando su quehacer a jóvenes y trabajadores. Esta oferta pública de formación de técnicos, se alinea con las necesidades de desarrollo regionales y sus programas estratégicos. Asimismo, se articula con otros niveles educativos de manera vertical (liceos técnicos y universidades) y con el mundo del trabajo de manera horizontal (capacitación y certificación).


Para efectos de iniciar el trabajo, en cada región se establecieron, vía instructivo presidencial, mesas regionales tripartitas, de carácter público privadas (Estado CPC CUT). Estas son presididas por el Intendente Regional y tienen por finalidad consensuar su locación y oferta de carreras, fortaleciendo la participación de actores de carácter regional y estableciendo alianzas estratégicas entre ellos.


El desarrollo del proyecto de centro de formación técnica se realiza de manera descentralizada bajo el alero de la universidad estatal de cada región (excepto en la Región de los Ríos), la que además debe apoyar técnicamente la labor de la mesa publico privada.


De las primeras 5 regiones, ya se encuentran constituidas todas las mesas publico privadas, se encuentran trabajando y desarrollando los proyectos las regiones de Antofagasta (Universidad de Antofagasta), Coquimbo (Universidad de la Serena), Valparaíso (Universidad de Playa Ancha), Maule (Universidad de Talca) y Magallanes (Universidad de Magallanes). Las lidera el Intendente y la conducción técnica es de los Seremis y la universidad estatal regional. Los proyectos estarán sancionados a mayo de 2015. 


Actualmente se discuten potenciales emplazamientos y tipo de oferta, con distintos grados de avance.  En Antofagasta, será en Calama con oferta vinculada a industria minera, energía, turismo de intereses especiales y salud. La iniciativa forma parte de un acuerdo marco con Codelco para compatibilizar la iniciativa con los centros de entrenamiento de la empresa Estatal. En Coquimbo, se debe dirimir entre Ovalle y Los Vilos para una primera sede y la oferta se basa en energía renovable, eficiencia energética, minería. En Valparaíso, se encuentra pendiente la votación entre Los Andes y,o San Antonio y su oferta recae en la industria minera y,o portuaria.  En el Maule será emplazado en Linares y la oferta estará vinculada con logística y agroindustria. En Magallanes aún se discute el proyecto con 3 sedes: Punta Arenas, Porvenir y Puerto Natales, y la oferta recaerá en energías renovables y turismo.


Para un segundo grupo, integrado por las regiones de Tarapacá (Universidad Arturo Prat), Metropolitana de Santiago (Universidad de Santiago), Biobío (Universidad del Biobío), Los Ríos (Universidad Austral) y Los Lagos (Universidad de Los Lagos), actualmente se constituyen las mesas público privadas y se discuten potenciales emplazamientos y tipo de oferta.


Para el primer semestre de 2015 se contempla iniciar acciones para la creación de centros de formación estatales con las regiones de Arica y Parinacota (Universidad de Tarapacá), de Atacama (Universidad de Atacama) y de la Araucanía (Universidad de la Frontera). Dependiendo del avance de la conformación de las nuevas universidades estatales de las regiones de Aysén y de Rancagua, se espera firmar los convenios de traspaso de recursos con la universidad estatal seleccionada para desarrollar esa iniciativa y constituir las mesas público privadas respectivas.


El diputado Espinoza destacó que no ha habido un debate profundo sobre este proyecto. Afirmó que deben existir criterios objetivos y claros para determinar la ubicación de los centros de formación técnica, evitándose así la construcción de “elefantes blancos”, porque los nuevos centros deben significar un incentivo a las comunas. A su parecer, las comunas deben presentar su propuesta al Gobierno y éste luego determinar su pertinencia, impidiéndose así que la ubicación de los centros, por ejemplo, responda a compromisos o ambiciones políticas.


El diputado Morano expresó haber sido invitado y participado en las reuniones técnicas de Magallanes. Asimismo, puntualizó que las sedes de los centros tendrán diversas orientaciones conforme sea la comuna respectiva.


El diputado Gutiérrez, don Romilio, consultó si las propuestas van en consulta al Ministerio de Educación y cómo serán los mecanismos destinados a implementar la calidad, porque no basta que los centros se encuentren al alero de una universidad estatal acreditada.


El diputado Robles hizo hincapié en que no se encuentra de acuerdo con entregar la facultad para determinar la forma de gobierno a la Presidenta de la República, estimó que ello debe ser parte de un amplio debate parlamentario que apunte hacia el futuro. Asimismo, se mostró contrario a que sea la misma Presidenta quien decide su ubicación y que sea el rector quien determine sus estatutos.


El diputado Bellolio sostuvo la necesidad de que los nuevos centros miren hacia el futuro, lo que implica pensar en aquellos trabajadores que no pudieron estudiar y en la alternativa de la educación no presencial. Asimismo, debe velarse por la vinculación y la coherencia entre los liceos técnicos y los nuevos centros y entre éstos y las universidades.

El Jefe de la División de Educación Superior, señor Francisco Martínez
 apuntó que la discusión se ha centrado en lo que no está en el proyecto de ley, sin considerar que el proyecto genera los elementos básicos para contar con la capacidad para tener educación técnica estatal y estar operativa en este periodo presidencial conforme al plan de Gobierno.


La reforma a la educación superior, cambia el contexto de este proyecto, en el siguiente sentido:


1. La calidad será una condición obligatoria para todas las instituciones. La acreditación será obligatoria y existirán niveles de acreditación.


2. Se discutirá dentro del marco regulatorio de la reforma si será un centro de formación técnica o instituto profesional, porque la integración vertical la requiere.


3. La gratuidad para los estudiantes que generará condiciones novedosas en el acceso, especialmente el área técnica que tiene menos becas.


Afirmó que efectivamente faltan elementos técnicos, pero se está frente a una primera etapa, luego vendrá un proceso más completo referido a la instalación de los nuevos centros, que al 2017 debiera lograr la primera cohorte de ingreso.


Además, se están tratando de coordinar profundamente las necesidades técnicas con las productivas. El sello distintivo es que el Estado busca a través de esta oferta resolver problemas del país en materia de capacitación, oportunidades de desarrollo de estudiantes vinculados con las necesidades del país, haciéndose responsable de la tarea.


Se está avanzado por grupos de regiones, por la vía de generar esta de discusión previa y establecer convenios con universidades. Prontamente se entrará a la etapa de implementación.


Finalmente, reiteró que todo lo que aparece en el actual proyecto de ley se encuentra vinculado a la regulación actual, que cambiará con la aprobación de la reforma del sistema de educación superior.
Exposiciones.


A continuación se reseña la exposición de las siguientes personas, que asistieron a la Comisión, invitadas a exponer
:

1. Rector de la Universidad de Antofagasta, señor Luis Alberto Loyola Morales.

El señor Loyola
 expresó que el proyecto de ley crea centros de formación técnica estatales, como personas jurídicas de derecho público autónomas, funcionalmente descentralizadas, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Además, tendría su domicilio y desarrollaría sus actividades en la región y se relacionaría con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación (artículo 1°). En otras palabras, el nuevo centro sería una persona jurídica totalmente distinto de las universidades respectivas, sólo que limitado geográficamente en su accionar (artículo 5°).


Los objetivos de los nuevos centros serían formar técnicos de nivel superior, con énfasis en mejorar su empleabilidad, y contribuir al desarrollo material y social de sus respectivas regiones, contribuyendo al fomento de la competitividad y productividad de éstas (artículo 3°). Sin embargo, para que esto ocurra, es imperiosa la participación de las empresas de la región en el órgano colegiado superior de los nuevos centros estatales, pese a que el proyecto de ley no lo ha considerado.


Los principios que orientarían el cumplimiento de los fines u objetivos señalados serían el compromiso con la vocación productiva de la región; la vinculación de su oferta académica con los requerimientos del sector productivo respecto de los procesos de formación de jóvenes, trabajadores y trabajadoras de la región; la calidad y pertinencia de su proyecto educativo, y la excelencia y actualización permanente de su cuerpo docente y directivo, así como la de sus procesos formativos (artículo 4°).


Cada centro de formación técnica se vincularía con una universidad del Estado acreditada institucionalmente de acuerdo a la ley N° 20.129, domiciliada en la misma región, según lo definan sus estatutos (artículo 6°). En el caso de la Región de Antofagasta, sólo podría ser la Universidad de Antofagasta y esta vinculación de carácter permanente -que sería detallada en los estatutos, no en la ley misma- sería una carga legal para la misma, y al ser tal, debería dar origen a una compensación por el trabajo que implique.


El proyecto de ley no establece cuántos serán los miembros del órgano colegiado superior, sino que deja esta definición al Ministerio de Educación (artículo 6° inciso segundo). No obstante, es evidente que la universidad vinculada al centro no tendrá mayoría ni un porcentaje controlador en dicho cuerpo colegiado superior.


La vinculación de los centros de formación técnica con la universidad respectiva tendría como objeto contribuir en conjunto al desarrollo de la región y facilitar la articulación de trayectorias formativas pertinentes (artículo 6° inciso final). Sin embargo, lo primero es un objetivo tan amplio que sería en la práctica de dificultoso cumplimiento, pero lo segundo plantea una articulación que será tanto más difícil cuanto más independiente sean los nuevos centros respecto de su universidad vinculada.


De hecho, tampoco el reglamento que prevé el artículo 7° podría facilitar la vinculación, ya que limita su alcance a “los mecanismos e instrumentos de coordinación y articulación entre los Centros de Formación Técnica, y de éstos con el Ministerio de Educación”. Quedaría pues excluida de este reglamento la coordinación y articulación entre los centros estatales y su universidad vinculada.


Por otra parte, ningún artículo del proyecto de ley explica cómo se cumplirá lo dispuesto en el primer inciso del artículo 27 de la ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de Administración del Estado, que establece que “los servicios públicos centralizados o descentralizados que se creen para desarrollar una actividad en todo o parte de una región, estarán sometidos, en su caso, a la dependencia o supervigilancia del respectivo Intendente”. Al omitir un desarrollo de estos aspectos se daría lugar a eventuales conflictos institucionales, y se correría el riesgo de enfrentar objeciones del Tribunal Constitucional.


El rector de los centros de formación técnica sería su máxima autoridad y su representante legal (artículo 9°). Estimó que esta norma genera severas dudas sobre el rol que cumpliría el cuerpo colegiado superior: el rector debería ser caracterizado como el jefe del servicio bajo la superior autoridad de un órgano colegiado superior, cuyas facultades debería señalarse en el proyecto de ley, incluyéndose en todo caso la de dirección superior del servicio (artículo 28, inciso final de la ley de bases). De otro modo, el órgano colegiado sería un mero consejo consultivo e infringiría una norma de rango superior contenida en esta ley.


Asimismo, manifestó su extrañeza porque, entre otras fuentes, el patrimonio de los centros estaría constituido por “los montos que perciba por concepto de matrícula, aranceles, derechos de exámenes, certificados, estampillas y solicitudes, y toda clase de cuotas extraordinarias que deban pagar sus estudiantes”; disposición inconsistente con el programa de Gobierno que contempla la gratuidad de la educación superior, no obstante, mientras implique que los alumnos de los nuevos centros estatales deberán pagar al igual que los alumnos de las carreras técnicas de la universidad estatal respectiva, se descartaría la competencia desleal, salvo que esos pagos encuentren financiamiento en el Ministerio de Educación y no se dé acceso a la misma fuente a los estudiantes de la universidad.


Los centros de formación técnica estatales estarían “exento de cualquier impuesto, contribución, tasa, tarifa, patente y otras cargas o tributos” (artículo 14). Apuntó que es difícil que el Ministerio de Hacienda dé su aprobación a este artículo tal como está construido, pero si así fuera, la Universidad de Antofagasta esperaría que se establezca un trato igualitario para las universidades estatales.


El artículo primero transitorio facultaría al Presidente de la República para establecer mediante un decreto fuerza ley “normas de carácter obligatorio que deberán contener los estatutos de los centros de formación técnica”, y a continuación establece qué materias deberían tratar éstos, lo que se complementa en el artículo segundo transitorio. Manifestó que este artículo es confuso y sobra en el texto porque si el Presidente de la República es quien va a fijar mediante un decreto los estatutos, es inoficioso que dicte antes otro diciendo lo que deberán contener éstos.


El artículo segundo transitorio, también enumera en su inciso tercero las materias que el Presidente debería incluir en el estatuto orgánico a proposición del rector de cada centro. Varias de ellas no son propias de un estatuto orgánico y rigidizarían a las nuevas instituciones, como el procedimiento para la elaboración de su proyecto de desarrollo institucional y las normas de evaluación y promoción académica e institucional


El artículo tercero transitorio, además de facultar al Presidente de la República para nombrar por cuatro años al primer rector de cada nuevo centro de formación técnica, señala que posteriormente el rector será elegido, pero no señala el plazo que durará en sus funciones. A diferencia de las universidades, los nuevos centros impartirán carreras de no más de cuatro semestres y sobre aspectos técnicos, lo que requiere de docentes con sólida práctica operativa. Estos recursos humanos podrán, en el mejor de los casos, contratarse por horas, ya que para emplearlos a media jornada o a jornada completa sería necesario competir en remuneraciones con las empresas de la región.  Aconsejó buscar un elector calificado para elegir al rector, como por ejemplo, el órgano colegiado superior.


El artículo cuarto transitorio señala que cada nuevo centro, desde la fecha en que comience a operar y hasta que obtenga la acreditación institucional que regula la ley N° 20.129, será tutelado y acompañado por una universidad del Estado, preferentemente domiciliada en la misma región y acreditada institucionalmente. Sin embargo, el proyecto de ley no dice en qué consistirá esa tutela. Afirmó que esta figura no existe en el derecho administrativo, y si pudiera aplicarse por analogía las disposiciones sobre tutelas del Código Civil, habría que entender que las universidades tutoras administrarían los negocios de los centros de formación técnica hasta que éstos puedan administrarse eficientemente. Pero en derecho público no está permitida la interpretación analógica, de modo que la disposición, al carecer de predicado, sería inaplicable.


En el plano económico, precisó que el Ministerio de Educación no dispone de recursos suficientes para financiar la construcción y operación de los nuevos centros, y espera que el sector privado regional, principalmente la gran minería, contribuya a ello. Sin embargo, su experiencia le dicta que esto no ocurrirá y que en todo caso basar el funcionamiento de una institución pública en aportes voluntarios del sector privado carece de sustentación.



Expresó que compartiendo el propósito de apoyar el desarrollo social, económico y territorial de la región, al enfrentar una demanda exigua de nuevas plazas de educación técnica superior, debe buscarse una mejor solución que la creación de una nueva institución de difícil viabilidad para cumplir esos loables objetivos, solución que podría incluirse en el mismo proyecto de ley que estudiará esta Comisión de Educación u omitirse, puesto que las universidades del Estado tienen todas las facultades legales necesarias para crear unidades académicas del tipo centros de formación técnica.


Estimó que en la Región de Antofagasta una alternativa lógica es confiar a la Universidad de Antofagasta la conversión de su centro de carreras técnicas en un centro de formación técnica.  Lo anterior, daría una aplicación coherente a los convenios suscritos entre el Ministerio de Educación y universidades estatales, donde se expresa que la creación de centros de formación técnica estatales se hará “...tomando como base la experiencia actualmente existente de carreras, institutos y centros técnicos que funcionan al interior de las universidades estatales…”.


Al crear la Universidad de Antofagasta, en ejercicio de su autonomía y en acuerdo con el Ministerio de Educación, un centro de formación técnica como una unidad académica de la institución a partir de su actual Centro de Carreras Técnicas, se tendría las siguientes ventajas adicionales, como la satisfacción de la política de equilibrio territorial, al poder ampliar las instalaciones y carreras de la Universidad tanto en Antofagasta como en Calama; mejores perspectivas de empleabilidad para sus egresados al incorporar en su consejo directivo a personeros del sector privado regional; mayores probabilidades de atraer estudiantes que al titularse, lo harían como egresados de la Universidad de Antofagasta; prevención de una inconveniente competencia entre dos instituciones públicas; fácil articulación para una educación terciaria continua al radicar todos los niveles de educación superior en una misma institución, y viabilidad de un proyecto con el financiamiento que puede comprometer el Ministerio de Educación, sin especular sobre aportes inciertos del sector privado.


En síntesis, compartió la urgencia de entregar una oferta pública gratuita de carreras técnicas superiores a los jóvenes que egresan de la enseñanza media técnico profesional, y a otros que los deseen, sin embargo, para lograrlo es más eficiente aprovechar y fortalecer lo ya avanzado en su Centro de Carreras Técnicas, que crear una institución distinta de ella.
2. Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, señor Eduardo Bitran Colodro.


El señor Bitrán
 señaló que, históricamente, Chile ha tenido un cierto sesgo a favor de las carreras universitarias, en términos de estructura de la formación de educación superior, en detrimento de la formación técnica. A diferencia de países de la OCDE, por ejemplo, Finlandia, donde la educación técnica representa casi el 70% de la matrícula. Sin embargo, en Chile, gracias a ciertos mecanismos de financiamiento se ha ido paulatinamente mejorando siendo actualmente similar la proporción de nivel técnico y universitario.


Pese a lo anterior, aún existen brechas importantes en capital humano y técnico.  Corfo se encuentra trabajando en estos temas, generando un esquema de participación público privada en torno a los principales sectores productivos en los distintos territorios, a nivel mezo regional y regional, por ejemplo, en la región de Magallanes donde existe un programa importante en el área de turismo y logística; en el sector centro sur en alimentos. En todos ellos, participan empresas privadas, expertos, académicos, sociedad civil y el Estado. 


Este enfoque que ha sido replicado del Gobierno de Canadá, tiene como propósito identificar brechas que limitan el aprovechamiento de oportunidades; el desarrollo productivo, y la productividad laboral, que a su vez impiden el aprovechamiento de oportunidades de mercado y crecimiento, establece un enfoque público privado y hojas de ruta para abordar las principales brechas de competitividad.  Actualmente hay 34 programas a lo largo de todo el territorio nacional en distintas áreas.


Sin embargo, el capital humano prácticamente en todos los casos aparece como una barrera para el desarrollo, por ejemplo, en el área de tecnología de comunicación en informaciones, que es un programa nacional que pretende avanzar en la digitalización de los sectores productivo. Los trabajos realizados en el sector muestran brechas de 10 mil especialistas, en todos los niveles, ingeniería informativa, y programadores. 


La dificultad es que la oferta de formación responde con mucha lentitud que a veces toma décadas, y Chile pierde oportunidades.  A propósito de lo anterior, Corfo, en el período 2000-2010, desarrolló programas de apoyo a la inversión en áreas de mayor sofisticación.


Una de las áreas era la de servicios globales y dentro ese programa el año 2008, se dialogó con la empresa española Everis para  que se instale en la ciudad de Temuco, sin embargo, el principal problema fue la insuficiencia de capital humano, lo que hubiese implicado más de una década en esa zona. Entonces, Corfo se involucró activamente en apoyar un proceso de formación, que después de algunos años ha permitido que la empresa cuente con 230 trabajadores y un acuerdo de expansión a 900. 


Finalmente, el problema de capital humano se solucionó mediante un acuerdo con las Universidades de Talca, del Biobío y de La Frontera, las que estandarizaron su currículum de ingeniería informática, respondiendo en mejor medida a las necesidades del sector productivo e hicieron un esfuerzo consciente de dirigir su formación a las necesidades de desarrollo del territorio. Así como este ejemplo virtuoso, hay muchos casos en que es necesario actuar tanto por el lado del incentivo de la demanda sofisticada de las empresas como de la oferta.


Sobre el proyecto en estudio, precisó que Corfo está colaborando con el Ministerio de Educacion para que las brechas en capital humano, especialmente técnico, alimenten el proceso de definición de cuáles son la áreas en que se van a enfocar los nuevos centros de formación técnica.  Por lo tanto, se encuentran en un esfuerzo de vincular la nueva oferta con las universidades públicas que existen con el territorio y directamente con las necesidades de desarrollo productivo. Se trata de un trabajo consciente y dirigido, con participación público privada, creándose una velocidad de respuesta rápida de especial relevancia en regiones donde el fenómeno de desarrollo esta llenó de obstáculos.


Destacó que este proyecto representa una gran oportunidad de generar instituciones de educación superior, como los community college en Estados Unidos, que deberían ser un gran referente. Se ve una posibilidad real de crear en regiones un esquema de créditos transferibles para dar una oportunidad real a todos.


Con el Ministerio de Educación se encuentran trabajando en una experiencia piloto, con el presupuesto del año 2015, consistente en tratar de avanzar en el ámbito de la educación técnica superior con vínculo con la educación técnica secundaria, donde actualmente existe una desconexión dramática, para generar un marco de cualificaciones en período de un año y medio.


Se trata de un proyecto que involucra en el ámbito productivo a Corfo, en el ámbito del trabajo a Chile Valora del Ministerio del Trabajo y en el ámbito educacional al Ministerio de Educación, y que inicialmente abarcará el área técnica y eventualmente universitaria. Se implementarán 5 áreas: tecnología de información y comunicación, logística, minería, energía, turismo y eventualmente acuicultura. 


En síntesis, expresó que fortalecer educación técnica es fundamental, especialmente si se hace teniendo en cuenta las necesidades del sector productivo, entregándole así mayor pertinencia a la formación.

3. Ex Director de la Escuela de Economía y Administración de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile y actual Presidente del Directorio de Codelco señor Oscar Landerretche Moreno.

El señor Landeretche
 expresó que en la gran minería chilena la educación profesional es mayoría, a diferencia de lo que ocurre, por ejemplo, en Australia. Lo anterior, constituye una anomalía muy grande, porque en el país la tendencia está invertida.  
En Chile, pese a que la tendencia de profesionales versus técnicos ha ido bajando, en el año 2005 eran 4 profesionales por 1 técnico, para llegar a nivelarse con países de la OCDE, cuya tendencia es de 3 técnicos por cada profesional, se requerirían a lo menos 15 años.

Lo anterior, es un problema porque no existe una relación entre desarrollo económico y nivel de diversificación de una economía. No existen casos de países que hayan transitado desde el nivel de desarrollo chileno a niveles de ingreso de país desarrollado, produciendo lo mismo. No dejan de producir o hacer lo que hacían pero incorporan nuevos sectores, para lo cual se requiere mano de obra calificada. Destacó el ejemplo de Turquía.


El problema conceptual detrás de lo anterior, dice relación con preguntarse qué es lo que determina la oferta y la demanda.  Se sabe que la existencia de técnicos calificados es determinada por la decisión de los jóvenes y sus hogares, decisión de proveedores del servicio educacional y decisiones del diseño de la política pública, por ejemplo, créditos.


Pero, la oferta interactúa con la demanda, y la demanda de técnicos de calidad superior proviene de las decisiones de las empresas y del Estado a través de las políticas públicas.  En esto se centra el gran problema: determinar si la oferta determina a la demanda o la demanda a la oferta. Afirmó, que el problema es de coordinación, de tomar las decisiones al mismo tiempo.


Destacó que el rol de los centros de formación técnica públicos se justifica solamente si sirve como mecanismo para terminar con el problema de coordinación entre demanda y oferta, es decir, las necesidades de la empresas con la decisión de los jóvenes y sus familias, por ende es clave el diseño de educación dual, modular, secuencial, o sea, cómo hacer interactuar los mecanismos de los centros de formación técnica con el mercado o lugar de trabajo. Al respecto citó distintos modelos.


Afirmó, que este proyecto constituye una gran oportunidad para mostrar coordinación público-privada y para explorar la intersección en 4 temas: duración de las carreras, porque actualmente se está siendo ineficiente al prolongarlas en exceso; gratuidad; énfasis en la educación técnica, y equilibrio de derechos y deberes, por ejemplo, en la discusión de la gratuidad, los aranceles se conciben, sin tomar en cuenta que ese estudiante debe comer, trasladarse, etc. En el modelo actual de formación técnico muchos estudiantes trabajan y estudian, entonces, como conseguir que ese estudiante compense la gratuidad, por ejemplo, con trabajo social.


Expresó que en materia de articulación se debe mirar la estructura de gobierno de otros países y ver las diversas maneras, pero lo central dice relación con algún mecanismo de canalización de necesidades de la empresa. Eso lleva directamente al tema de la gobernanza de la institución.

4. Presidente de Educación 2020, señor Mario Waissbluth Subelman


El señor Waissbluth
 estimó necesario y prioritario refundar la educación técnica pública superior y no seguir “universitarizando” el sistema. No debe existir más discriminación a la formación técnico profesional.  Los centros de formación técnica públicos deben ser un referente para el país: de excelencia, descentralizados, innovadores, con calidad docente, articulados directamente con los liceos, carreras profesionales y sector productivo del país, ocupado por la realidad social y económica del entorno. Estas nuevas instituciones tienen el deber de nivelar el sistema hacia arriba y deben garantizar, a lo menos, que sus estudiantes tengan las características mínimas indispensables.  Estos centros públicos tienen la oportunidad de fijar carreras necesarias para las regiones y país, tomando en consideración el desarrollo en el largo plazo. 


Efectuó las siguientes observaciones y propuestas al proyecto de ley:


1) Fuertes vacíos en la gobernanza.  Propuso crear una entidad público privado de carácter local (consejo participativo), encargada del diseño e implementación de los nuevos centros, cuya responsabilidad sea velar por la pertinencia y desarrollo de las propias regiones.


Esta entidad debe contar con la participación de los Ministerios de Educación, Trabajo y Economía, y de las rectorías de estos centros y de otras instituciones de educación superior de la región, representantes del gobierno regional, empleadores y gremios, y empleados, cuya primera función consistirá en definir su localización en cada región y las carreras que impartirá, donde primen variables como cobertura, demanda, oferta existente, estructura productiva de la zona, etc. Esta discusión no debe politizarse.


La elección del rector debe ser un proceso que pase por la Alta Dirección Pública, lo que permite asegurar responsabilidades claras (convenio de desempeño), facilitar el ingreso de perfiles idóneos para el cargo, con competencias y experiencias coherentes al desarrollo del proyecto formativo, promover un sistema transparente, confiable y con probidad (rendición de cuentas) y neutro, al poner fin a los potenciales conflictos de interés.


2) Asegurar calidad, acceso, permanencia y continuación de estudios.


Estas instituciones deben ser sometidas a una evaluación cada tres años de la Dirección de Presupuestos para verificar el cumplimiento de metas y estándares relacionados con articulación hacia abajo (acompañamiento vocacional, gestión del aprendizaje en liceos técnicos, reconocimiento de aprendizajes); acceso inclusivo (test vocacionales, ranking de notas, nivelación y propedéuticos, apoyo al estudiante en situación de trabajo, equidad de género), y articulación hacia arriba (retención, carreras profesionales y formación continua).


Los resultados de dicha evaluación deben ser difundidos ampliamente a la comunidad educativa y miembros del consejo público privado, porque el hecho de que estén en convenio con alguna universidad no asegura absolutamente nada.


3) Independencia y articulación de los centros de formación técnica. Para lograr una buena vinculación entre las universidades públicas y los nuevos centros es imprescindible que no pierdan autonomía respecto de su proyecto. Debe existir independencia administrativa y financiera entre los centros y las universidades.


Asimismo, debe existir articulación entre centros de formación técnica y carreras profesionales para promover la educación continua desde la red de centros hacia las carreras profesionales. Debe permitirse que centros de formación técnica puedan ofrecer carreras de todo tipo de duración, excepto aquellas de 5 años de carácter profesional, propias de una universidad. Hay que dar flexibilidad a estas nuevas instituciones.


En caso de que alguna de estas universidades imparta actualmente carreras técnicas, se sugiere establecer un periodo de transición para que estas carreras sean ofrecidas por los nuevos centros estatales.


4) En materia de financiamiento, expresó que los cuerpos docentes, materiales y recursos de la educación profesional son absolutamente distintos que los de la educación técnica. Se debe diferenciar el tipo de financiamiento entre las instituciones de educación superior. Por ende, resulta necesario establecer un nivel específico de gasto por estudiante, el que considere factores como vulnerabilidad, infraestructura, metodologías de aprendizaje, características de la región, entre otros, asegurando el financiamiento de los establecimientos en régimen.


Este financiamiento no puede regirse únicamente por variables asociadas a la demanda. Es necesario asegurar que aumentos o disminuciones en cobertura no se contrapongan a más calidad y asegurar autonomía para evitar posibles subsidios cruzados desde estudiantes de los nuevos centros a universitarios.


El informe financiero del proyecto expresa que el gasto será por matricula, ascendiendo el total de la inversión a US$ 11 mil millones o U$13.863 por estudiante Sin embargo, a modo de ejemplo, el centro de formación técnica de Lota Arauco invirtió US$12 millones por una sola vez en equipamiento, lo cual representaría una inversión inicial de US$15.000 por cada uno de los 800 alumnos que ingresan cada año al centro, que ha logrado un 40% de deserción 80% de empleabilidad y sólo 2 años de acreditación.


En definitiva, la inversión en los nuevos centros de formación técnica estatales es menor a la efectuada en la construcción del centro de formación técnica Lota Arauco. Al comparar la inversión por estudiante, considerando éste tiene 800 alumnos, cada nuevo centro estatal estaría diseñados para 739 estudiantes.


Si sólo se quiere dar cobertura a 11 mil estudiantes, se podría destinar una mayor inversión para que estos centros sean un referente de educación técnica para el país. La esperanza es que este aumento tenga un impacto cualitativo. Además, es necesario que el financiamiento estudiantil e institucional permita asegurar los estándares de calidad deseados. Estimó que para entregar educación gratuita a todos los estudiantes de estos centros de formación técnica estatales, se tendría que disponer de, al menos, US$ 26 millones al año. Esto equivaldría a sólo un 0,5% de los US$5 mil millones que costaría la gratuidad en educación superior.


5) Asegurar calidad desde el inicio. Son autónomas aquellas instituciones que están facultadas para otorgar los títulos y grados en forma independiente, desarrollando sus funciones, en conformidad con lo establecido en sus estatutos.


En el país, ninguna de las instituciones públicas de educación superior ha pasado por un proceso de licenciamiento, esto, según lo establecido por la ley orgánica constitucional de enseñanza. Sin embargo, la desregulación y precaria calidad del sistema obliga a establecer mecanismos que aseguren la estabilidad de los nuevos centros. Al respecto, propuso que estas instituciones se sometan a una acreditación obligatoria al tercer año de su puesta en marcha. De no obtenerse la acreditación, la institución perdería su autonomía, debiendo desarrollar un proceso similar al de licenciamiento.


6) Sistemas de información pública e investigación. Es importante que cada centro de formación técnica estatal cuente con sistemas de gestión de información pública, disponiendo de datos de tasas de graduación, tasas de empleabilidad y condiciones laborales de egresados, satisfacción de estudiantes, satisfacción de empleadores e información referida a los liceos técnicos de la región.


Además, es necesario que cada institución cuente con líneas de investigación sobre economía, tendencias y movimiento del trabajo regional, además, de detección de perfiles y brechas, actualización de planes y programas y educación media técnica profesional de la región.


En materia de desafíos pendientes, se encuentra:


1) Fomentar una educación más allá de lo técnico, no debe ser instrumentalizada para la formación laboral, sino orientada a la promoción de ciudadanos que se insertan en una sociedad cooperativa. Al respecto propuso fortalecer habilidades y competencias blandas en los programas y currículums educativos de la técnica secundaria; fomentar el pensamiento crítico y reflexivo en los planes educativos, y complementar contenidos a través de módulos de formación científica, humanista, artística y cultural.


2) Generar vías para la cooperación entre Estado, sociedad y privados, siendo indispensable que desde las instituciones del Estado se impulsen iniciativas para generar una nueva relación de alianzas. El mundo del trabajo, las empresas y los gremios tienen que jugar un rol clave.


3) Promover la articulación integral del sistema, que abogue por la coherencia curricular (convergencia de contenidos), pedagógica (preparación previa de estudiantes al ingresar a la educación superior), institucional y cultural. Se requiere un marco de cualificaciones.


4) Pedagogización del ejercicio docente de la formación técnica secundaria. Actualmente, el 48% de los docentes de las especialidades técnicas secundarias no cuenta con formación pedagógica. Propuso que la nueva política docente se haga cargo de este nivel, porque urge tener en las aulas líderes motivacionales con competencias y habilidades para la enseñanza técnica y humana.


5) Nueva educación pública y formación técnica secundaria, que debe transformar radicalmente los estándares de calidad de la actual oferta. Esta nueva apuesta no puede olvidar el nuevo rol estratégico de la formación técnica de los liceos; organización territorial, vinculación con el entorno, nuevo esquema de financiamiento, apuesta por la articulación con la educación superior y pertinencia y actualización de especialidades. Entonces, se preguntó qué pasará con los liceos de administración delegada.


6) Nuevo sistema de educación superior con foco en la formación técnica profesional, se requiere de una nueva ley de educación superior, un nuevo sistema de aseguramiento de la calidad con competencias para reconocer la especificidad de esta formación y de sus instituciones. Los procesos de licenciamiento, autonomía y acreditación (o similar) deben ser coherentes con este tipo de instituciones y carreras; una división institucional que diferencie entre formación superior universitaria y superior técnica; crear esquemas de financiamiento público directo a instituciones y carreras técnicas; un sistema de acceso a la educación superior técnica, y mecanismos para potenciar la permanencia y continuidad de estudios.


Reiteró que las nuevas instituciones no deben depender de universidades, lo que podría generar conflictos serios, especialmente en las que ya tienen institutos. Lo anterior, no obsta a la celebración de convenios entre instituciones.


En cuanto a la forma de asegurar que este proyecto sea innovador, llamó a crear un consejo con expertos extremadamente connotados nacionales y extranjeros para que entreguen los lineamentos generales.

5. El Vicepresidente del Consejo de Rectores de Chile (CRUCH), Rector de la Universidad de Valparaíso, señor Aldo Valle Acevedo.


El señor Valle
 manifestó que el CRUCH coincide en que sin una educación técnica de calidad, Chile no avanzará en equidad y es condición para que el país alcance los objetivos de incrementar su productividad y competitividad económica. En consecuencia, se justifica ampliamente la necesidad de refundar la educación superior pública en el nivel técnico.


Además, será un aporte a la descentralización y al desarrollo productivo de cada una de las regiones.  La creación de estos 15 nuevos centros estatales introducirá una regulación de un mercado fuertemente desregulado y deteriorado. Potencialmente redundará en satisfacer la necesidad de mejorar la calidad de la formación técnica.


En equidad y acceso, hay un bajo acceso a la educación superior de los jóvenes provenientes de los sectores de mayor vulnerabilidad: sólo un 30% de la educación media técnica ingresa a la educación superior inmediatamente. Se ha constatado que la formación técnica es una opción actualmente para los jóvenes más desfavorecidos; el 35% de estos estudiantes provienen de la educación municipal.


En suma, los centros de formación técnica estatales deben ser un referente, para mejorar el conjunto del sistema de educación superior, en materias tales como calidad docente, descentralización, en articulación con la enseñanza media y universitaria y con el sector productivo, en cohesión social y en preocupación por la realidad social y económica del entorno.


Los temas que necesariamente debe abordar la política pública sobre formación técnico profesional dicen relación con la calidad, la descentralización, la articulación, el acceso y la equidad.  En relación a la calidad de la formación técnica sólo el 26,2% de los centros de formación técnica y un 45,5% de los institutos profesionales se encuentran acreditados. En general, en la educación superior, la acreditación institucional alcanza al 51,1% de las instituciones. La totalidad de las universidades del CRUCH están acreditadas (formación técnica en Chile: desafíos y propuestas. 2014, Red de Formación Técnica CRUCH).


Respecto a programas, solo uno de cada seis programas técnicos impartidos por centros de formación técnica se encuentra acreditados. (Consejo Nacional de Educación, 2013). Los bajos niveles de acreditación, son indicadores de una deficiente calidad. Hoy no existen mediciones del nivel de logro y,o del nivel de desarrollo de competencias. Por ello, un marco de cualificaciones que precise un catálogo de competencias resulta básico.  Además, la reforma educacional debe contemplar una transformación profunda de los estándares de calidad de la actual oferta de la educación media técnico profesional.


En relación con la descentralización de la formación técnica, la actual oferta de matrículas de formación técnica se concentra en casi un 70% en las tres regiones más grandes del país. La creación de estos nuevos centros materializará una voluntad de descentralización económica y social del país. Hará posible la articulación con los intereses y estrategias locales y regionales, en coherencia con el tamaño de la población económicamente activa y con los sectores productivos locales.


En materia de articulación, precisó que una de las características de la educación técnica en el país es la falta de articulación entre niveles formativos.  Estos nuevos centros de formación técnica colaborarán en la necesaria mayor articulación con los establecimientos de enseñanza media técnico profesionales (solo el 30% de los egresados ingresa a la educación superior). La articulación con la enseñanza media debiera suponer al menos un acompañamiento vocacional de los estudiantes, por ejemplo, a través de nivelación y propedéuticos.


Actualmente sólo se evidencian iniciativas individuales, pero no existe un marco o política de articulación nacional.  La necesidad de articulación entre la formación universitaria y la técnico profesional y la exigencia de mayor vinculación de la formación técnica con sectores productivos y las necesidades de las regiones, son requerimientos constatados y compartidos por el Consejo de Rectores. No obstante, los propósitos de promover la articulación entre los niveles de enseñanza media, técnica y universitaria, no encuentra mecanismos o instrumentos de concreción en el proyecto de ley en comento.


En relación con la equidad en el acceso, actualmente una importante oferta privada de formación técnica se encuentra disponible en centros de formación técnica con fines de lucro y con aranceles cuyos montos en numerosos casos marginan a los jóvenes de menores recursos.  No obstante lo anterior, los centros de formación técnica son las instituciones de educación superior que presentan la mayor proporción de estudiantes de los quintiles de menor ingreso en Chile.


Supuso que los estudiantes de estos nuevos centros cursarán sus estudios al amparo de una política de educación superior que tiende a la gratuidad universal de la misma.  Un sistema de acceso inclusivo supone mecanismos como pruebas específicas, ranking de notas, equidad de género y otros. Esta materia queda entregada a un reglamento del Ministerio de Educación (artículo 7°).


En relación a la vinculación de los nuevos centros con una universidad del CRUCH (artículo 6° del proyecto), expresó que la contribución conjunta y coordinada al desarrollo de la región y la facilitación de la articulación de la oferta y de las trayectorias formativas otorgan fundamento a esta vinculación.  La vinculación entre las universidades públicas y los nuevos centros estatales, así como su tutela y acompañamiento hasta la obtención de su acreditación (artículo cuarto transitorio), resulta apropiado, sin embargo, no pueden limitar su independencia administrativa y financiera.


Refirió como apropiada la tutela y acompañamiento del centros de formación técnica por una universidad del CRUCH, mientras no obtengan su acreditación institucional. Además, recomendó explicitar que sea la misma universidad con que deberá vincularse según lo dispone el artículo 6° del proyecto (la diferencia según el texto del proyecto es que la universidad vinculada debe ser de la misma región y la de la tutela será “preferentemente” domiciliada en la misma región).


Puntualizó que 21 de las 25 universidades del CRUCH han asumido, desde su propia institucionalidad, el reto de formar técnicos, alcanzando una matrícula de 30.474 al año 2012 (SIES).  A este respecto las universidades regionales del CRUCH tienen un importante aporte que realizar.  Existe una red de formación técnica de las universidades del consejo de rectores que, entre otros planteamientos, ha avanzado en un modelo articulado de formación técnica a nivel nacional.


Destacó como complejo la existencia en varias regiones de universidades estatales que actualmente imparten carreras de técnicos de nivel superior. Se trata de universidades del CRUCH que han generado una oferta regional de formación de técnicos superiores. Estas experiencias y realidades, que dan cuenta de prioridades y estrategias regionales, necesariamente deben ser consideradas.  Entre los rectores es generalizada la idea que las universidades puedan seguir impartiendo formación técnica y puedan seguir otorgando todo tipo de títulos y certificaciones. Debe primar el principio de que la institución que tiene mayor nivel de complejidad puede otorgar títulos correspondientes a las de menor jerarquía. A este respecto cabe constatar que el origen mismo de algunas universidades del CRUCH está ligado a la formación técnica.


Respecto de los estatutos de los centros de formación técnica sostuvo que la fijación de normas mínimas comunes y obligatorias, mediante un decreto con fuerza de ley, sobre la forma de gobierno y los procedimientos de designación de las autoridades de los nuevos centros (artículo primero transitorio), es una norma adecuada y necesaria. Debe haber normas comunes de gobierno universitario representativas de un sistema público de interés nacional. Los centros estatales serán propiedad de todos los chilenos y en su misión y propósitos son expresión de la voluntad soberana de la ciudadanía y no pueden responder a proyectos particulares, aun cuando sean concordados por las comunidades. Estas instituciones se deben a la sociedad en su conjunto y a fines en un horizonte de largo plazo.


Finalmente, concluyó que la creación de estos 15 centros de formación técnica estatales constituye un aporte al sistema de educación superior en su conjunto, pero no resuelve la situación desmejorada y deficiente que enfrenta la formación técnica en el país. Esta iniciativa deberá ser complementada con otras que apunten a configurar un sistema nacional de educación técnica profesional.


El programa de gobierno en esta materia contempla que se definirá una política nacional de formación técnica asociada a planes de corto, mediano y largo plazo, orientada a mejorar la calidad, pertinencia y articulación del sector. El CRUCH instará por la materialización de dicha política.


Se requiere, en consecuencia, una nueva ley general sobre educación superior, con una nueva regulación para la formación técnica profesional que, entre otros aspectos, establezca un sistema de aseguramiento de la calidad que reconozca la especificidad de la formación técnica y sus instituciones, que articule sus distintos niveles y con el sector laboral y la formación en el trabajo, que configure un sistema de acceso especial, que contemple mecanismos para potenciar la equidad, la permanencia y la continuidad de estudios.


La formación técnica debe ser un eje estratégico para el país y el compromiso del Estado con este segmento debe traducirse en un aumento significativo a su financiamiento. El aporte que actualmente hace no guarda relación alguna con su importancia.  En lo institucional, el CRUCH apoya la creación de una Subsecretaría de Educación Superior, que contemple una división referida a la educación técnica y profesional.


Asimismo, se debe continuar con los esfuerzos por mejorar la calidad de la educación técnico profesional. Ante la ausencia de mediciones del nivel de logro y,o nivel de desarrollo de competencias en la formación técnica, resulta imprescindible avanzar en un marco de cualificaciones para la formación técnica, que oriente la oferta educativa.


El Estado debe construir un sistema que articule la formación de competencias en los distintos niveles de  educación.  Las modalidades de formación deben propiciar el acceso y permanencia en el sistema. Se debe mejorar la retención y la tasa de titulación de los estudiantes.

6. Rector de la Universidad de Santiago, señor Juan Manuel Zolezzi Cid.


El señor Juan Manuel Zolezzi
 Cid expuso un diagnóstico sobre las principales particularidades y carencias que presenta la educación técnica profesional en el contexto actual. Al respecto destacó tanto la ausencia del Estado en el sistema de formación técnica, como la falta mecanismos efectivos para asegurar su calidad formativa y la gestión de las instituciones privadas.


Dentro de las deficiencias que caracterizan el actual sistema de formación técnica, identificó la ausencia de articulación vertical y horizontal con otras instituciones de educación, la falta de mecanismos de innovación y vinculación con el sector productivo y la ausencia de análisis relativo a la pertinencia de la oferta académica. 


Añadió que la falta de participación del Estado en este tipo de formación ha producido elevadas tasas de deserción, bajas tasas de empleabilidad y titulación y bajos niveles de acreditación, entre otras consecuencias.  Asimismo expresó que en los últimos años la educación técnico profesional ha sufrido una subvaloración social, produciendo salarios insuficientes, bajas tasas de productividad y desregulación de la pertinencia de la oferta formativa a nivel país. 


Al respecto manifestó la necesidad de ofrecer una formación de calidad, con oportunidades reales de desarrollo social y productivo, proporcionando educación técnica a través de una oferta educativa descentralizada, en red y con el propósito fundamental de aumentar los niveles de calidad y pertinencia, además de enfrentar sus elevadas tasas de deserción y moderadas tasas de empleabilidad.


Sobre los alcances del proyecto de ley en discusión, destacó que el sistema educativo propuesto, establece en su diseño lineamientos base relativos al ordenamiento y marco regulatorio para los agentes del sistema actual, considerando la pertinencia y la calidad como ejes centrales para el desarrollo social y productivo de las regiones y del país en su conjunto.


En relación a los impactos en la sociedad que producirá la creación de los centros de formación técnica estatales, mencionó la generación de políticas de inclusión y un cambio de paradigma respecto de la valoración social del técnico de nivel superior. Añadió a los impactos mencionados, la tendencia de mayor prontitud a la empleabilidad y adecuados niveles salariales, elementos que incidirían en la eliminación de las barreras de acceso al desarrollo académico y profesional de los quintiles más pobres de la sociedad. 


Consultada su opinión respecto a las ventajas que implica la creación de estos centros, frente a la opción de potencializar los actuales liceos técnico profesionales, observó que en el actual sistema, las universidades no han reconocido la formación técnica profesional como propósito principal, además de la inexistencia de políticas públicas de financiamiento, el que en la actualidad se encuentra definido principalmente en razón del tipo de sociedad mediante la cual fueron constituidas y en base a aportes de desempeño y fondos concursables.


Dentro de los elementos distintivos que los centros aportarían al desarrollo del país, destacó la formación de una red de centros de formación técnica, cuyo propósito fundamental radique en la construcción de un sistema colaborativo entre el Estado, la sociedad y el entorno productivo; la descentralización de la oferta educativa; la vinculación establecida con los sectores productivos y las necesidades locales, proporcionando una base de desarrollo para las empresas y para los estudiantes; y la mejora en la calidad de la educación impartida.

Sobre este último punto, enfatizó que se deben incorporar mecanismos de mejoramiento continuo que permitan orientar los esfuerzos hacia un escenario de bienestar social y de desarrollo productivo local, alineado a las áreas de desarrollo estratégico del país.


En este sentido, precisó que con el objeto de velar por el aseguramiento de la calidad de los centros formación técnica estatales, se debe incorporar la acreditación del proceso formativo a través de la Comisión Nacional de Acreditación y la certificación de los sistemas de gestión, bajo normas ISO 9001, además de la implementación de un observatorio de formación técnico profesional, de una unidad de innovación curricular y de una unidad de perfeccionamiento académico para profesores de educación secundaria y de educación superior.

Agregó que el establecimiento de estándares tecnológicos, académicos, curriculares, de gestión y vinculación con el sector regional público y privado, requieren establecer una unidad altamente especializada y tecnológica orientada a dar soporte de alto nivel y común a los centros de formación técnica.


Asimismo, señaló la necesidad de establecer mecanismos efectivos que permitan la adecuada articulación con establecimientos de educación media y superior, favoreciendo el reconocimiento de trayectorias formativas, junto con planes y programas de estudio enlazados en los diferentes niveles formativos.


En cuanto a la vinculación con sectores productivos y locales, indicó que se debe implementar una unidad específica para tal objeto, además de un consejo empresarial, constituido como un cuerpo colegiado y decisional en temáticas relacionadas con los planes, programas formativos y la pertinencia de éstos con los sectores económicos con los cuales establezca relación el centro de formación técnica.


Sobre las imprecisiones del proyecto de ley, mencionó la necesidad de definir el marco de operación relativo al reconocimiento de los aprendizajes y de cualificaciones, común a todas las instituciones. Al respecto estimó que se deben acotar los alcances de la vinculación con la universidad o institución definidos en el proyecto, destacando la necesidad de precisión respecto de la expresión “al alero”.


Finalmente, expresó que la creación de una red de centros de formación técnica descentralizados, con personalidad jurídica de derecho público, autónoma y con patrimonio propio, requiere establecer de forma explícita el mecanismo y,o lineamientos generales para el diseño de cada uno de los centros para llegar a constituir una red.  Especificó que la falta de claridad de los criterios transversales para su diseño, se contrapone con la uniformidad del sistema en red mencionado.
7. Presidente del Directorio de la Red Universitaria Nacional (REUNA) y ex Rector de la Universidad de Atacama, señor José Palacios Guzmán.


El señor José Palacios
 luego de referirse a la historia de la formación técnica profesional en Chile, entregó algunos buenos ejemplos de educación técnica profesional en el mundo.  En Canadá, el sistema de formación técnica post secundaria cuenta con una estrecha colaboración entre las provincias, la comunidad y la industria, instalado para responder a las necesidades de la comunidad. El 52% de los egresados de la enseñanza media siguen estudios técnicos, 91% de los graduados está trabajando en 6 meses y 94% de los empleadores está satisfecho con ellos. Además, el 22% de los matriculados en colleges tiene estudios universitarios.


En Alemania, en el proceso educativo profesional y técnico existe una estrecha cooperación entre los estados federales y la industria, incluso en la definición de cualificaciones pertinentes. Dos de cada tres jóvenes participan de la formación profesional, y de ellos un 93% asiste a establecimientos educacionales públicos. Esta modalidad comienza en el nivel secundario superior, basándose en el sistema de formación dual que asegura la formación en el aula y la empresa. Si el alumno completa con éxito la educación secundaria, queda habilitado para el ejercicio profesional como especialista altamente cualificado.


En Nueva Zelandia, la educación técnica y profesional responde a las necesidades productivas locales y ofrece a sus estudiantes la posibilidad del aprendizaje teórico y práctico. La formación es proporcionada por 20 institutos de tecnología y politécnicos (ITP), todos ellos de carácter estatal, y la calidad es asegurada por la autoridad de calificaciones del país. En todo el proceso formativo, la economía y el sector del trabajo participan activamente. Los programas de ITP atienden a alumnos de distintos niveles, y sus graduados están altamente cualificados para ingresar a la esfera laboral.


Por último, en Finlandia el desarrollo de la educación técnica y profesional se inicia en la formación secundaria, siendo garantizada pública y gratuitamente a todos los alumnos regulares; sólo el 20% de estudiantes asisten a establecimientos privados. Desde el nivel secundario superior hasta su desarrollo continuo en instancias laborales, la oferta formativa y el currículum educativo están garantizados por una estrecha vinculación del mundo de la educación, del trabajo y los sectores económicos. El concepto de aprendizaje práctico es el pilar de la modalidad vocacional y técnica.


Respecto de los desafíos para la formación técnica post secundaria en Chile, afirmó que al Estado le corresponde velar por su desarrollo, colaborando en la descentralización del conocimiento y siendo promotor de una oferta educativa que se relacione participativamente con su entorno económico, político, social y territorial.


Por todo lo anterior, la formación técnica de nivel superior necesita de un agente que la promueva y la valore socialmente como una herramienta de desarrollo individual y social en todas y cada una de las regiones del país. Además, de competencias de base para apoyar la empleabilidad y el aprendizaje a lo largo de la vida y se haga cargo de lograr que sus estudiantes terminen su formación, teniendo en cuenta los factores sociales, económicos y vocacionales que puedan influir en dicho proceso.


Asimismo, se debe mejorar la calidad y pertinencia de la oferta de formación profesional, lo que se evidencia en los bajos niveles de empleabilidad al primer año de egreso de los centros de formación técnica.  Para lograr los objetivos anteriores, es necesario contar con un proyecto educativo y sustentabilidad.


El proyecto educativo debe considerar, primero, una articulación de la formación técnica que permita la continuación del perfeccionamiento de las personas sin más límite que el de los propios deseos de mejorar por medio de la educación; segundo, una definición de currículum que considere tanto el perfil de ingreso como el perfil de egreso de los estudiantes, y en el que además participe el entorno en que está inserto el centro de formación técnica, y tercero, aprendizajes y docencia con una metodología innovadora que se haga cargo de las características de los estudiantes.


La sustentabilidad requiere de un financiamiento adecuado a los principios de calidad de la educación y acorde a los requerimientos de la comunidad educativa y una institucionalidad acorde a los objetivos de la institución, debe permitir una gestión ágil y en sintonía con su entorno.


Sobre el proyecto de ley, comentó los siguientes puntos:


1. Descentralización de la oferta educativa. Se necesitan políticas de retención de estudiantes regionales (facilitar su ingreso), de atracción de estudiantes provenientes de comunidades rurales en regiones extremas (dormitorios) y una fuerte vinculación con la comunidad regional (directorio integrado por representantes de los sectores productivos).


2. Vinculación con sectores productivos y necesidades locales. Debe existir una fuerte vinculación con la comunidad regional (directorio integrado por  representantes de los sectores productivos) y un rector emprendedor y activo participante de las actividades regionales (profesionalizar la rectoría).


3. Formación de calidad en diversos contextos sociales.  Es decir, una política de atracción y perfeccionamiento de los docentes, flexibilidad para proponer proyectos educativos coherentes con las condiciones locales, vocación local en programas de investigación aplicada y una articulación con instituciones internacionales con buenas prácticas en este tema.


Enfatizó que se debe definir claramente la vinculación con la universidad estatal; el rector no debería ser electo, sino nombrado por concurso de alta dirección pública; debe existir un directorio o junta directiva compuesta mayoritariamente por representes del sector laboral; se debe incluir capacitación y certificación, entre otras actividades (artículo 3°), y la forma de gobierno, la designación de autoridades y la integración de los organismos colegiados, no debería quedar para la definición del centro.


Destacó como ejes particulares que resultan importante a considerar en un centro de formación técnica, la pertinencia de la formación técnica entregada; la capacidad para responder a las necesidades del mundo productivo, de servicios y social; la capacidad de vinculación con el medio y su consecuente retroalimentación para mejorar tanto la calidad de la formación entregada como su gestión; la existencia de mecanismos de aseguramiento de la calidad como forma de observar el funcionamiento a través de resultados de la aplicación sistemática de procesos y la aplicación de políticas de mejoramiento continuo; la importancia del papel que juega la responsabilidad social comprometida con los derechos de todos quienes se relacionan con el centro, y la suficiente flexibilidad para generar proyectos institucionales, misiones y propósitos que respeten la cultura, características y necesidades de la comunidad en que está inserto.
8. Director de la Cátedra UNESCO de Inclusión en Educación Superior USACH y Director del Programa de Acceso Inclusivo, Equidad y Permanencia USACH, señor Francisco Gil Llambías.


El señor Gil
 expresó que su área de especialidad es la inclusión, y ha estudiado cómo resolver el problema de muchos jóvenes que aprovechando al máximo las oportunidades de aprendizaje, quedan fuera de la educación superior. Existen 3.200 establecimientos de enseñanza media y en 300 de ellos no hay ningún joven que consiga el puntaje mínimo en la prueba de selección universitaria para ingresar a alguna universidad del CRUCH.


Explicó que su trabajo consiste en crear mecanismos alternativos de acceso a instituciones de educación superior acreditadas y de calidad, de ahí que fue uno de los impulsores del ranking de notas. Asimismo, actualmente se encuentra trabajando con el Ministerio de Educación en el programa de acceso inclusivo, presente en todas las comunas del país, salvo Aysén. 


Sin embargo, la gran dificultad consiste en que no hay cupos para ofrecer a los jóvenes. No hay centros de formación técnica ni institutos profesionales debidamente acreditados y de calidad, no hay provisión mixta, el Estado en esta área se encuentra ausente.  Afirmó que sería un sueño que niños de zonas como Arica, Punta Arenas y Alto Hospicio, tengan la opción de optar, libres e informados, por continuar su educación no sólo en las universidades, sino en centros de formación técnica e institutos profesionales. Enfatizó que en Chile se mira la educación técnica como de segunda categoría.


Afirmó que existe interés por parte de los jóvenes de seguir carreras técnicas, pero deben ser financiadas.  Finalmente, sostuvo que este proyecto constituye una gran oportunidad especialmente, porque al encontrarse los nuevos centros al alero de universidades, se garantizará de mejor forma su calidad.

Consultado, expresó que la orientación vocacional en esta materia es básica.  En todos los establecimientos educacionales de Chile, sin excepción hay talentos. Sugirió que al proyecto se agregue algo referido a la orientación vocacional.


Señaló que la permanencia se encuentra fuertemente vinculada al acceso, actualmente todos los incentivos para capturar alumnos está centrado en la PSU, que es un mecanismo que no predice. Lo normal es que los alumnos que aprovechan las oportunidades en el colegio, también lo hagan en la universidad y, posteriormente, en sus trabajos.


Discrepó en que la causa de mayor de deserción sea por motivos financieros, porque si bien las tasas de retención suben en la medida que el quintil lo hace, si se mira en detalle, los alumnos que aprovechan mejor la oportunidades tienen mejor retención, por ejemplo, un niño del quintil uno aplicado, tiene mejor retención que un niño de quintil cinco que no fue aplicado durante su etapa escolar.


Lo distintivo de estos nuevos centros será la calidad e inclusión, que son inseparables. Una institución de educación superior debe ser tan diversa como diverso es el país al que está sirviendo.
9. Rector del Instituto Profesional y Centro de Formación Técnica DUOC UC, señor Ricardo Paredes Molina.


El señor Paredes
 sostuvo que en el contexto actual, la enseñanza técnico profesional se encuentra subvalorada en la agenda pública en Chile, situación que dista de aquellos países que presentan resultados más exitosos en sus sistemas educativos. Acotó que en estos países este tipo de educación responde a una opción diferente a la educación universitaria, caracterizándose por presentar vínculos externos particulares e identificables, además de métricas de calidad precisas, diferenciadas y relacionadas con la inserción laboral.


Calificó la cobertura entregada en este tipo de educación como cuantitativamente razonable, subrayando como aspecto negativo su alta tasa de deserción.  Añadió que los centros de formación técnica presentan desafíos relativos a la calidad de su educación, con particularidades que requieren una regulación estructural común. Al respecto, especificó que tanto la calidad, como las oportunidades laborales presentan situaciones muy disímiles y dependientes de factores externos, como lo es la vinculación con los sectores productivos.


Propuso como medidas para superar las deficiencias mencionadas la generación de mayor y mejor conocimiento del sector productivo, estudiar la relevancia curricular, entender la diferenciación docente en relación con las universidades, y reconocer la necesidad de un gran esfuerzo ministerial para entender los diferentes procesos.


Respecto de los objetivos planteados en el proyecto de ley, destacó como aspectos positivos la generación de centros vinculados a los sectores productivos y ligados a la región en que se encuentren instalados. Sin embargo, indicó que el proyecto considera la aplicación directa de desafíos fundamentales que a su juicio requieren mayor estudio.


Sobre la creación de 15 centros estatales en forma simultánea, advirtió la necesidad de considerar elementos claves que sugieren especial cuidado, destacando entre éstos la cantidad de centros y simultaneidad de su creación, sin la elaboración de estudios y análisis exhaustivos.  En este sentido, aportó que desde la experiencia del DUOC UC, la creación de cada sede requiere de un análisis específico de diversos aspectos, tales como la cantidad de alumnos que se espera atender, disponibilidad del cuerpo académico y las necesidades productivas de la región. Al respecto subrayó que los factores mencionados sugieren que la implementación del proceso en cada región, puede presentar un ritmo de ejecución particular, dependiendo de su localización.


Consultado sobre la estrategia del Estado de tener centros de formación técnica en todas las regiones, opinó que el proyecto presenta un sesgo excesivamente regional.  Al respecto, propuso centrar los esfuerzos en mejorar la localización de los centros de formación técnica, con especial énfasis en las regiones con localidades más alejadas, puesto que dicha medida favorecería el traslado y reducción de costos para los estudiantes en mayor proporción que las becas.

Puntualizó que la inversión privada extranjera se encuentra limitada por la falta de competencias locales, situación que podría mejorar con la generación de más técnicos especializados.  En el mismo sentido, añadió que una visión realista sugiere un camino más tecnológico, capaz de generar mayor movilidad, relacionado con la región, pero con el desarrollo de habilidades generales, de tal manera que el egresado sea capaz de moverse en distintos ámbitos, con maquinaria de última generación.

Respecto de la vinculación con universidades de preferencia estatal, definida en el proyecto, puntualizó que el mundo universitario suele no entender el significado de la educación técnico profesional ni los alcances de la vinculación adecuada que se debe establecer.  Destacó que establecer una vinculación al alero de una universidad, no garantiza calidad y supone una visión lineal de la educación superior, lo que provoca un daño al sistema que no es propio de los países más exitosos en materia educativa.


Entre las consecuencias de dicha visión, mencionó como situación común entre los académicos de las universidades, suponer que los buenos alumnos de los centros deben pasar a la universidad, calificando este criterio como errado, pues corresponden a caminos y objetivos distintos.


Asimismo, advirtió que las universidades son acreditadas de acuerdo a procesos propios de su ámbito, y en este sentido, asumir una institución equivalentemente importante en su región, podría provocar desvíos en el objetivo inicial de los centros.  En este sentido, se refirió a un reciente informe de la OECD que advierte sobre los peligros de dicha vinculación, al definir que ambas instituciones responden a disciplinas diferentes. Así, tanto la estructura universitaria como sus académicos, ahogan el objetivo de los centros, viéndolos como institución de menor categoría. 


Sobre el tránsito de la educación técnico profesional a la educación superior, destacó que se plantea un gran desafío, entendiendo que muchos alumnos quieren seguir carreras universitarias.  En este sentido, las experiencias internacionales más exitosas muestran que el camino normal de vinculación se relaciona con la creación de postgados tecnológicos y vinculados con el sector productivo.


Acerca de la definición de vinculación con sector productivo planteada en los objetivos del proyecto, observó que pareciera entenderse que depende de la voluntad. Asimismo, señaló que su éxito en la actualidad presenta características disímiles, acotando que en el DUOC UC la vinculación es un proceso largo y difícil de implementar, que requiere un trabajo complejo y extenso para lograr el reconocimiento de las competencias adquiridas.


En lo relativo a la calidad de la educación impartida en los centros de formación técnica, opinó que el peor daño que se le puede hacer a la educación superior en general y a la educación técnico profesional en particular, es suponer el proceso formativo como lineal, asumiendo que la universidad es un estado superior y que los problemas se resuelven simplemente y en particular, dejándola al alero de instituciones universitarias.

10. Presidente del Consejo de Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica Acreditados y Rector de INACAP, señor Gonzalo Vargas Otte.


El señor Vargas
 expresó que en Chile siempre ha existido provisión mixta en la educación técnica profesional, y actualmente hay algunos centros de formación técnica al alero de universidades estatales.


Valoró la nueva oferta, porque responde a la creciente demanda por capacidades técnicas que hoy exhibe el país, pero también porque cada región contará con uno de estos centros, aumentando las posibilidades de descentralizar la oferta formativa.


Sin embargo, no comparte que estos nuevos centros al ser estatales obtengan su autonomía por ley, lo cual significa que no pasarán por el proceso de licenciamiento y obtención de autonomía por parte del Consejo Nacional de Educación (CNED). Lo que si bien, es legalmente posible, genera diferencias en las exigencias de los procesos de aseguramiento de la calidad que se aplican a los centros de educación técnica estatales y a los  privados.


Actualmente, la ley establece un proceso de licenciamiento para los centros de educación técnica a cargo del CNED, lo que es muy valorable, porque que contribuye efectivamente a garantizar la calidad de la educación que imparten dichos centros y los hace acreedores de su autonomía, y por ende, de la facultad de otorgar títulos.


Por ejemplo, el Centro De Formación Técnica Teodoro Wickel de La Araucanía, en enero del 2015, obtuvo la certificación de su autonomía después de nueve años de su creación y de un proceso de acompañamiento del CNED para asegurar que sus requisitos de calidad sean los adecuados y que su proyecto institucional sea viable en el tiempo.  Estimó que este agregaría valor en los nuevos centros para que la oferta sea de calidad, y para que se resguarde la identidad y características propias de la formación técnica, que es distinta a la universitaria.


Al mismo tiempo, es probable que dos centros de formación técnica sean incluidos en la nueva oferta estatal, Ignacio Domeyko y Austral, por lo que obtendrán la autonomía inmediata por ley, siendo que el CNED revocó el reconocimiento oficial de ambas instituciones en el año 2010. Esto genera señales muy contradictorias que ponen en duda la frágil confianza en la institucionalidad ligada al aseguramiento de la calidad en Chile.


Insistió en la necesidad de disminuir la heterogeneidad en los estándares de calidad de las instituciones que imparten educación técnico profesional; por ello, es indispensable que los centros que está creando el actual Gobierno logren su autonomía tras someterse a un proceso creado y supervisado por la Comisión Nacional de Educación y CNED, cuya legitimidad también estaría cuestionada si se opta por desconocer sus procedimientos institucionales básicos.


En relación a que estos nuevos centros de formación técnica se encuentren al alero de las universidades, precisó que en noviembre del 2014, la OECD ha publicado “Skills Beyond School”, que es una revisión de las políticas de 17 países focalizada en educación superior técnico profesional, siendo la primera publicación con este grado de profundidad y amplitud para este sector.


Entre las principales conclusiones de este documento, la OECD señaló que la educación técnico profesional de ciclo corto (técnico nivel superior impartido por los centros de formación técnica) tiene mayor éxito en instituciones separadas de las universidades convencionales (académicas), y que cuenten con fondos separados.


El estudio recomendó que la educación superior técnica profesional necesita una base institucional que ofrezca programas de ciclo corto en un estrato institucional separado de las universidades; se articule, en caso que sea relevante con las universidades de ciencias aplicadas; se consoliden proveedores de programas formativos de tamaño adecuado, y provea de un marco consistente financiamiento público, evitando distorsiones al sistema, y resguardado por el aseguramiento de su calidad.


Afirmó coincidir con el planteamiento anterior, y en el marco de la conceptualización de una tipología institucional, que sugiere la especialización funcional de las instituciones, profundizando la diferencia entre la trayectoria académica, donde radican las universidades tradicionales vinculadas a la investigación, y las instituciones con orientación de tipo “profesional”, cuyo propósito formativo se centra en el desarrollo de competencias necesarias para el desempeño de una determinada posición profesional, reconocida como tal en el medio productivo. Uno u otro enfoque determinan radicalmente el modo como se diseñan, organizan e imparten los programas de educación terciaria. 


Esta diferenciación funcional de programas no se circunscribe al nivel inicial o de “ciclo corto” que en Chile se llama “técnico”, sino que comprende también el pregrado superior, que aquí se denomina específicamente “profesional”.  Por lo tanto, sería más lógico pensar en una articulación de estos centros de formación técnica estatales con los institutos profesionales, más que vincularlos a las universidades estatales.


Agregó que el costo en inversión en la mayoría de carreras técnicas y profesionales tiene un valor similar al de los aranceles de referencia, dinero que alcanza para financiar gastos operacionales e inversiones. Afirmó que el costo mayor es el de instalación.  INACAP, en régimen, invierte $3 millones por alumnos, sin perjuicio que hay carreras que tienen gastos mayores, como electricidad y automotriz.


Finalmente, apuntó que este proyecto podría ser una oportunidad para el desarrollo de la educación técnica con articulación incluso con el mundo laboral, para generar un marco de cualificaciones, educación dual y un gobierno corporativo en red, entre otros.
11. Rector del Centro de Formación Técnica Lota Arauco, señor Luis Quiñones Escobar.

El señor Quiñones
 precisó que esta ley permitirá aprovechar la instancia para incorporar una dimensión formadora de persona, por sobre la técnica o meramente mercantilista; definir con más precisión qué es un centro de formación técnica de calidad; enfatizar el sentido de inclusión social del trabajo, la mayor presión por educación superior provendrá de los sectores más vulnerables y excluidos de la sociedad y ella estará dirigida hacia los centros de formación técnica, los jóvenes deben sentirse atraídos por esta política pública; valorizar la formación técnica, aportar a la reconstrucción del sistema nacional de educación pública, comprender que se necesita una formación técnica de calidad, y considerar el trabajo de los centro de formación técnica de la red y del de Lota-Arauco.


La universidad no es el único camino para ingresar a la educación superior, no es lo que la sociedad chilena necesita hoy de forma prioritaria. Se hace urgente, entonces, valorizar, fomentar y destacar la gran importancia que tiene para el desarrollo del país la formación técnica.  Afirmó que Chile tiene un sistema educativo desigual y segregado lo que ha ido minando la cohesión social y el sentido de nación. Se hace necesario reconstruir el sistema nacional de educación pública.


Por ello, es que si esta política pública de formación técnica pretende acoger y atraer a los sectores más vulnerables de la población, debe comprender que, por su propia naturaleza y por trabajar formativamente con sectores vulnerables, exige más y mejores recursos humanos, más recursos materiales y financieros que el trabajo formativo con otros sectores sociales, entre ellos, docentes mejor preparados, cuantiosas inversiones iniciales, exigencias de actualizaciones y modernizaciones (la tecnología cambia exponencialmente), enfrentar crecientes gastos de operaciones y depreciaciones. Además, se necesitan centros con salas, talleres, laboratorios modernos y pertinentes, simuladores, bibliotecas bien surtidas, sistemas computacionales de última generación, gimnasio moderno, monitores de calidad, sistemas remediales o de nivelación adecuados, formación bilingüe, entre otros.


Manifestó entender la institucionalidad en dos dimensiones: referida al ente que acoge a la formación técnica de nivel superior (nivel macro) y la dimensión interna, esto es, a nivel de los propios centros de formación técnica.  Postuló que a nivel macro debe aprovecharse el esfuerzo realizado, en el caso del Centro Lota Arauco con 18 años de experiencia y en algunos otros casos de centros creados por universidades del CRUCH localizados desde Arica a Temuco.

Propuso que sean los centros de formación técnica creados por universidades del CRUCH los que asuman esta responsabilidad y en las regiones donde no existan esas instituciones, las universidades interesadas podrán presentar sus respectivos proyectos al MINEDUC para que este en función de orientaciones y criterios claros, objetivos y definidos elija la mejor opción.


Asimismo, propuso crear un consejo público-privado nacional responsable del diseño, implementación y apoyo de la red de centros de formación técnica estatales.  Este consejo debería contar con la participación de los Ministerios de Educación, Trabajo y Economía, los rectores de los centros de formación técnica, representantes de los empleadores y trabajadores. Para materializar lo anterior, se hace imprescindible incentivar una mayor participación del sector empresarial al interior de sus propias entidades gremiales. (CPC, Asexma, Asimet, Sofofa, Conupia, entre otras propias de cada región).

Entre otras funciones de este consejo deberían considerarse la definición de las localizaciones de los nuevos centros estatales, especialmente en comunas que no sean capitales regionales; las carreras a impartir considerando masa crítica de estudiantes; crear y mantener funcionando un observatorio del empleo; la cobertura, la demanda, la estructura productiva; los sistemas de apoyo; el nivel de inversiones a mediano y largo plazo; los planes de desarrollo estratégico; la fijación de estándares mínimos de calidad de sus resultados: ingresos, retención, titulados, entre otros.

Destacó que la formación técnica de nivel superior, debe ser trabajada en forma autónoma, diferenciada y de forma coordinada con la formación técnica impartida en la educación media técnico profesional o en universidades.  A nivel micro, propuso la creación de centros estatales autónomos en la gestión interna de su proyecto, pero condicionados a las pautas de gobernanza definidas por el consejo público privado. Se entiende por centro de formación técnica autónomo, el que está facultado para otorgar los títulos de forma independiente. Además debe existir independencia administrativa y financiera entre el centro de formación y la universidad que lo respalda.


Respecto a los recursos financieros para los nuevos centros estatales, hizo hincapié en que deben estar asegurados en el largo plazo y además, se debe disponer de ellos oportunamente, esto es, al inicio de cada semestre académico.


Se debe trabajar por la exclusividad de la formación técnica en centros de formación técnica. Las universidades que actualmente impartan carreras técnicas o de técnicos universitarios (títulos que no existen en la ley) deberían disponer de un plazo o período de transición para que estas carreras sean ofrecidas por los nuevos centros. De igual forma, las universidades interesadas en trabajar en la formación técnica y que hoy disponen de tecnológicos que ofrecen las mismas carreras que su centro, deberían disponer de un plazo de dos años para traspasar dichas carreras al respectivo nuevo centro estatal.


Asimismo, la orientación y evaluación del desarrollo estratégico de cada nuevo centro, debería estar a cargo de un directorio formado por representantes de la universidad que los cobija, más representantes regionales de los tres ministerios involucrados en el consejo y representantes de gremios de empleadores y trabajadores, y el rector de cada centro estatal, debería ser elegido por alta dirección pública.


No compartió, que la institucionalidad de estos centros estatales tenga la característica de la autonomía desde su nacimiento. Ello no sólo porque la calidad es un proceso gradual y de mejora continua que sólo se va consiguiendo con la experiencia, sino porque su propia experiencia de trabajo como red, le ha demostrado que incluso centros de formación técnica que dependían de universidades estatales y que en su momento pertenecieron a la red de centros creados por universidades del CRUCH, por diversas consideraciones, debieron lamentablemente, cerrar sus puertas.


En relación con la pertinencia, expresó que la oferta académica de la formación técnica  de nivel superior debe corresponder a una visión de largo plazo, regulada por el Estado y la empresa, fomentándose el aporte y participación de los empleadores en la definición de las carreras delos nuevos centros e incentivando el trabajo de la oferta formativa con el desarrollo de cluster y con las orientaciones de los organismos productivos sectoriales.  Asimismo, se debe tender a unificar los nombres y perfiles de las carreras, promover la realización de estudios econométricos de las carreras a largo plazo y realizar estudios de evaluación del impacto producido por el trabajo formativo de los centros de formación técnica.


Afirmó que los actuales estudiantes de centros de formación técnica traen serias deficiencias no sólo económicas, sino además, sociales, familiares y académicas. En consecuencia, las características sociales, culturales, familiares y económicas, del entorno y del estudiante, específicamente los que recibe el centro de Lota Arauco, marcan su trabajo formativo y por ello, al realizar cualquier tipo de evaluación y proyección futura de su trabajo, no se pueden perder de vista estas características.  Si bien el cambio educativo es fundamental para prefigurar una sociedad más justa, no es posible hacer recaer sobre la educación todo el peso en la obtención de una sociedad más justa e igualitaria.


Es importante que estos nuevos centros no sólo aspiren al mejoramiento continuo, sino sean permanentemente evaluados por el consejo público privado para verificar el cumplimiento de metas y estándares relacionados con los resultados, así como la entrega de información anual y revisión de cuentas anuales de los resultados económico financieros.


En relación a la calidad, expresó que partir de su experiencia de trabajo puede sintéticamente deducir que la calidad tiene que ver, al menos con los siguientes objetivos: 


1. Cobertura.  Implica aumentar de forma considerable el número de jóvenes que ingresa a este tipo de formación. Entre otras medidas esto significa, tanto a nivel de Estado como de empresas, familias y sociedad, valorar la formación técnica favoreciendo y cautelando el ingreso y permanencia de jóvenes provenientes de los quintiles más desfavorecidos de la población, los que serán además, los que, en el corto plazo, van a presionar por educación superior. Que más jóvenes “NINI” (que no estudian ni trabajan) ingresen y egresen de este tipo de educación. Su experiencia le indica que en los 18 años de vida del Centro de Formación Técnica Lota Arauco, de cerca de 12.000 estudiantes, el 98% de ellos se adscribe a los quintiles I y II.


2. Pertinencia.  Los estudios y carreras que se ofrezcan en nuevos centros deben corresponder a las necesidades de desarrollo regional y comunal del lugar donde se localicen. La relación entre desarrollo y formación es evidente y directa. En ese sentido la implementación de carreras tecnológicamente duras que exigen prácticamente todas las comunas, es decir, que permitan preparar técnicos que le agreguen valor a las riquezas y a los productos de la zona, y que habiliten a dichos TNS para apoyar los procesos de cambio de las matrices económico productivas, implementadas en prácticamente en todas ellas, son no sólo muy exigentes en recursos, sino en ideas y características de estos centros. La SOFOFA dice que en Chile faltan 600.000 técnicos. La realidad histórica de las regiones indica que Chile es un país exportador de materias primas.


3. Integralidad formativa.  La formación a nivel de centro de formación técnica no sólo debe desarrollar habilidades, conocimientos, competencias y capacidades técnicas de sus estudiantes, sino que debe ser integral, lo que implica enfatizar la formación en valores, en competencias transversales que son, generalmente, las más demandadas y apreciadas por el sector económico y empresarial, tales como trabajo en equipo, responsabilidad, capacidad de análisis, reflexión y propuesta, y desarrollo de la creatividad. 


4. Equidad e inclusión. No sólo se deben ofrecer oportunidades educativas para todos, sino además, asegurar resultados equitativos para todos quienes ingresan a este proceso formativo.  No puede haber ningún “descreme” o que se segregue a determinados jóvenes por su condición social, étnica, económica o cultural. Obviamente el trabajo con estudiantes provenientes de los quintiles más desfavorecidos de la población, es más complejo y exigente, pero allí radicará precisamente la pertinencia y calidad pedagógica de las instituciones que decidan asumir este desafío.


5. Responsabilidad pública. La educación y la formación técnica son un derecho social, en consecuencia, el Estado debe proveer todos los recursos necesarios para asegurar que este tipo de formación se realice de acuerdo a los mejores y más elevados estándares, considerando además, que este tipo de formación es muy exigente en recursos. Por su parte, el respectivo centro de formación técnica público debe, entre otras, dar cuenta de forma permanente y rigurosa de la inversión realizada por el Estado.


Finalmente, el fortalecimiento del vínculo con el medio, especialmente con liceos pertenecientes a la enseñanza media técnico profesional, empresas y organizaciones funcionales y comunitarias de las comunas que atiende el centro es un desafío permanente a acometer.

12. Director del Centro Educacional de Alta Tecnología (CEAT) de Concepción, señor Claudio Ihl Dausend.

El señor Ihl
 expresó que en términos generales existe carencia de oferta en formación técnica superior en territorios más postergados (realizadores privados y,o operadores públicos), existe un requerimiento de tecnologizar los procesos productivos con tendencia a la automatización, aumentar competitividad vía mayor eficacia y eficiencia y dar más oportunidades de empleabilidad en territorios postergados reteniendo a personas calificadas.

En relación con la iniciativa que pretende crear una oferta pública de un centro de formación técnica por región, estimó que el proyecto debiera definir la localidad de emplazamiento y criterios para determinarla.  Los nuevos centros estatales deben tener ejes estratégicos diferenciadores claves. El proyecto junto con definir estándares de calidad de la formación, debe definir los requerimientos de acreditación institucional, de carreras, de programas y de cursos.


En relación con el financiamiento del proyecto con erario público, afirmó que la inversión debe ser sometida a una auditoría ciudadana permanente, por lo que debe justificarse, ser eficaz y lograr altos impactos.


Sugirió las siguientes modificaciones al articulado del proyecto de ley:


Propuso darle la siguiente redacción al artículo 3°.-  Los centros de formación técnica creados por el artículo 1° serán instituciones de educación superior estatales, de carácter regional, que tendrán por finalidad la formación de técnicos de nivel superior, con énfasis en lograr empleabilidad para sus egresados, habilitándolos para participar en el mundo del trabajo y transitar trayectorias laborales pertinentes y relevantes contribuyendo a su promoción económica-social. Asimismo, estos centros de formación técnica tendrán como objetivos la contribución al desarrollo material, cultural y social de sus respectivas regiones contribuyendo al fomento de la identidad competitividad y productividad de éstas.


Respecto del actual artículo 4°, en relación con los vocablos calidad, excelencia, actualización y formativos utilizados en este artículo, manifestó las siguientes interrogantes: qué es la calidad de un proyecto educativo institucional, qué se entiende por excelencia y cómo se miden; cómo se sabe que un docente y directivo están permanentemente actualizados, y qué involucra el referido proceso formativo y cómo se comprobará que están permanentemente actualizados.


Propuso redactar el artículo 4° de la siguiente forma: “Son principios que orientan el desarrollo de los fines de los centros de formación técnica: el compromiso con  la vocación productiva de la región; la vinculación de su oferta académica con los requerimientos del sector productivo respecto de los procesos de formación de jóvenes, trabajadores y trabajadoras de la región; la calidad y pertinencia de su proyecto educativo; y la excelencia y actualización permanente de su cuerpo docente y directivo, así como la de sus procesos formativos. En consecuencia serán instituciones que por política superior se sometan a las máximas exigencias de acreditación institucional, de acreditación de sus carreras y de certificación de programas y cursos a nivel nacional y en la medida que sea precedente a nivel internacional.”.

En el artículo 6° sugirió agregar al inciso primero parte final, lo siguiente: “Con todo, la universidad a que hace referencia deberá estar acreditada por un período mínimo de 4 años o el estándar equivalente.”.  en el inciso segundo, a continuación de la palabra “vinculada” agregar la siguiente oración: “, que pertenezca al equipo de gestión superior de la misma y que esté calificado para ejercer el rol en especial en lo referente a las particularidades de la formación técnica superior.”.

Precisó que deberá asegurarse que sea una persona calificada respecto de su rol a ejercer y no una a la cual se nombra por condescendencia, por afinidad de algún tipo o por retribución de algún favor recibido.


En relación con el artículo 10, surgió la interrogante de determinar a qué se refiere al consagrar la palabra “jerarquía”, especialmente si se trata de instituciones que recién se fundan. Se refiere a la jerarquía universitaria, de ser así, constituye una amenaza al sentido formativo de los nuevos centros de formación técnica, no es adecuado contratar docentes provenientes de universidades, porque no saben y no tienen la visión de lo que es una profesión técnica. Por tal razón, la jerarquía debería tener que ver con la experiencia como técnico superior en el ámbito laboral o como profesional que ha liderado equipos de técnicos en procesos de alto contenido técnico y,o tecnológico.


Respecto al artículo 11, sugirió como forma de ingreso del personal académico, la realización de concurso público de oposición de al menos 5 etapas: 1) selección curricular, 2) entrevista general, 3) entrevista técnica con observación de la realización de una clase, 4) entrevista sicológica y 5) examen médico de salud pre educacional.  Asimismo, propuso que los niveles o jerarquía tengan que ver con la experiencia laboral, durante su tiempo de docente, que es el camino para garantizar actualización permanente.


En relación con el artículo segundo transitorio, sugirió reemplazar la letra a), por la siguiente: “El procedimiento para la elaboración de su proyecto educativo  institucional, su proyecto de gestión institucional y su proyecto de gestión personal”.


Asimismo, sugirió agregar una letra a) bis, a) ter y a) quater del siguiente tenor, respectivamente:


“a) bis.- El procedimiento para la elaboración de su proyecto de relaciones interinstitucionales, con especial consideración de las constitución y participación de redes, el fortalecimiento de alianzas pública-privadas y público-públicas y la articulación de fortalezas y oportunidades en pos de sus propósitos.


a) ter.- El procedimiento para la elaboración de su proyecto de generación de recursos.


a) quater.- El procedimiento para la elaboración de su plan de desarrollo estratégico, con especial consideración del proyecto educativo institucional, del proyecto de gestión institucional, del proyecto de gestión del personal, del proyecto de relaciones interinstitucional y del proyecto de generación de recursos.”


Del mismo modo, propuso sustituir en la letra c) del artículo 11 la expresión: “y promoción académica e institucional” por “del desempeño institucional” y agregar una nueva letra c) bis: “Las normas o mecanismo fundamentales de evaluación del desempeño del personal de las institución, los reconocimientos asociados y su promoción.”


Finalmente, sugirió intercalar en la parte final del artículo cuarto transitorio, entre: ley N° 20.129 y el punto seguido, lo siguiente: “, por a lo menos un periodo de cuatro años o su equivalente”.


Consultado, apuntó que toda la discusión de educación superior debe basarse en una sola pregunta: cuál es realmente el valor agregado. Un cálculo simple revela que toda la inversión no ha tenido el impacto deseado. Hay 2 elementos fundamentales: el desarrollo de la creatividad y la capacidad de emprendimiento.

13. Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación (CNA), señor Alfonso Muga Naredo, acompañado de la Secretaria Ejecutiva, señora Paula Beale.


El señor Muga
 expuso sobre la visión de la Comisión Nacional de Acreditación referente a la formación técnica de nivel superior, subrayando que constituye una realidad formativa completamente distinta a la de las universidades. Durante su exposición realizó un análisis de datos estadísticos y gráficos sobre la educación técnica superior en el plano regional e institucional, y sobre su relación y vinculación con universidades del Estado.

Explicó además, sobre las pautas de evaluación que actualmente se aplican para el aseguramiento de la calidad en los centros de formación técnica. Realizó además un análisis de los aspectos relevantes que a juicio de la Comisión se deben considerar en el diseño de un centro de calidad.  Finalmente, señaló algunas consideraciones sobre aspectos específicos del proyecto de ley.


Señaló que las matrículas de educación técnica de nivel superior (TNS) corresponden al 30% del total en la educación superior, siendo los institutos profesionales los que ostentan el mayor índice, impartiendo formación tanto de nivel profesional como nivel técnico, esto es, 2,2 estudiantes de carreras profesionales por cada estudiante.


Sin embargo destacó la importancia de contrastar las cifran con el flujo de titulados por sobre porcentaje de matrícula, dada la diferencia en la duración de los estudios. Al respecto, indicó que el porcentaje de titulados de carreras técnicas de nivel superior corresponde al 37% del total en la educación superior, aumentando un 183% desde el año 2009. Puso de relieve que durante los últimos años la tendencia de titulados profesionales en razón de titulados de técnicos de nivel superior, ha estado marcada por una mayor opción de acceso a las carreras de nivel de técnico, variando entre los años 2009 a 2013 de 2,33 profesionales por técnico superior a 1,67.


En cuanto a la distribución de la matrícula técnica de nivel superior por región y por tipo de institución, destacó que coexisten en esta realidad instituciones de distinto  nivel, tamaño, diversidad estudiantil y distribución territorial. A nivel nacional destacó la preeminencia de los institutos profesionales, que ofrecen tanto formación a nivel profesional como en el nivel técnico. Sin embargo, esta situación se presenta en las regiones con mayor densidad de población, no replicándose necesariamente en el resto del país. 


Sobre la matrícula técnica de nivel superior, según el tamaño institucional y años de acreditación, señaló que la formación de técnicos está fuertemente concentrada en cuatro instituciones con más de 20.000 estudiantes, las que abarcan más del 50% del total nacional, caracterizándose por contar todas con acreditación institucional. En cuanto a las 83 instituciones más pequeñas, con menos de 1.500 estudiantes cada una, se distinguen en términos generales por no tener despliegue en más de dos regiones y presentar una matrícula promedio de 385 estudiantes. En este grupo de instituciones predominan los centros de formación técnica privados pequeños.


En cuanto al volumen de matrícula que está ofreciendo el sector estatal, hizo presente que alcanza aproximadamente a 17.000 estudiantes, equivalente apenas al 10% de los estudiantes de las 4 principales instituciones que entregan este tipo de formación.


Sobre la forma en que las universidades abordan la formación técnica observó que han establecido para estos fines dos tipos de mecanismos, que se distinguen por integrar la formación de técnicos dentro de sus programas docentes o a través de la creación de una organización distinta a la universidad, como personas jurídicas de naturaleza privada. En dos casos cuentan con ambas opciones.


En relación a la acreditación obtenida por los centros de formación técnica constituidos por universidades estatales, señaló que aun cuando en su totalidad han abordado procesos de aseguramiento de la calidad, sólo la Universidad de Tarapacá presenta más de dos años de acreditación. Destacó al respecto que tres universidades estatales regionales obtuvieron un tienen un nivel de acreditación institucional que, en su conjunto, alcanza un logro mínimo de suficiencia, con dos años de acreditación.


Consultado sobre las causas que explican la baja acreditación, mencionó la falta de directrices apropiadas para llevar a efecto el propósito del centros de formación técnica, la carencia de recursos, el insuficiente respaldo que reciben por parte de las universidades vinculadas, la indefinición de su propósito institucional, entre otros. Propuso al respecto incorporar consideraciones específicas y propias de este tipo de formación, destacando la diferenciación necesaria que requiere la formación vespertina.


Respecto de definición de las pautas de evaluación orientadas a la acreditación de los centros de formación técnica, señaló que se aplican desde el año 2014 y fueron ampliamente debatidas con dichas instituciones. A los dos aspectos de obligatorios de acreditación, que corresponden a la gestión institucional y docencia de pregrado, se incorporó específicamente para los centros de formación técnica la dimensión de la vinculación con el medio. Al respecto expuso el detalle de las áreas, criterios y aspectos evaluados en cada dimensión.


Sobre la relación de los centros de formación técnica con las universidades estatales, detalló las principales fortalezas y debilidades que presenta en materia de gestión institucional y docencia de pregrado. 


En relación con la gestión institucional, destacó como fortalezas la definición formal de su misión, visión, propósitos y objetivos institucionales; la definición de estructura y funciones a nivel organizacional; el adecuado cuerpo docente para el nivel estudiantes y propósitos institucionales y la vinculación con el sector productivo. Sin embargo, explicó que presenta debilidades en la insuficiente capacidad financiera para sustentar el proyecto institucional; la falta de políticas explícitas de desarrollo en el ámbito de recursos humanos; las diferencias entre la estructura organizacional declarada y la observada; los altos niveles de morosidad de estudiantes; y la existencia de sistemas de información de escasa integración, que dificultan la toma de decisiones.


Desde la perspectiva de la docencia de pregrado, destacó la presencia de criterios inclusivos de admisión, la oferta académica programada según análisis de las necesidades del sector productivo regional, la enseñanza basada en un modelo por competencias y de contenido práctico, además de su vínculo con empleadores para definir mejor los perfiles de egreso, revelando una apropiada inserción laboral. Como aspectos negativos indicó la heterogeneidad en la provisión de infraestructura y equipamiento entre las distintas sedes, la ausencia de planes de capacitación, inexistencia de planificación y evaluación del uso de los recursos, bajas tasas de retención y titulación y falta de seguimiento de la progresión de estudiantes y egresados.


En cuanto a los de los aspectos que se deben considerar para contar con un centro de formación técnica estatal de calidad observó la necesidad de existencia de un plan estratégico que contenga una misión definida y oriente su gestión, una estructura organizacional y sistema de gobierno propios de una institución de nivel técnico superior, una unidad de gestión a cargo de prácticas y empleabilidad, conjuntamente con recursos de infraestructura, aprendizaje y tecnología ajustados a los requerimientos de los programas de formación de técnicos. Subrayó que en esta área pueden caber espacios de innovación importantes, especificando que en materia tecnológica pueden desarrollarse programas de modalidad virtual que permitan abarcar zonas alejadas del país, situación difícil de resolver sobre la base de mecanismos presenciales.

En el mismo sentido, indicó la necesidad de considerar la vinculación sistemática del proyecto educativo con el entorno, permitiendo responder a las demandas del sector productivo regional y elaborar diagnósticos pertinentes de las condiciones cambiantes del medio, entregando flexibilidad a la programación de las carreras. Señaló también, la conveniencia de contar con docentes con fuerte raigambre en el sector productivo y métodos pedagógicos con contenido práctico, además de la instalación de políticas orientadas a la práctica laboral, con competencias gradualmente establecidas en un marco de cualificaciones.


Respecto de la certificación de la calidad impartida por los centros de formación técnica, planteó la conveniencia de la medición de resultados en un período no mayor a tres cohortes de egresados además de la implementación de procesos que permitan adecuados niveles de retención, revisión de la duración de carreras, empleabilidad, apertura a  mejores prácticas internacionales, movilidad docente y una apropiada articulación en red con los otros centros de formación técnica estatales regionales.


En último término, expuso consideraciones sobre aspectos específicos planteados en el proyecto de ley.  Sobre el 6°, que establece que los centros de formación técnica deben establecer vinculación con una universidad del Estado acreditada institucionalmente y domiciliada en la misma región, planteó la necesidad de cautelar dicha relación advirtiendo la insuficiencia de la acreditación como único requisito de vinculación. Al respecto puntualizó que una universidad del Estado acreditada por 2 años cumple con el mínimo las condiciones propias de autoregulación requeridas, situación que calificó como delicada.


En relación con el proceso de tutela y acompañamiento planteado en el artículo cuarto transitorio, expresó dudas respecto a la capacidad de la totalidad de las universidades estatales de ejercer esta función, sin establecer bases estrictamente reguladas, condiciones reglamentarias y definiciones ministeriales adecuadas, razón por la cual planteó como alternativa radicar esta función en el Consejo Nacional de Educación. Sobre este mismo aspecto, sugirió considerar que la supervisión del desarrollo del proyecto institucional se extienda por un período de egreso de 3 cohortes, lo que implica un total de 5 años. 


Finalmente advirtió sobre la estructuración universitaria que presentan los artículos 10, 11 y 12, no concordantes con la formación técnica profesional. Puntualizó al respecto, que el personal académico debe desarrollar, además de las tareas de docencia, labores de investigación y extensión que no corresponden a las actividades propias de los centros de formación técnica.
14. Vicerrector Académico de la Universidad Católica de Temuco, señor Fernando Peña Cortés y el Decano de la Facultad Técnica, señor Jorge Jerez.

El señor Peña
 expresó que en su región existen los indicadores de pobreza más altos a nivel nacional y cuentan con una matrícula de 38,5%  correspondiente a estudiantes del primer quintil, además de un aumento considerable en la matrícula de alumnos de origen mapuche.

Frente a la necesidad muy significativa de educación técnica en la región de La Araucanía, el 2012 se creó la facultad técnica y no un instituto profesional, precisamente con el objeto de que tuviera capacidad para dialogar con las otras facultades de la universidad, autonomía necesaria para formar técnicos, comunicación con otras facultades y con procesos de articulación hacia enseñanza media y pregrado.


Los principios académicos con los cuales han trabajado son la articulación, acompañamiento y armonización, porque han entendido que la universidad prepara en la enseñanza media para la vida en la educación superior.  El principio de la articulación nace, porque no se pueden acercar  a los jóvenes una vez que ingresan a la universidad, sino que en la enseñanza media, y desde ahí generar procesos que permitan un continuo en educación. Se reconocen los talentos, por ello que han avanzado en un programa propedéutico que permita generar un tránsito adecuado hacia la educación superior.


La armonización, dice relación con la necesidad de flexibilizar el currículum, que recoja efectivamente las necesidades y debilidades de los jóvenes, además, de aspectos de nivelación y remediales necesarios para que los tengan los procesos y rendimientos adecuados.  El acompañamiento se justifica en las necesidades y debilidades que presentan los jóvenes, es necesario generar procesos de nivelación que permite que alcanzar niveles suficientes de rendimiento.


Actualmente, cuentan con un propedéutico, una escuela de talentos pedagógicos y una escuela de talentos técnicos, que se vincula con en el programa de acompañamiento y acceso efectivo.  Asimismo, han creado el bachillerato en ciencias y humanidades, porque sobre el 80% de los jóvenes que ingresan en marzo cambian de opinión de carrera en diciembre, una vez terminado el bachillerato ingresan a carreras profesionales o técnicas.


En relación con los objetivos del proyecto de ley, destacó la integración de los entornos desde el punto de vista económico, social, político y regional; el perfil de ingreso, es decir, población vulnerable y quintiles 1 y 2, y la orientación a la calidad.  Sostuvo que debe debatirse sobre la formación docente para el desarrollo de la educación técnico profesional, porque no es el mismo docente de enseñanza de pregrado que aquel que va a hacer el énfasis en el área técnica. También debe tomarse en cuenta el entorno territorial, ya que no es lo mismo formar un técnico en la región de La Araucanía que en otra región con mejores índices macro económicos.


Desde el punto de vista de la importancia de la articulación vertical, observó la necesidad que este planteamiento se integre al marco nacional de cualificaciones; avanzar en un modelo de articulación que responda a las necesidades del país, la importancia de que los procesos de formación técnica se articulen con los liceos técnicos; avanzar en el desarrollo de instrumentos de reconocimiento de aprendizajes previos, adecuados para la articulación; garantizar el financiamiento (becas de articulación mantienen el monto de la carrera técnica que no financia la carrera de pregrado); necesidad de estudiar alternativas de financiamiento para el reconocimiento de aprendizajes previos.


En materia de articulación horizontal, se deben optimizar las opciones de  movilidad entre carreras del mismo nivel, para que jóvenes transiten con cierta flexibilidad e integrar la oferta nacional y vincular las estructuras curriculares, debe avanzarse en ciclos y niveles y descriptores de carreras técnicas para favorecen la articulación y vinculación curricular.


Se deben generar programas de nivelación que permitan que los jóvenes tengas expectativas adecuadas en su educación. Cuando un joven no tiene nivelación adecuada deserta, lo que es muy fuerte en entornos vulnerables, que por regla general, es primera generación en la educación superior.


Los estudiantes de primer año requieren nivelación continua en diversas áreas, entre ellas, la socio emocional, especialmente en sectores deprimidos, rurales, multiculturales y vulnerables.


Desde el punto de vista de la pertinencia y relevancia de los programas, existen 4 puntos importantes: la vinculación con el mundo laboral; la necesidad del sector productivo, la empleabilidad oportuna y la trayectoria curricular flexible.


Destacó como muy relevante avanzar hacia la integración del marco nacional de cualificaciones; un sistema de créditos académicos transferibles, que permita reconocer los procesos de movilidad y de tránsito de jóvenes entre carreras e instituciones, y la necesidad de definición de ciclos formativos, se deben reconocer niveles, se debe contar con una base inicial que permita los jóvenes avanzar.


Desde el punto de vista de la constitución de un consejo público y del reconocimiento de experiencias exitosas, le pareció adecuado el consejo público privado, que permita, junto con potenciar la pertinencia y regulación de los programas y avanzar en lineamientos de un sistema de educación dual y implementar una red de formación técnica.
15. Rectora del Centro de Formación Técnica UDA, señora Huda Rivas Morales.

La señora Rivas
 expuso una síntesis de las principales razones que fundamentan la creación y fortalecimiento de los centros de formación técnica, indicando que en la actualidad las necesidades económicas del país requieren que el Estado fomente y financie la creación de formación técnica profesional, promoviendo la generación de mano de obra calificada para la empresa. En el mismo sentido acotó que ello permitirá además la generación de movilidad social, al permitir el acceso a este tipo de educación a personas que hasta ahora se encontraban impedidas de hacerlo. Destacó sin embargo, que en esta tarea el Estado debe considerar la participación de la empresa para determinar sus reales necesidades, asegurando con ello una empleabilidad efectiva y real.


En relación a los lineamientos rectores para la redefinición y revalorización de la formación técnica, destacó los principios fundamentales definidos por la Organización Internacional del Trabajo -OIT- que señalan la necesidad de apertura e inserción al mercado laboral dentro de un proceso de formación continua; la necesidad de desarrollar un enfoque sectorial y local; la definición de programas flexibles con objetivos basados en competencias; y la asociación entre los centros formativos y el mundo del trabajo, con el objetivo de favorecer el desarrollo de competencias genéricas, técnicas y valóricas.


Agregó que para lograr la movilidad social esperada, se requiere que tanto la empresa, como el gobierno y los centros de formación técnica actúen en forma conjunta. La empresa debe definir sus necesidades con el fin de elaborar programas curriculares pertinentes, precisando las competencias y conocimientos necesarios en la práctica, además de incluir pasantías docentes que permitan su actualización metodológica. A su vez, el Gobierno debe cumplir el rol de aseguramiento de calidad, pertinencia y funcionamiento de los centros de formación técnica.


Sobre la determinación de mecanismos de ingreso indicó que, además de la educación media científico humanista y la educación adulta, se debe considerar la certificación por competencia laboral, mediante exámenes específicos y sin estudios formales previos.


En materia de experiencia internacional exitosa, señaló algunos elementos claves aplicados en países como Canadá, España y Alemania, con los cuales la institución mantiene convenios de cooperación. Entre dichos elementos, destacó una adecuada articulación horizontal, mediante la definición de estándares que permitan reconocer conocimientos y el traslado de alumnos entre centros de formación técnica, una articulación vertical que permita continuación de estudios y el reconocimiento de aprendizajes ya adquiridos, la formación abierta a trabajadores, el fomento del aprendizaje continuo a lo largo de la vida, la vinculación eficiente y permanente entre el sector gubernamental y productivo, fomentando la empleabilidad y pertinencia de los programas de estudio. Añadió que debe existir además un vínculo permanente entre la formación y el empleo, a través de un sistema basado en competencias laborales, fortalecido por la adaptación constante de las necesidades de formación.


Por otra parte, señaló que el modelo aplicado en el centro de formación técnica de la Universidad de Atacama -UDA-, presenta coincidencias con la propuesta del proyecto de ley en aspectos relativos a la oferta formativa especializada, de calidad y acorde a las necesidades productivas de la región. Contempla además el diseño de mecanismos de reconocimiento de aprendizajes previos, la articulación horizontal con otras instituciones educativas y la especialización continua que permite a los egresados la inserción laboral en la región. Al respecto, agregó que la formación impartida en modalidad vespertina, mediante la aplicación de mecanismos flexibles que permitan la rendición de exámenes y prácticas laborales, favorece que personas activas en el mundo laboral puedan acceder a la educación formal.

Consultada en relación a los bajos niveles de acreditación que presentan los centros de formación técnica, indicó que el proceso de evaluación es realizado por personas que provienen de universidades, con criterios universitarios, los que calificó como poco idóneos para medir calidad de la educación técnica. Sin embargo, la pertinencia y calidad de formación son avaladas por los índices de empleabilidad, progresión de matrícula y grado de satisfacción del egresado.  En el mismo sentido señaló que la integración activa en el Consejo Asesor Empresarial, permite una vinculación real y concreta de las necesidades regionales, estableciendo y generando carreras técnicas e integración ocupacional.


En cuanto a los mecanismos de vinculación con el sector productivo, indicó que el centro de formación técnica UDA cuenta con una unidad de capacitación encargada establecer la relación con las empresas, para permitir generar cursos y programas que facultan a las personas ejercer oficios de acuerdo a los perfiles establecidos en el marco de cualificaciones. Destacó que el centro de formación técnica se encuentra acreditado por Chile Valora para certificar competencias laborales en perfiles ocupacionales del sector minero y metalmecánico.

También, se refirió a elementos relevantes que se deben considerar en la creación de centros estatales y señaló que la mayor parte de sus estudiantes provienen de los quintiles económicamente más pobres y de ellos deserta alrededor del 40% por motivos económicos. Agregó que la formación técnica requiere una alta inversión por conceptos de operación, depreciación y actualización tecnológica, renovación de maquinaria, equipamiento y gasto en insumos.


En relación a la conveniencia de convertir el centro de formación técnica UDA en regional, manifestó su acuerdo con dicha medida, en razón a que sería la solución a muchos problemas financieros actuales. En el mismo sentido, indicó que el financiamiento estatal permitiría mejorar su equipamiento y crear nuevas sedes y carreras.
16. Presidente del Consejo Nacional de Instituciones Privadas de Educación Superior (Conifos A.G.), señor Rodrigo Cerda Candia.

El señor Cerda
 luego de referirse a la evolución de la educación técnica y profesional en Chile, efectuó algunas consideraciones respecto al proyecto de ley que crea los centros de formación técnica estatales. Afirmó que éste constituye una oportunidad para la educación técnica en Chile, sin embargo, se debe tener presente que en conjunto con apoyar la educación estatal deben existir reglas claras para toda la institucionalidad.


Al respecto, destacó que Educación 2020, manifestó que los nuevos centros estatales, solo se justificaran si tiene un gran impacto cualitativo, logrando ser un referente para el país; de excelencia, autónomos, innovadores, con calidad docente, articulados directamente con liceos, carreras profesionales y sector productivo, con un fuerte sentido de responsabilidad por el bien común del entorno social y económico.


Asimismo, dicha institución afirmó que la elección de los rectores por mera designación presidencial generará suspicacias y espacios para privilegiar intereses políticos, lo que compartió plenamente. Sugirió un mecanismo de selección de personal con criterio técnico.


Apuntó que la creación de estos centros de formación técnica estatales al alero de las universidades, exige muchas precauciones, porque la experiencia no ha sido buena, particularmente en materia de orientación. La realidad muestra que en los últimos años, cinco centros de formación técnica asociados a universidades estatales han sido cerrados por no cumplir los criterios de calidad por Consejo Nacional de Educación. Por lo tanto, pensar que la asociación directa con una universidad del Estado va a garantizar la calidad de los nuevos centros es una apreciación que genera riesgo. Debe estar guiada por un ente autónomo y conocimiento técnico como el Consejo.

Siguiendo con lo expresado por Educación 2020, el proyecto no prevé ningún mecanismo sólido de rendición de cuentas sobre la calidad e innovación de sus labores, ni sobre su impacto. Estimó que el proyecto para dar una mayor garantía de seguridad para población, requiere de un seguimiento y control dirigido por un ente autónomo y con conocimiento técnico.


Además, tal como afirmó Vertebral, no está de acuerdo en que los nuevos centros obtengan su autonomía por ley, lo cual significa que no pasaran por el proceso de licenciamiento y obtención de autonomía por parte del Consejo, lo que genera señales muy contradictorias que ponen en duda la frágil confianza en la institucionalidad ligada al aseguramiento de la calidad en Chile. No se trata de un tema menor, porque se crea una doble visión respecto del rol de la institucionalidad del Estado en materia de calidad.


En su opinión, el proyecto de ley, al crear una diferencia arbitraria entre los centros de formación técnica estatales, incumple el artículo 19 N° 2 de la Constitución Política del Estado, que establece que la Constitución asegura a todas las personas la igualdad ante la ley, ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias. Actualmente hay centros de formación técnica estatales que se han sometido durante años al control del Consejo.


Además, el artículo 13 del proyecto de ley, suma otra discriminación al permitir que los nuevos centros de formación técnica reciban donaciones, situación que hoy está vedada para el total de los centros existentes en el país. Los centros de formación técnica son las únicas instituciones de educación superior que no pueden recibir donaciones, por ello, es que, de permitirse, debe ser aplicable a todos y no solo a los que crea el proyecto, especialmente en consideración que uno de los graves problemas es precisamente de financiamiento.


En definitiva, consideró que este proyecto afectará gravemente la continuidad de los centros de formación técnica privados existentes en regiones, porque además, desconoce el aporte de los privados en la educación técnica superior, al no generar instrumentos y recursos para fortalecer la actual oferta en regiones y afirmó que los centros de formación técnica en Chile han carecido de una política de apoyo por parte del Estado y que este proyecto no cuenta por parte del Ministerio con una política de educación técnica superior que lo sustente.  Sostuvo que la División de Educación Superior en la práctica es de educación universitaria, pese a que el 50% de los estudiantes de educación superior son de institutos profesionales y centros de formación técnica que provienen del mundo del trabajo, por tanto su rol social es indiscutible.


Finalmente, se refirió a la existencia de una serie de desafíos para una nueva institucionalidad, que debe comenzar con el rediseño el Ministerio, de acuerdo a los cambios actuales en la educación superior. Al respecto propuso la creación de una Subsecretaria de Educación Superior compuesta por una división de educación universitaria y otra de educación técnica y profesional.

Asimismo, opinó que debe separarse el aporte fiscal por ley de Presupuestos de la Nación, diferenciando las universidades, los institutos profesionales y los centros de formación técnica, como también es necesario que se iguale la inversión por estudiante de las carreras de institutos profesionales y centros de formación técnica con respecto a los estudiantes universitarios (la beca milenio debe ser equiparada a las becas universitarias).  Al mismo tiempo, es necesario establecer un sistema de acreditación diferenciado entre dichas instituciones, además, de la creación un fondo de mejoramiento de la calidad, apoyo tecnológico e innovación para los centros de formación técnica e institutos profesionales y diseñar un MECESUP propio para estas 2 instituciones.

Consultado, señaló que su autocritica dice relación con las condiciones que se ha desarrollado la educación técnica en Chile, donde la contribución de sus instituciones ha sido fundamental para que exista una mano de obra más especializada, lo que se confirma por la decisión de los jóvenes que actualmente optan por sus centros. La mayoría de las instituciones pertenecientes a CONIFOS cobra un arancel que representa  el 20% del universitario y 1/3 del que cobran los grandes centros de formación técnica e institutos profesionales.

Manifestó que la critica a su sector se debe al poco conocimiento que hay del mismo, porque con recursos escasos han generado una oferta importante en un sector que requiere de grandes recursos, es decir, han generado un oferta que no solo responde a un necesidades de mercado sino de calidad y empleabilidad. Por lo anterior, su autocritica dice relación con no haber sido capaces de presionar al Estado para que aporte a la educación técnica. Realzó que valora que el Estado haya tomado la decisión de relevar a la educación técnica, porque se trata de una necesidad de país, pero las reglas deben ser claras.


Enfatizó que no está en contra del proyecto, porque genere más competencia para los privados, ya que siempre se han desarrollado en competencia.  Destacó que es un buen proyecto para el país, y sus recomendaciones dicen relación con el hecho de que la calidad de las instituciones debe ser garantizada para todos por igual.

Asimismo, hizo presente su preocupación por encontrarse al alero de una universidad, porque éstas se centran en otro foco, muy diverso al de los centros de formación técnica, además, la experiencia indica que las universidades no son de todo competentes en materia técnica. En tal sentido, propuso que los nuevos centros estatales sean acompañen por el Consejo Nacional de Educación y no por una universidad.
Votación en general.

Puesto en votación el proyecto de ley, la Comisión procedió a aprobarlo, en general, por 9 votos a favor y 1 abstención.  Votaron por la afirmativa las diputadas Cristina Girardi Lavín, María José Hoffmann Opazo, Yasna Provoste Campillay y Camila Vallejo Dowling (Presidenta) y los diputados Fidel Espinoza Sandoval, Rodrigo González Torres, Giorgio Jackson Drago, Alberto Robles Pantoja y Mario Venegas Cárdenas.  Se abstuvo el diputado José Antonio Kast Rist.

El diputado Kast, don José Antonio fundamentó su voto, manifestando que se abstiene, toda vez que considera que se trata de un proyecto deficiente.  Si bien está a favor de ampliar las posibilidades de la educación técnica superior, sin embargo, este proyecto este fruto de la improvisación del Gobierno.


Precisó no compartir el modo de designación del rector de estas nuevas instituciones como tampoco que los nuevos centros de formación técnica se encuentren al alero de universidades, porque la experiencia indica que no se trata de una buena fórmula.  Sostuvo que el Gobierno debió retirar este proyecto y no seguir con su tramitación legislativa.  Finalmente, afirmó que espera que se mejore sustancialmente durante su tramitación en particular.

IV. Discusión y votación en particular del proyecto.

Título I  De los Centros de Formación Técnica del Estado
Artículo 1°


Se crean 15 centros de formación técnica como personas jurídicas de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizadas, con personalidad jurídica y patrimonio propios, fija su relación con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación y sus domicilios en las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Atacama, Coquimbo, Valparaíso, Metropolitana de Santiago, Libertador Bernardo O’Higgins, Maule, Biobío, La Araucanía, Los Ríos, Los Lagos, Aysén General Carlos Ibáñez del Campo, Magallanes y Antártica Chilena, respectivamente.


El Ejecutivo presentó una indicación para agregar en los literales a), b) c), d), e), f), g), h), i), j), k), l), m), n) y o), a continuación de la expresión “desarrollará sus actividades” la frase “académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior”.


El diputado Robles expresó que actualmente hay cuatro centros de formación técnica creados por las Universidades de Tarapacá, de Atacama, de Valparaíso y de La Frontera, por ende, si crea un segundo centro al alero de las mismas universidades, se va generar competencia entre ellos. Por tanto, la lógica indica que los que actualmente están operando deberían cambiar su estatuto jurídico para que no se pierda su patrimonio, su trayectoria, entre otras materias, sin embargo, es una materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.  Asimismo, expresó parecerle poco razonable que algunas de las actividades se realicen fuera de la región.


La diputada Provoste propuso que se otorgue un plazo de 2 años para que los centros de formación técnica que dependen de las universidades estatales se transformen en sin fines de lucro. 


La diputada Girardi y el diputado Becker apuntaron que es de gran importancia que el Ejecutivo aclare, qué ocurrirá en las regiones que cuentan con una sola universidad estatal y ya tienen un centro de formación técnica. 


La Subsecretaria Quiroga expresó que este es un proyecto de ley marco que delega en la Presidenta de la República la posibilidad de ir haciendo modificaciones. De ahí, que las mesas que el Gobierno conformadas en regiones tenían por objeto precisamente recoger la heterogeneidad regional. En relación con las 4 instituciones señaladas, apuntó que el Ejecutivo ha estado conversando con ellas y cada una ha planteado fórmulas de solución diversas.


El señor Martínez manifestó que si bien se debe acoger esa realidad, la propuesta del Gobierno es clara, por cuanto los nuevos centros estatales serán autónomos, sin fines de lucro, entre otras características que son diversas a los actuales centros de las universidades estatales. Afirmó, que la discusión respecto de la forma en que los centros actuales se integraran tendrá lugar una vez que los nuevos estén creados.

El diputado Venegas afirmó que el objetivo central es que los centros de formación técnica sirvan a la región, sin embargo, consideró muy restrictivo limitar también el desarrollo de otras actividades como capacitación, extensión e investigación.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad, con el voto conforme de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Bellolio, González. Romilio Gutiérrez, Jackson, José Antonio Kast, Becker (en reemplazo de Felipe Kast), Robles y Venegas (11-0-0).


Se presentó una indicación del diputado Morano para suprimir en las letras a) a o) del artículo 1° el numeral que se usa para cada región, con excepción de la Región Metropolitana.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad, con el voto a favor de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Bellolio, González, Romilio Gutiérrez, Jackson, José Antonio Kast, Becker (en reemplazo de Felipe Kast), Robles y Venegas (11-0-0).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por mayoría de votos.  Se pronunciaron por la afirmativa las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y los señores Bellolio, Espinoza, González, Romilio Gutiérrez, Jackson, Becker (en reemplazo de Felipe Kast), Robles y Venegas. Se abstuvo el señor José Antonio Kast (11-0-1).
Título II  Disposiciones Comunes.

Artículo 2°


Establece que cualquier remisión de esta ley a “el centro de formación técnica”, “la institución” y “las instituciones”, deberán entenderse referidas a los centros creados en el artículo 1°, indistintamente.


Puesto en votación, resultó aprobado por mayoría de votos.  A favor se pronunciaron las señores Girardi, Provoste y Vallejo, y los señores Bellolio, Espinoza, González, Romilio Gutiérrez, Jackson, Becker (en reemplazo de Felipe Kast), Robles y Venegas. Se abstuvo el señor José Antonio Kast (11-0-1).

Artículo 3°


Fija la misión institucional y el objetivo de los centros de formación técnica.


Se presentó una indicación de la diputada Provoste y del diputado Morano para agregar, en el artículo 3°, la siguiente frase a continuación de la palabra “social”: “, en este sentido, también se incorporará la formación cívica y ciudadana”.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad, con el voto favorable de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y los señores Bellolio, Espinoza, González, Jackson, José Antonio Kast, Becker (en reemplazo de Felipe Kast), Robles y Venegas (11-0-0).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por mayoría de votos.  Se pronunciaron a favor las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y los señores Bellolio, Espinoza, González, Jackson, Becker (en reemplazo de Felipe Kast),  Robles y  Venegas.  Se abstuvo  el señor  José Antonio  Kast (10-0-1).

Artículo 4°


Establece los principios que debe orientar a los centros.


Se presentó una indicación del Ejecutivo para reemplazar el artículo 4º por el siguiente:


“Artículo 4°.-  Los centros de formación técnica deberán:


a) Entregar formación pertinente a través de una vinculación efectiva con el sector productivo de su región.


b) Incorporar en el diseño de su modelo formativo las características de sus estudiantes, a fin de facilitar su retención, promoción, egreso y titulación.


c) Articular trayectorias formativas con otros niveles educacionales, y en particular con el nivel de la enseñanza media técnico-profesional y la enseñanza profesional y universitaria.


d) Colaborar activamente entre sí y con las universidades del Estado, para el cumplimiento de sus fines.


e) Promover la actualización permanente de su cuerpo académico, directivo y funcionario.”.


El diputado Bellolio consultó, en relación con la letra d), por qué la colaboración puede hacerse únicamente con las universidades del Estado.  Sostuvo que es contradictorio y que los centros de formación técnica debieran poder colaborar con cualquier universidad.


La Subsecretaria Quiroga precisó que la letra d) no es excluyente de la posibilidad de establecer articulación con otras instituciones que no sean del Estado. Además, el proyecto reguarda la posibilidad de que los centros de formación técnica puedan interactuar activamente con las instituciones que no sean del Estado en el ejercicio de su autonomía.


El diputado Bellolio puntualizó que las instituciones públicas sólo pueden hacer lo que la ley expresamente les permite. 


El diputado Kast, don José Antonio, expresó que los artículos 6° y 7° de la Constitución Política de la República reafirman lo señalado por el diputado Bellolio, ya que los CFT estatales solo pueden hacer aquello que la ley les autoriza expresamente.


La Subsecretaria Quiroga destacó que el artículo 1°, define los centros de formación técnica como autónomos y que la letra c) les permite articular trayectorias formativas con otros niveles educacionales, y en particular con el nivel de la enseñanza media técnico-profesional y la enseñanza profesional y universitaria.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, con excepción de la letra d), cuya votación separada fue solicitada por el diputado Bellolio, resultó aprobada por unanimidad, con los votos favorables de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Bellolio, Espinoza, González, Romilio Gutiérrez, Jackson, José Antonio Kast, Becker (en reemplazo de Felipe Kast), Robles y Venegas (12-0-0).


Se presentó una indicación del diputado Bellolio, para agregar un inciso segundo en el texto recién aprobado del artículo 4°, del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo establecido en la letra d), las entidades siempre podrán colaborar con otras instituciones de educación superior acreditadas institucionalmente.”.


Puesta en votación, resultó aprobada con el voto a favor de las señoras Girardi y Vallejo, y de los señores Bellolio, González, Romilio Gutiérrez, José Antonio Kast, Becker (en reemplazo de Felipe Kast), Robles y Venegas. En contra votaron la señora Provoste y el señor Espinoza. Se abstuvo el señor Jackson (9-2-1).


Puesta en votación la letra d) del artículo 4° propuesto por la indicación del Ejecutivo, resultó aprobada por mayoría de votos.  Se pronunciaron a favor las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y los señores Bellolio, Espinoza, González, Romilio Gutiérrez, Jackson, Becker (en reemplazo de Felipe Kast), Robles y Venegas. En contra votó el señor José Antonio Kast (11-1-0).


Luego, se presentó una indicación de las diputadas Provoste y Girardi y Jackson y Robles para agregar en la letra a) del artículo 4°, la siguiente oración final a continuación de la palabra “región”, pasando el punto aparte a ser una coma: “orientada hacia el desempeño en el mundo laboral, el desarrollo de habilidades interpersonales y el pleno conocimiento de derechos y deberes laborales vigentes.”


Puesta en votación, resultó aprobada con el voto favorable de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Bellolio, Espinoza, González, Becker (en reemplazo de Felipe Kast), Jackson y Robles. Se abstuvo el señor Venegas (9-0-1).


Finalmente, se presentó una indicación del diputado Robles para agregar la siguiente letra f) en el artículo 4°:


“f) Entregar una formación pluralista, laica, democrática y participativa.”.

Puesta en votación, resultó aprobada por el voto favorable de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Espinoza, González, Jackson, Robles y Venegas.  Se abstuvieron los diputados Bellolio y Becker (en reemplazo de Felipe Kast) (8-0-2).

Artículo 5°


Limita el desarrollo de las actividades académicas para otorgamiento de título técnico de nivel superior a la región en que se encuentren domiciliados.


Se presentó una indicación del Ejecutivo para suprimirlo, pasando el actual artículo sexto, a ser artículo quinto y así sucesivamente.


Puesta en votación, fue aprobada por unanimidad de los diputados señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y los señores Espinoza, González, Jackson, Robles y Venegas (8-0-0).


Las siguientes indicaciones se dieron por rechazadas en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley.


-De la diputada Provoste y del diputado Morano para eliminar en el artículo 5° la palabra “sólo” entre las palabras “Técnica” y “podrán”, e intercalar entre las palabras “Superior” y “en” la palabra “preferentemente”.


-De la diputada Vallejo para agregar un inciso segundo del siguiente tenor: “Lo expresado en el inciso anterior sólo podrá realizarse conforme a los principios de coordinación y cooperación.”.

Artículo 6°, que ha pasado a ser 5°


Establece vinculación de cada centro de formación técnica con una universidad de Estado acreditada y de domicilio en la misma región, en su defecto con aquellas establecidas en el artículo 3° de DFL N° 2, de 1985, siempre que cumplan el requisito de encontrarse acreditadas institucionalmente.


Luego, impone la obligación de al menos un representante del órgano colegiado superior de los centros, sea nombrado por el rector de la universidad vinculada.


Se presentó una indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para reemplazarlo 6° por el siguiente:


“Artículo 6°.- Cada centro de formación técnica se vinculará con las universidades, acreditadas institucionalmente de acuerdo a la ley N° 20.129, domiciliadas en la misma región, así como con los distintos gremios y actores del sector productivo de la región, en la forma que definan sus estatutos.


La vinculación a que hace referencia el presente artículo tiene como objeto contribuir en conjunto al desarrollo de la región en la que se asientan y facilitar la articulación de trayectorias formativas pertinentes.”.


Puesta en votación, resultó rechazada por el voto en contra de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Espinoza, González, Jackson, Robles y Venegas. Votó a favor el señor Bellolio (1-8-0).


Se presentó una indicación del Ejecutivo para modificar el artículo 6°, que ha pasado a ser 5°, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “que definan sus estatutos” por la siguiente oración: “que será definida por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación”.


b) Intercálase en el inciso tercero entre el término “asientan” y la conjunción “y” una coma “,” seguida de la frase: “establecer programas de acceso especial para los egresados de los centros de formación técnica”.


c) Reemplázase en el inciso tercero la frase “facilitar la articulación de” por el vocablo “articular”.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Bellolio, Espinoza, González, Jackson, Robles y Venegas (9-0-0).


Se presentó una indicación de la diputada Girardi para agregar un inciso segundo, nuevo, pasando los actuales segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente, del siguiente tenor:


“En todo caso, si hubiere más de una opción, se preferirá aquella universidad que este acreditada por mayor número de años y áreas o, aquella que tenga mayor presencia en carreras tecnológicas”.


La diputada Girardi explicó que la conjunción “o” evita restricciones, permitiendo, por ejemplo, que la USACH sea una opción.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad de votos de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y los señores Bellolio, Espinoza, González, Gutiérrez, Jackson, Robles y Venegas (10-0-0).


Luego, se presentó una indicación de las diputadas Girardi y Provoste y del diputado Morano para agregar el siguiente inciso final:


“El vínculo entre el centro de formación técnica y la universidad tendrá, al menos, un carácter docente y curricular, basado en el apoyo metodológico y pedagógico mutuo entre ambas instituciones para el desarrollo docente y profesional de sus profesores y la integración de las mallas curriculares, contemplando la posibilidad de proseguir estudios superiores en la universidad estatal asociada.”.

El diputado Gutiérrez, don Romilio expresó que esta indicación restringe demasiado a las instituciones y que debe confiarse en las autonomías de las mismas.


El señor Martínez precisó que el vínculo entre los centros de formación técnica y las universidades, se concibe para proveer trayectorias educacionales expeditas y reconocidas por la universidad con la cual están vinculadas. Asimismo, afirmó que la indicación restringe el vínculo, por ende, propuso clarificar que la referencia no sea exclusiva a docentes y curriculares, para salvar esta restricción.


También expresó que la articulación aparece repetitivamente en varios artículos del proyecto de ley a través de la vinculación con las universidades. Destacó que su principal aprehensión dice relación con que esta indicación quedaría obsoleta en el marco de la nueva ley.


La diputada Provoste, enfatizó que la indicación nace a la luz del mensaje que en reiteradas oportunidades hace referencia a la articulación vertical y horizontal, sin embargo, en el texto del proyecto están absolutamente ausente. Asimismo, apuntó que la intención en ningún caso es restringir el vínculo.


El diputado Bellolio manifestó que si bien la indicación es positiva, constituye una mera declaración de intenciones, que además, restringe la autonomía de los nuevos centros, obligándolos a vincularse en el ámbito docente y curricular, pese a que podrían generar otros vínculos.


El diputado Venegas precisó que el vínculo se concibe de forma permanente y con reciproca retroalimentación, y no solo para que los estudiantes de los nuevos centros ingresen con posterioridad a la universidad, muy por el contrario Chile necesita técnicos y el vínculo no implica obligatoriedad.


Puesta en votación la indicación, resultó aprobada con el voto favorable de las señoras Carvajal (en reemplazo de Girardi), Provoste y Vallejo, y de los señores Espinoza, González, Jackson, Robles y Venegas. En contra votaron la señora Hoffmann y los señores Bellolio; Gutiérrez, don Romilio, y Becker (en reemplazo de Felipe Kast) (8-4-0).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto a favor de las señoras Carvajal (en reemplazo de Girardi) y Vallejo, y de los señores Espinoza, González, Jackson, Robles y Venegas. Se abstuvieron la señora Hoffmann y los señores Bellolio; Gutiérrez, don Romilio, y Becker (en reemplazo de Felipe Kast) (7-0-4).
Artículo 7°, que ha pasado a ser 6°

Define que será un reglamento el que establecerá los mecanismos de coordinación y articulación entre los centros y de éstos con el Ministerio de Educación. Asimismo, establecerá la forma de acceso de los estudiantes a los centros y otras materias de carácter transversal.

Se presentó una indicación del Ejecutivo para reemplazar la frase “articulación entre los Centros de Formación Técnica, y de éstos con el Ministerio de Educación; la forma de acceso de los y las estudiantes a los mismos y otras materias de carácter transversal para su adecuado funcionamiento” por la siguiente oración: “colaboración entre los centros de formación técnica, y de éstos con  las universidades del Estado y el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° literal d), los cuales tendrán como objetivos principales la movilidad de estudiantes, la articulación de trayectorias formativas,  la realización de investigaciones y estudios conjuntos, y el intercambio de experiencias sobre modelos formativos y  vinculación con el medio, entre otros. El reglamento además regulará la forma de acceso de los y las estudiantes a los centros de formación técnica, el modo en que estas instituciones se vincularán con el medio, especialmente con los sectores productivos regionales y nacionales y otras materias de carácter transversal para su adecuado funcionamiento.”.


El diputado Bellolio sostuvo que no se entiende cual es la capacidad de autonomía que se les quiere dar a los centros de formación técnica si será el reglamento el que definirá todos los aspectos. Además, la frase “… y otras materias de carácter transversal…”, es excesivamente amplia, es un “cheque en blanco”.


Asimismo, expresó que la forma de acceso a un centro de formación técnica no tiene por qué ser a través de una forma estandarizada, entonces porque no podría ser, por ejemplo, a través de un módulo computacional.

Puesta en votación la indicación, resultó aprobada con el voto favorable de las señoras Carvajal (en reemplazo de Girardi) y Vallejo, y de los señores Espinoza, González, Jackson, Robles y Venegas. En contra votaron la señora Hoffmann y los señores Bellolio y Becker (en reemplazo de Felipe Kast) (7-3-0).


Las siguientes indicaciones se dieron por rechazadas en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley.


-Del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para eliminar en el artículo 7° la frase “; la forma de acceso de los y las estudiantes a los mismos y otras materias de carácter transversal para su adecuado funcionamiento”.


-De la diputada Girardi para agregar entre las expresiones “mismos” y “y otras materias”, la frase “los mecanismos e instrumentos de coordinación de los mismos centros, con las autoridades y organismos encargados de definir las estrategias de desarrollo nacional y regional.”.


El diputado Robles expresó parecerle inadecuado que el parlamento ceda sus propias facultades al Gobierno, cómo es entregarle el desarrollo de ciertas materias a un reglamento, que es facultad propia del Ejecutivo y factible de cambio por el Gobierno de turno. La gobernanza debe ser con autonomía absoluta, no capturada por un grupo de poder, como ocurre con las universidades públicas que están capturadas por los académicos quienes eligen a las autoridades.  Asimismo, sostuvo que debe plantearse en esta ley la gratuidad.


El señor Martínez hizo presente que el espíritu del artículo 7° es que a través del reglamento exista un ordenamiento del conjunto de las instituciones, de carácter transversal, de modo que no tengan diferencias, por ejemplo, en el modo de evaluar. Afirmó que la gobernanza debe quedar definida en los estatutos de cada institución, porque ahí es donde se refleja su autonomía.


El diputado Bellolio presentó una indicación para eliminar la frase “; la forma de acceso de los y las estudiantes a los centros de formación técnica”.


Puesta en votación resultó rechazada con el voto en contra de las señoras Carvajal (en reemplazo de Girardi) y Vallejo, y de los señores González, Jackson, Morano (en reemplazo de Provoste), Robles y Venegas. A favor votaron la señora Hoffmann y el señor Bellolio. Se abstuvo el señor Becker (en reemplazo de Felipe Kast) (2-7-1).

A continuación, el diputado Bellolio presentó otra indicación para eliminar la frase: “y otras materias de carácter transversal para su adecuado funcionamiento”.


Puesta en votación, resultó aprobada con el voto favorable de las señoras Carvajal (en reemplazo de Girardi) y Hoffmann y de los señores Bellolio, González, Jackson, Becker (en reemplazo de Felipe Kast), Morano (en reemplazo de Provoste), Robles y Venegas. Se abstuvo la señora Vallejo (9-0-1).


Luego, se presentó una indicación de la diputada Vallejo y diputado Jackson para agregar un inciso final, nuevo, en el artículo 7°, del siguiente tenor:


“La coordinación y articulación podrá llevarse a cabo, entre otras formas y según lo dispuesto por el artículo 14 de esta ley, a través de una asociación conformada por los diferentes centros de formación técnica donde éstos, representados por sus rectores, coordinen, entre otras, actividades de vinculación con el medio y el entorno laboral, acciones conjuntas referidas al bienestar de sus estudiantes, coordinación de gestión y desarrollo mancomunado entre las unidades académicas de cada disciplina.”.


El diputado Jackson expresó que la indicación resultó de una conversación con el Consorcio de Universidades del Estado de Chile y es meramente declarativa, ya que jamás implicaría el traspaso de dineros.


El diputado Morano manifestó que debe dejarse a la autonomía de los centros de formación técnica decidir sus asociaciones.


El señor Martínez expresó que la indicación propone la posibilidad de un modelo de asociación, tipo CUECH, que obligaría al Ejecutivo a asumir ese modelo, pese a que hay otros modelos disponibles.


El diputado Bellolio pese a que compartió la idea de que se organicen, sostuvo que ello es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, por ende, es inadmisible.


El diputado Jackson defendió la admisibilidad de la indicación, observando que el término “podrá”, hace que la asociación sea facultativa y que no impone nada nuevo al Ejecutivo.


El diputado González propuso agregar la expresión “entre otras formas” para que no sea la única opción de asociación.


El diputado Gutiérrez, don Romilio expresó que el Ejecutivo debe entregar una señal de qué es lo que pretende.


El diputado Venegas manifestó que la indicación es inadmisible y que no la comparte, porque incorpora elementos que van allá del espíritu del proyecto, que consiste en que los nuevos centros sean autónomos.  Además, el artículo 14 del proyecto contempla la facultad de asociarse en términos amplios. Afirmó que son los centros de formación técnica quienes deben decidir el modelo y no debe imponérseles ninguno.


Puesta en votación la indicación, resultó aprobada con el voto a favor de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y los señores Espinoza, González, Jackson y Robles. En contra votó el señor Gutiérrez, don Romilio. Se abstuvieron los señores Bellolio, Becker (en reemplazo de Felipe Kast) y Venegas (7-1-3).


Finalmente, se presentó una indicación de las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Morano para agregar a continuación de la palabra “nacionales”, la siguiente oración:


“y con las autoridades y organismos encargados de definir las estrategias de desarrollo nacional, regional y local”.


Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por unanimidad de votos de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Bellolio, González; Gutiérrez, don Romilio; Jackson, Becker (en reemplazo de Kast, don Felipe), Robles y Venegas (10-0-0).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto a favor de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y los señores González, Jackson, Robles y Venegas. Se abstuvieron los señores Bellolio, Gutiérrez, don Romilio y Becker (en reemplazo de Kast, don Felipe) (7-0-3).
Artículo 8°, que ha pasado a ser 7°

Faculta a los centros para otorgar títulos técnicos de nivel superior y otras certificaciones no conducentes a título profesional o grado académico.

Se presentó una indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para agregar al artículo 8°, a continuación de la palabra “certificaciones”, la expresión “académicas”.

El diputado Bellolio precisó que la indicación tiene por objeto dejar constancia que los centros de formación técnica deben entregar certificaciones académicas y no otras.


La diputada Girardi consultó qué pasaría con la certificación de competencias que no son propiamente académicas.


El señor Martínez explicó que existen otras certificaciones que tienen que ver con competencias y que son de gran importancia, especialmente en el contexto del nuevo marco nacional de cualificaciones.


El diputado Gutiérrez, don Romilio expresó que el artículo 54 de la ley General de Educación, prescribe que los centros de formación técnica solo podrán entregar título de técnico en educación superior. Consultó si el Ejecutivo tomó en cuenta esa restricción.


El señor Martínez precisó que esa norma sólo se refiere a títulos y no se refiere a otras certificaciones, por ende no restringe.


Puesta en votación la indicación resultó rechazada por unanimidad, con los votos en contra de las señoras Girardi y Vallejo, y de los señores Bellolio, Espinoza, González; Gutiérrez, don Romilio; Jackson, Becker (en reemplazo de Kast, don Felipe), Robles y Venegas (0-10-0).


A continuación se presentó una indicación de los diputados Bellolio y Gutiérrez, don Romilio, para agregar luego de la palabra “certificaciones” la expresión “propias de su quehacer”.


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad, con los votos favorables de las señoras Girardi y Vallejo, y de los señores Bellolio, Espinoza, González; Gutiérrez, don Romilio; Jackson, Becker (en reemplazo de Kast, don Felipe), Robles y Venegas (10-0-0).


Luego, se presentó una indicación de la diputada Provoste y del diputado Morano para agregar un nuevo inciso, del siguiente tenor:


“Para el otorgamiento de cualquier título que requiera práctica profesional, será responsabilidad del centro de formación técnica asegurar oportunidades de prácticas laborales a sus alumnos, preferentemente en la región en la que se encuentra domiciliado.”.


La diputada Provoste manifestó que lo mínimo es que los centros de formación técnica garanticen la práctica profesional a sus estudiantes, lo que en ningún caso obsta a que el estudiante opte por otro lugar para la realización de la misma.

El diputado Gutiérrez, don Romilio expresó que el espíritu de la indicación es positivo, pero debe resguardarse la opción del estudiante de optar por otro lugar, porque el que indique el centro de formación técnica podría implicarle gastos excesivos.


Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por unanimidad, con los votos a favor de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Bellolio, Espinoza, González; Gutiérrez, don Romilio; Jackson y Venegas (9-0-0).

Finalmente, se presentó una indicación de la diputada Girardi para agregar un inciso nuevo, del siguiente tenor:


“Asimismo, podrá impartir diplomados, cursos, programas o actividades formativas dirigidas principalmente a los trabajadores y trabajadoras de su región, así como actividades de educación continua, a fin de que obtengan acreditación de competencias o certificaciones estandarizadas dentro de su área.”.

Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad, con los votos a favor de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Bellolio, Espinoza, González; Gutiérrez, don Romilio; Jackson y Venegas (9-0-0).

Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad, con los votos afirmativos de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Bellolio, Espinoza, González; Gutiérrez, don Romilio; Jackson y Venegas (9-0-0).
Artículo 9°, que ha pasado a ser 8°

Establece al rector de los centros como su máxima autoridad y representante legal.

Se presentó una indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para agregar, después del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente frase:


“Cada entidad determinará en forma autónoma el procedimiento para su elección entre los miembros del estamento académico, el cual deberá fijarse en el reglamento general al que se refiere el artículo 11 de la presente ley.  Producida la elección, se procederá a su nombramiento de acuerdo a lo prescrito en el literal a) del artículo primero transitorio”.


El señor Martínez precisó que la letra a) del artículo primero transitorio se refiere a la elección de la autoridad, remitiéndose a los estatutos.  Por su parte, el literal c) define aquellos elementos que las normas comunes deben contener para el funcionamiento permanente y futuro de los centros de formación técnica.


Puesta en votación la indicación, resultó rechazada por unanimidad, con el voto en contra de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y lo señores Bellolio, González, Gutiérrez, don Romilio, Jackson y Venegas (0-8-0).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad, con el voto favorable de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores  Bellolio,  González;  Gutiérrez,  don  Romilio;  Jackson  y  Venegas (8-0-0).
Artículo 10, que ha pasado a ser 9°

Establece quienes serán académicos de los centros de formación técnica.

Se presentó una indicación del Ejecutivo para suprimir la oración “y una jerarquía académica”.

Puesto en votación conjunta la indicación con el artículo, resultó aprobado por unanimidad, con los votos afirmativos de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Bellolio, González; Gutiérrez, don Romilio; Jackson y Venegas  (8-0-0).

Artículo 11, que ha pasado a ser 10

Dispone que será el reglamento general, aprobado de acuerdo a lo que establezca el estatuto del centro, el que fijará los derechos y deberes, formas de ingreso, entre otras, de sus dependientes.

Se presentó una indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para sustituir la locución “los derechos y deberes del personal académico, regulará su ordenamiento jerárquico” por “el ordenamiento jerárquico del personal académico”.


Puesta en votación la indicación resultó rechazada por unanimidad, con los votos negativos de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores  Bellolio,  González; Gutiérrez,  don  Romilio; Jackson  y  Venegas  (0-8-0).


Luego se presentó una indicación de la diputada Girardi para reemplazar el vocablo “fijará” por la expresión “regulará” y para eliminar la palabra “regulará” que precede a la frase “su ordenamiento jerárquico”.

Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por unanimidad, con los votos favorables de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores  Bellolio,  González;  Gutiérrez,  don  Romilio;  Jackson  y  Venegas  (8-0-0).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad, con los votos afirmativos de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores  Bellolio,  González;  Gutiérrez,  don  Romilio; Jackson  y  Venegas  (8-0-0).
Artículo 12, que ha pasado a ser 11

Otorga el carácter de funcionario público al personal de los centros y fija la reglamentación que los regirá.

Se presentó una indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para modificar el artículo 12 de la siguiente forma:


a) Para eliminar en su inciso primero la expresión “; los reglamentos especiales, si los hubieren,”.


b) Para suprimir su inciso segundo.

El diputado Gutiérrez, don Romilio expresó que la indicación tiene por objeto otorgar seguridad a los trabajadores y trabajadoras, porque actualmente las universidades si bien pueden modificar sus plantas lo hacen por ley y en este proyecto bastaría que el solo centro de formación técnica lo decida.


El señor Martínez manifestó que los estatutos de las universidades tienen rango de ley, por ende se modifican a través de una ley, a diferencia de los reglamentos.


Puesta en votación la indicación resultó rechazada por unanimidad, con los votos en contra de las señoras Girardi y Vallejo, y de los señores Espinoza, González; Gutiérrez, don Romilio, y Venegas (0-6-0).

Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad, con los votos a favor de las señoras Girardi y Vallejo, y de los señores Espinoza, González; Gutiérrez, don Romilio, y Venegas (6-0-0).
Artículo 13, que ha pasado a ser 12

Especifica la constitución del patrimonio de los centros de formación técnica.

Se presentó una indicación de la diputada Girardi para eliminar la letra b).

La diputada Girardi manifestó que debe asegurarse que la oferta estatal sea gratuita, porque precisamente se relaciona con los jóvenes más vulnerables.  Estimó que si la creación de estos nuevos centros tiene que ver con una política que quiere desarrollar el Ejecutivo, debe ser coherente con su planteamiento y no establecer el cobro como regla general.


El diputado Venegas expresó que el hecho de que la educación sea gratuita para el estudiante, implica que alguien debe pagar por ello, por ende debe igualmente fijarse un arancel.


El diputado Espinoza apuntó que el texto del proyecto se contradice con el discurso de la gratuidad de la educación superior, más aún si se trata de centros de formación técnica, que están dirigidos a los estudiantes más vulnerables. Propuso agregar una frase que explicite que es sin perjuicio del nuevo sistema de educación superior que contemplará la gratuidad para los estudiantes.


La diputada Vallejo afirmó que la indicación es plenamente admisible, y, además, coherente con lo que se quiere lograr, esto es, centros de formación técnica estatales autónomos. No puede existir un centro de formación técnica estatal que cobre aranceles. 


El diputado Gutiérrez, don Romilio precisó que la indicación es inadmisible, porque elimina una fuente de ingresos de acuerdo al marco legal vigente. Respecto del fondo, afirmó que en caso de aprobarse se estaría diciendo que la creación de estos nuevos centros quedará suspendido hasta que no surja la gratuidad en la educación superior. Actualmente, no tiene viabilidad práctica, no hay un sistema de reemplazo. Es en la discusión de la reforma general de la educación superior donde debe asegurarse la gratuidad.


Adicionalmente, si se establece la gratuidad se estará tomando la decisión de que las instituciones serán gratuitas y no gratuidad en relación a las características de los estudiantes, porque no se debe olvidar que el Gobierno ha dicho que la gratuidad se implementará por partes, iniciándose con los sectores más vulnerables.


El señor Martínez expresó que aún en un sistema de gratuidad existirán cobros, por ejemplo, en el caso de estudiantes extranjeros o aquellos que estén estudiando una nueva carrera. Explicitó que primeramente debe existir una definición de gratuidad para saber qué es lo que lo incorpora, porque todo el resto será arancel. Además, ninguna institución del Estado puede cobrar algo que es gratuito.

El diputado Robles puntualizó que los centros de formación técnica deben ser gratuitos e idealmente debe quedar establecido en la ley.  Además, la observación del Ejecutivo se salva con la letra c) del artículo 13, en la cual podría incorporar el arancel de estudiante extranjero.

La Secretaría de la Comisión hizo presente que, en su concepto, la indicación resulta inadmisible, toda vez que el artículo 65 de la Constitución Política de la República dispone que corresponderá al Presidente de la República la iniciativa exclusiva de los proyectos de ley que tengan relación con la administración financiera o presupuestaria del Estado.


La diputada Girardi procedió a retirar la indicación y a solicitar la votación separada de la letra b) del artículo.


La Presidenta de la Comisión estimó procedente la división de la votación, en los términos solicitados.


Puesto en votación el artículo, sin la letra b), resultó aprobado por unanimidad, con los votos favorables de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Espinoza, González; Gutiérrez, don Romilio; Jackson, Robles y Venegas (9-0-0).

Puesta en votación la letra b) del artículo, resultó rechazada con el voto en contra de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Espinoza, González, Jackson y Robles.  Votó a favor el señor Gutiérrez, don Romilio.  Se abstuvo el señor Venegas (1-7-1).
Artículo 14, que ha pasado a ser 13

Exime a los centros de cualquier impuesto, contribución, tasa, tarifa, patente y otras cargas o tributos. Asimismo, le otorga la facultad de crear y organizar otras personas jurídicas con otras personas naturales o jurídicas nacionales, extranjeras o internacionales.

Se presentó una indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para eliminar el inciso segundo.


Puesta en votación, resultó rechazada por unanimidad, con el voto favorables de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Espinoza,  González;  Gutiérrez,  don Romilio;  Jackson,  Robles  y  Venegas  (0-9-0).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad.  Votaron por la afirmativa las señoras Girardi, Provoste y Vallejo y los señores Espinoza,  González;  Gutiérrez,  don Romilio;  Jackson,  Robles  y  Venegas  (9-0-0).
Título III  Disposiciones Finales.

Artículo 15, que ha pasado a ser 14

Modifica el artículo 99 de la ley N° 18.681.

Puesto en votación, fue aprobado por unanimidad, con los votos a favor de las señoras Girardi y Vallejo, y de los señores Bellolio, Espinoza, González; Gutiérrez, don Romilio; Jackson y Venegas (8-0-0).

Artículo 16, que ha pasado a ser 15

Establece que la ley de presupuestos de cada año fijará el monto del aporte fiscal que se les destinará. 

Se presentó una indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para modificar el artículo 16 de la siguiente manera:


a) Para agregar en el inciso primero, a continuación de la expresión “destinará a”, la locución “cada uno de”.


b) Para eliminar el inciso segundo.

El diputado Gutiérrez, don Romilio, precisó que la indicación tiene por objeto que en la ley de presupuestos se especifique cuantos recursos se asignarán a cada centro de formación técnica, es decir, se trata de una solicitud de información.


El señor Martínez manifestó dudas sobre su admisibilidad, pese a que tampoco coincide con los mecanismos actualmente utilizados.


Puesta en votación la indicación, resultó aprobada con el voto a favor de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Bellolio, Espinoza, González; Gutiérrez, don Romilio, y Jackson. Se abstuvo el señor Venegas (8-0-1).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto favorable de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Bellolio, Espinoza, González; Gutiérrez, don Romilio, y Jackson. Se abstuvo el señor Venegas (8-0-1).
Artículos transitorios

Artículo primero


Faculta al Presidente de la República para que fije las normas obligatorias que deberán contener los estatutos de los centros y las materias sobre las que deberán versar.

Se presentó una indicación del Ejecutivo, para modificar el artículo primero transitorio de la siguiente forma:


a) Intercálase en el inciso primero, tras la expresión “Presidente de la República para que,” la oración “dentro del plazo de tres meses desde la fecha de publicación de esta ley y; y, tras la locución “Ministerio de Educación” la frase “y suscrito por el Ministro de Hacienda”.


b) Intercálase en el literal a) entre la expresión “organismos colegiados,” y la frase “así como las atribuciones” la siguiente oración: “uno de los cuales deberá considerar representantes del sector productivo regional, indicándose la forma de su designación;”.


c) Agrégase al párrafo segundo del literal a) tras el punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


“El rector durará cuatro años en sus funciones y podrá ser reelecto por una vez para el período inmediatamente siguiente. El rector será electo de manera  directa en un proceso en el que participarán, al menos, los académicos del centro de formación técnica. El procedimiento y forma de esta elección estará en estas normas y en el Reglamento que al efecto dicte cada una de estas instituciones.”.


Puesta en votación resultó aprobada por unanimidad.  Votaron a favor las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y los señores Espinoza, González; Gutiérrez, don Romilio; Jackson y Venegas (8-0-0).

Las siguientes indicaciones se dieron por rechazadas en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley.


1. Del diputado Robles para eliminar en la letra a) del artículo primero transitorio la frase: “La forma de gobierno de la institución”.


2. Del diputado Felipe Kast para reemplazar el párrafo segundo de la letra a) del artículo primero transitorio por el siguiente:


“El primer rector deberá designarse en la forma prevista en el artículo 9°.”.


3. Del diputado Venegas para reemplazar el párrafo segundo de la letra a) del artículo primero transitorio por los siguientes:


“La forma de elección del rector, en cuyo proceso, deberá contemplar la participación de al menos el cuerpo académico, directivo y funcionario, los estudiantes y representantes del sector productivo de la Región.


El rector será nombrado por el Presidente de la República, mediante decreto supremo del Ministerio de Educación. Durará cuatro años en sus funciones y podrá ser reelegido por una vez para el período inmediatamente siguiente.”.

Luego, se presentó una indicación de las diputadas Girardi, Provoste y Vallejo, y del diputado Venegas, para modificar la letra a) recién aprobada, eliminando la frase “al menos” después del verbo “participarán” e intercalar entre la palabra “académicos” y la frase “del centro de formación técnica” la siguiente frase “, trabajadores y estudiantes”.

El diputado Bellolio consultó al Ejecutivo si está de acuerdo con el cogobierno en las instituciones de educación superior.  Al mismo tiempo, lamentó que el Gobierno no defienda adecuadamente sus proyectos, toda vez que cuando se ha preguntado al Ministro de Educación, a la Subsecretaria y al mismo señor Martínez, su respuesta ha sido que no están de acuerdo.

El señor Martínez precisó que el Ejecutivo manifestó su voluntad al modificar esta norma, sin incluir ninguna norma de esa naturaleza, sin perjuicio, de entregar a los estatutos otros aspectos de la gobernanza. Afirmó que el Ejecutivo pudo proponer una indicación en el tenor de esta indicación parlamentaria, pero no lo hizo. Reforzó que la postura del Gobierno es que el estatuto defina otros elementos del proceso eleccionario del rector.


La diputada Girardi precisó que la indicación solo amplía el universo para elegir al rector.  En todo caso, hizo presente que es una indicación parlamentaria, que el Ejecutivo no ha apoyado ni patrocinado.

Puesta en votación la indicación, resultó aprobada con el voto favorable de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Espinoza, González, Jackson y Venegas. En contra votaron los señores Bellolio y Gutiérrez, don Romilio (7-2-0).


También se presentó una indicación del diputado Jackson, para intercalar en el literal a) antes del punto aparte del primer párrafo lo siguiente: “debiendo todos estos instrumentos velar por la democracia interna y la participación efectiva de los distintos estamentos de la comunidad en materias curriculares, financieras y en la orientación estratégica de la institución.”.


Puesta en votación resultó aprobada con el voto a favor de las señoras Girardi y Vallejo, y de los señores González, Jackson y Venegas. En contra votaron los señores Bellolio y Gutiérrez, don Romilio. Se abstuvo el señor Espinoza (5-2-1).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por el voto a favor de las señoras Girardi y Vallejo, y de los señores Espinoza, González, Jackson y Venegas. En contra votaron los señores Bellolio y Gutiérrez, don Romilio (6-2-0).
Artículo segundo

Faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año desde la fecha de publicación de esta ley, dicte las normas estatutarias que regularán la organización, las atribuciones y el funcionamiento de los 15 centros de formación técnica, entre otros.

Se presentó una indicación del Ejecutivo para reemplazar en el literal b) del artículo segundo transitorio la frase “de todo el personal directivo definido en la estructura correspondiente” por el vocablo “directivos que señale”.


Puesto en votación, resultó aprobada con el voto afirmativo de las señoras Girardi y Vallejo, y de los señores Espinoza, González; Gutiérrez, don Romilio; Jackson y Venegas. Se abstuvo el señor Bellolio (7-0-1).


También se presentó una indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para eliminar el literal h) del artículo segundo transitorio.


Puesta en votación la indicación, resultó rechazada por unanimidad, con los votos en contra de las señoras Girardi y Vallejo, y de los señores Bellolio, González; Gutiérrez, don Romilio; Jackson y Venegas (0-7-0).


A continuación, se presentó una indicación de los diputados Bellolio y Gutiérrez, don Romilio para reemplazar el literal h), por el siguiente:


“h) El procedimiento para proponer una reforma a los estatutos, de acuerdo a la ley.”


Puesta en votación, resultó aprobada por unanimidad, con el voto conforme de las señoras Girardi y Vallejo, y de los señores Bellolio, González; Gutiérrez, don Romilio; Jackson y Venegas (7-0-0).


También se presentó una indicación del diputado Jackson para incorporar en el literal h) del artículo segundo transitorio antes del punto aparte la frase “, y los mecanismos de ratificación democrática por parte de toda la comunidad del centro de formación técnica”.


Puesta en votación resultó aprobada con el voto afirmativo de las señoras Girardi y Vallejo, y de los señores González, Jackson y Venegas. En contra votaron los señores Bellolio y Gutiérrez, don Romilio (5-2-0).


Puesto en votación el artículo,  resultó aprobado con el voto conforme de  las  señoras  Girardi  y  Vallejo,  y  de  los  señores  González,  Jackson  y Venegas.  En contra votaron los señores Bellolio y Gutiérrez, don Romilio (5-2-0).
Artículo tercero

Regula el procedimiento y plazo de designación de los rectores, su calidad de contratación, plazo de ejercicio en el cargo, entre otros.

Se presentó una indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para agregar al comienzo del artículo tercero transitorio, la siguiente frase: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9° de la presente ley, por única vez, y”.


Puesta en votación, resultó rechazada con el voto en contra de las señoras Girardi y Vallejo, y los señores González, Jackson y Venegas. Se abstuvieron los señores Bellolio y Gutiérrez, don Romilio (0-5-2).


Luego, se presentó una indicación del diputado Venegas para modificar el artículo tercero transitorio de la siguiente forma:


a) Elimínase entre el adjetivo “Rector” y el verbo “podrá” el adverbio “no”.


b) Reemplázase el punto seguido por una coma, seguida de lo siguiente: “sin embargo, no podrá presentarse a la reelección”.


Puesta en votación, resultó rechazada con el voto en contra de los señores Bellolio y Gutiérrez, don Romilio. A favor votaron los señores Jackson y Venegas.  Se abstuvieron las señoras Girardi y Vallejo y el señor González (2-2-3).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado con el voto afirmativo de las señoras Girardi y Vallejo, y de los señores Bellolio, González, Gutiérrez, don Romilio y Jackson. Se abstuvo el señor Venegas (6-0-1).
Artículo cuarto

Establece que desde la fecha que comiencen a operar y hasta la fecha de su acreditación institucional, los centros serán tutelados y acompañados por una universidad.

Se presentó una indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para reemplazar el  artículo cuarto transitorio por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6° de la presente ley, cada centro de formación técnica estatal, desde la fecha en que comience a operar, deberá someterse al proceso de licenciamiento regulado en los artículos 97 y siguientes del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005.”.

Puesta en votación, resultó rechazada por el voto en contra de las señoras Girardi y Vallejo, y de los señores González, Jackson y Venegas. A favor votaron los señores Bellolio y Gutiérrez, don Romilio (2-5-0).


Luego, se presentó una indicación de la diputada Girardi y del diputado Venegas para agregar dos nuevos incisos finales al artículo cuarto transitorio, del siguiente tenor:


“Cada centro de formación técnica estatal, deberá someterse, en un plazo máximo de seis años desde que comience a operar, al proceso de acreditación de acuerdo a la ley N° 20.129 o el instrumento que lo reemplace y deberá será acreditada, al menos en las áreas institucional y de vinculación con el medio.


Desde que comience a operar y, hasta que obtenga su acreditación, será supervisado por el Consejo Nacional de Educación, el que evaluará el avance y concreción del proyecto educativo, a través de variables significativas de su desarrollo tales como, docentes, didácticas, técnico-pedagógicas, programas de estudio, recursos físico y de infraestructura, económicos y financieros, necesarios para otorgar el servicio y la articulación y vinculaciones establecidas en esta ley.”.


La Presidenta de la Comisión, en uso de sus facultades, la declaró inadmisible, por establecer nuevas funciones y atribuciones a un organismo estatal. Cuestionada la declaración de inadmisibilidad y sometida a votación, se estimó admisible, por mayoría de votos.


El señor Martínez expresó que Consejo Nacional de Educación no fue creado con esta función, generándose una figura de completa novedad, no está dentro de sus funciones y no se encuentra facultado para supervisar universidades autónomas.

La diputada Girardi expresó que tomando en cuenta que los nuevos centros estarán exentos del licenciamiento, debe ser el Consejo quien los supervise, en consideración a la experiencia y conocimiento del mismo.  A continuación, pidió la votación separada de ambos incisos de la indicación.


Puesto en votación el inciso primero, resultó aprobado por unanimidad, con el voto conforme de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores Bellolio, González; Gutiérrez, don Romilio; Jackson y Venegas (8-0-0).


Puesto en votación el inciso segundo, resultó aprobado con el voto favorable de la señora Girardi, y de los señores Bellolio, González; Gutiérrez, don Romilio, y Venegas. En contra votaron la señora Vallejo y el señor Jackson. Se abstuvo la señora Provoste (5-2-1).


Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por unanimidad, con el voto favorable de las señoras Girardi, Provoste y Vallejo, y de los señores  Bellolio,  González;  Gutiérrez, don Romilio;  Jackson  y  Venegas (8-0-0).
Artículo quinto


El mayor gasto fiscal que implique la aplicación de esta ley en su primer año de vigencia se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la Partida 50 Tesoro Público.

El diputado Bellolio manifestó que el financiamiento al proyecto es absolutamente insuficiente.


El diputado Gutiérrez, don Romilio, estimó carecer de antecedentes respecto de los costos de la creación de los centros de formación técnica. Además, con la aprobación de la indicación que modifica el cobro de aranceles es incierto si su financiamiento.


Puesto en votación resultó aprobado con el voto afirmativo de las señoras  Girardi,  Provoste  y Vallejo,  y de los  señores  González,  Jackson y Venegas.  Se  abstuvieron  los  señores  Bellolio  y  Gutiérrez,  don  Romilio (6-0-2).
V. Indicaciones rechazadas.

Al artículo 6°, que ha pasado a ser 5°


-Indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para reemplazarlo 6° por el siguiente:


“Artículo 6°.- Cada centro de formación técnica se vinculará con las universidades, acreditadas institucionalmente de acuerdo a la ley N° 20.129, domiciliadas en la misma región, así como con los distintos gremios y actores del sector productivo de la región, en la forma que definan sus estatutos.


La vinculación a que hace referencia el presente artículo tiene como objeto contribuir en conjunto al desarrollo de la región en la que se asientan y facilitar la articulación de trayectorias formativas pertinentes.”.


Fue rechazada por mayoría de votos.

Al artículo 7°, que ha pasado a ser 6°


-Indicación del diputado Bellolio para eliminar la frase “; la forma de acceso de los y las estudiantes a los centros de formación técnica”.


Fue rechazada por mayoría de votos.


Las siguientes indicaciones se dieron por rechazadas en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley.


-Del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para eliminar en el artículo 7° la frase “; la forma de acceso de los y las estudiantes a los mismos y otras materias de carácter transversal para su adecuado funcionamiento”.


-De la diputada Girardi para agregar entre las expresiones “mismos” y “y otras materias”, la frase “los mecanismos e instrumentos de coordinación de los mismos centros, con las autoridades y organismos encargados de definir las estrategias de desarrollo nacional y regional.”.

Al artículo 8°, que ha pasado a ser 7°

-Indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para agregar al artículo 8°, a continuación de la palabra “certificaciones”, la expresión “académicas”.

Fue rechazada por unanimidad.

Al artículo 9°, que ha pasado a ser 8°


-Indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para agregar, después del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente frase:


“Cada entidad determinará en forma autónoma el procedimiento para su elección entre los miembros del estamento académico, el cual deberá fijarse en el reglamento general al que se refiere el artículo 11 de la presente ley.  Producida la elección, se procederá a su nombramiento de acuerdo a lo prescrito en el literal a) del artículo primero transitorio”.


Fue rechazada por unanimidad.

Al artículo 11, que ha pasado a ser 10


-Indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para sustituir la locución “los derechos y deberes del personal académico, regulará su ordenamiento jerárquico” por “el ordenamiento jerárquico del personal académico”.


Fue rechazada por unanimidad.

Al artículo 12, que ha pasado a ser 11


-Indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para modificar el artículo 12 de la siguiente forma:


a) Para eliminar en su inciso primero la expresión “; los reglamentos especiales, si los hubieren,”.


b) Para suprimir su inciso segundo.

Fue rechazada por unanimidad.

Al artículo 13, que ha pasado a ser 12


La letra b) de este artículo fue rechazada por mayoría de votos.
Al artículo 14, que ha pasado a ser 13


-Indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para eliminar el inciso segundo.


Fue rechazada por unanimidad.

Artículos transitorios

Al artículo primero


Las siguientes indicaciones se dieron por rechazadas en virtud de lo dispuesto por el artículo 296 del Reglamento de la Corporación, que impide poner en votación indicaciones que sean contradictorias con las ideas ya aprobadas de un proyecto de ley.


-Del diputado Robles para eliminar en la letra a) del artículo primero transitorio la frase: “La forma de gobierno de la institución”.


-Del diputado Felipe Kast para reemplazar el párrafo segundo de la letra a) del artículo primero transitorio por el siguiente:


“El primer rector deberá designarse en la forma prevista en el artículo 9°.”.


-Del diputado Venegas para reemplazar el párrafo segundo de la letra a) del artículo primero transitorio por los siguientes:


“La forma de elección del rector, en cuyo proceso, deberá contemplar la participación de al menos el cuerpo académico, directivo y funcionario, los estudiantes y representantes del sector productivo de la Región.


El rector será nombrado por el Presidente de la República, mediante decreto supremo del Ministerio de Educación. Durará cuatro años en sus funciones y podrá ser reelegido por una vez para el período inmediatamente siguiente.”.
Al artículo segundo

-Indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para eliminar el literal h) del artículo segundo transitorio.

Fue rechazada por unanimidad.

Al artículo tercero

-Indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para agregar al comienzo del artículo tercero transitorio, la siguiente frase: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9° de la presente ley, por única vez, y”.

Fue rechazada por mayoría de votos.


-Indicación del diputado Venegas para modificar el artículo tercero transitorio de la siguiente forma:


a) Elimínase entre el adjetivo “Rector” y el verbo “podrá” el adverbio “no”.


b) Reemplázase el punto seguido por una coma, seguida de lo siguiente: “sin embargo, no podrá presentarse a la reelección”.


Fue rechazada por mayoría de votos.

Al artículo cuarto

Se presentó una indicación del diputado José Antonio Kast y de la diputada María José Hoffmann, para reemplazar el  artículo cuarto transitorio por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6° de la presente ley, cada centro de formación técnica estatal, desde la fecha en que comience a operar, deberá someterse al proceso de licenciamiento regulado en los artículos 97 y siguientes del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005.”.

Fue rechazada por mayoría de votos.

VI. Indicaciones declaradas inadmisibles.

En el artículo 6°, que pasó a ser 5°

1. Del diputado Felipe Kast para modificar el artículo 6° de la siguiente forma:


a) Para agregar en el inciso primero, entre las voces “institucionalmente” y “de acuerdo”, la frase: “, por al menos 3 años,”.


b) Para agregar, en el inciso primero, después del punto final (.) que pasa a ser una coma (,), la frase: “, por al menos 3 años, y que acepte dicha función mediante la suscripción de un convenio suscrito con el Centro de Formación Técnica y el Ministerio de Educación, el que no podrá ser superior al tiempo que le reste de acreditación institucional vigente”.


c) Para agregar en el inciso segundo, a continuación del punto final (.) que pasa a ser una coma (,) la siguiente frase: “, así como un miembro del Gobierno Regional respectivo.”


2. De la diputada Vallejo para modificar el artículo 4° de la siguiente forma:


a) Para agregar un inciso segundo nuevo, pasando los actuales segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente, del siguiente tenor:


“Créase el Consejo de Rectores de Centros de Formación Técnica del Estado, el que estará integrado por el rector de cada una de las instituciones. Su función principal será la de velar por el debido cumplimiento de los principios del artículo 4° de la presente ley.”; quedando el actual inciso segundo como tercero y así.


b) Para sustituir, en el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, la expresión “la vinculación” por la frase “El Consejo”.

En el artículo 7°, que pasó a ser 6°

1. De la diputada Provoste y del diputado Morano para reemplazar el artículo 7° por el siguiente: 


“Artículo 7°.- El Ministerio de Educación se relacionará con cada Centro de Formación Técnica a través de un Consejo Comunitario, que será su órgano colegiado superior, y en el que deberán estar representados profesores, estudiantes, sectores productivos e industria local. Además del representante designado de la Universidad vinculada. También incorporará en calidad consultiva a los Seremis de los ministerios de Educación y Trabajo, para garantizar una mayor coordinación del Centro de Formación Técnica estatal con éstas áreas.


Integrarán el Consejo Comunitario con derecho a voz y voto:


a) El Rector del Centro de Formación Técnica, quien presidirá el Consejo;


b) Un representante designado por el rector de la Universidad vinculada;


c) Dos académicos del Centro de Formación Técnica estatal, elegidos por los académicos  de la misma institución;


d) Un representante estudiantil, elegido por los estudiantes de la institución;


e) Dos representantes vecinales con trayectoria en educación;


f) Dos representantes de la industria local;


g) Dos representantes de los sectores productivos;


h) Dos representantes de los directivos de los liceos técnicos de la región;


i) El Secretario Regional Ministerial de Educación.


Los miembros señalados en las letras e), f), g), y h)  serán electos por el Consejo Regional correspondiente en una sesión especial.


Existirá una asociación destinada a la articulación horizontal de la red de Centros de Formación Técnica estatales, que tendrá como misión el diálogo, coordinación e intercambio de buenas prácticas entre los distintos centros, así como su vocería colectiva.”.
Artículos nuevos


1. Del diputado Robles para agregar un nuevo artículo 7° bis del siguiente tenor:


“Artículo 7° bis.- El Gobierno Superior de cada CFT será ejercido por un órgano colegiado, Consejo Directivo constituido por:


-1 Representante del Presidente (a) de la República.


-1 Representante del Intendente (a) de la Región.


-1 Representante de los Académicos del CFT elegido democráticamente por ellos.


-1 Representante de los estudiantes de los CFT elegido democráticamente por ellos.


-2 Representantes del sector productivo de la región.


-2 Representantes de la sociedad civil de la región (juntas de vecinos, clubes deportivos, etc.), elegidos democráticamente entre ellos.


-El Secretario Regional Ministerial de Educación.


El Consejo Directivo será presidido por el Representante del Intendente Regional, quién a su vez representará legalmente al Consejo.


La máxima autoridad administrativa será el Rector (a) del CFT, quién será designado (a) por el Consejo Directivo a través de una quina elegida por concurso de Alta Dirección Pública.


2. De la diputada Provoste y del diputado Morano para agregar un nuevo artículo 8º, pasando el 8), a ser 9); y el 9) pasando a ser 10); y así sucesivamente:


“Artículo 8°.- Se creará un Departamento de Articulación y Desarrollo Curricular para realizar la tarea investigar las necesidades de la industria regional, el sistema educativo de la región, y las actas de los Consejos Comunitarios. Este Departamento asegurará la articulación entre los actores regionales y traducirá su impacto en el diseño de currículum de formación para el centro de formación técnica estatal.

En el artículo 9°, que pasó a ser 8°

1. Del diputado Felipe Kast para agregar en el artículo 9° el siguiente inciso segundo nuevo:


“El rector será designado por el Presidente de la República, a través de un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, elegido de entre una terna elaborada por el Consejo de Alta Dirección Pública, debiendo ésta conformarse por profesionales o académicos con comprobada experiencia en la gestión de instituciones de educación superior.”.

En el artículo 13, que pasó a ser 12

1. De la diputada Provoste y del diputado Morano para agregar en el artículo 13º dos literales finales, i) y j): 


“i) En caso de los aranceles que fije el Estado para cada carrera, estos deben ser iguales en los quince nuevos centros de formación técnica estatales.”.


“j) los aranceles reales no pueden exceder los aranceles de referencia de los centros de formación técnica estatales.”.

Artículos nuevos

1. Del diputado Felipe Kast para incorporar un nuevo artículo 15, pasando el actual a ser 16 y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“Artículo 15. La implementación y funcionamiento de los Centros de Formación Técnica estarán sometidas al proceso de evaluación de impacto de programas de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.”


2. Del diputado Felipe Kast para incorporar un nuevo artículo 16, pasando el actual a ser 17 y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“Artículo 16. Créase un Consejo Nacional Asesor, cuya función será colaborar en el diseño e implementación de la Red Nacional de Centros de Formación Técnica, en coordinación con entidades locales, de manera de facilitar la pertinencia y desarrollo de los Centros de Formación Técnica en cada una de las regiones del país. 


Un reglamento del Ministerio de Educación regulará la forma de integración de este Consejo y su funcionamiento, que a lo menos estará integrado por un representante del Ministerio de Educación, del Ministerio del Trabajo y del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo; los Rectores, o representantes nombrados por ellos, de los Centros de Formación Técnica y de las Universidades que estén vinculadas con ellos, y representantes del sector productivo de cada región.”.

En el artículo cuarto transitorio


1. Del diputado Felipe Kast para reemplazar el artículo cuarto transitorio por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6° de la presente ley, cada Centro de Formación Técnica estatal, desde la fecha en que comience a operar y hasta que obtenga la acreditación institucional que regula la ley N° 20.129, o la figura afín que la reemplace, será tutelado y acompañado por la universidad a la que se vincula conforme al artículo 6° permanente. Esta tutela y acompañamiento estarán orientados en la generación de instrumentos y procesos internos destinados a la implementación de los mecanismos de aseguramiento de la calidad que sean necesarios con miras a una satisfactoria acreditación institucional.”.

Artículos transitorios nuevos

1. De la diputada Provoste y del diputado Morano para agregar un nuevo artículo sexto transitorio: 


“Artículo sexto.- Para armonizar la coexistencia de los nuevos centros de formación técnica estatales con los centros de formación técnica existentes que pertenecen a universidades estatales, estos últimos se deben transformar en personas jurídicas sin fines de lucro, en un plazo de 2 años desde la entrada en vigencia de esta ley.”.


2. De la diputada Provoste y del diputado Morano para agregar un nuevo artículo séptimo transitorio:


“Artículo séptimo.- Para la creación de la asociación a la que se refiere el inciso final del artículo séptimo, los rectores deberán acordar su nombre y atribuciones en un plazo no mayor a 2 años desde la entrada en vigencia de esta ley.”.


3. De la diputada Provoste y del diputado Morano para agregar un nuevo artículo octavo transitorio.


“Artículo octavo.- Para la creación y posterior dictación de carreras, en un plazo no mayor a un año desde la aprobación de esta ley, deberán las Universidades que tengan bajo su alero los CFT estatales efectuar estudios tendientes a determinar el futuro campo laboral,  de acuerdo a la realidad local y regional.”.

VII. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA COMISIÓN.


En mérito de las consideraciones anteriores y por las que, en su oportunidad, pudiere añadir el diputado informante, la Comisión de Educación recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY.

“Título I  De los centros de formación técnica del Estado.


Artículo 1°.-  Créanse los siguientes centros de formación técnica:


a) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Arica y Parinacota, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Arica y Parinacota y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


b) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Tarapacá, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Tarapacá y se relacionará con el Presidente de la República a través  del Ministerio de Educación.


c) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Antofagasta, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Antofagasta y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


d) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Atacama, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Atacama y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


e) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Coquimbo, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Coquimbo y se relacionará con el Presidente de la República a través  del Ministerio de Educación.


f) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Valparaíso, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Valparaíso y se relacionará con el Presidente de la República a través  del Ministerio de Educación.


g) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región Metropolitana de Santiago, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región Metropolitana de Santiago y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


h) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región del Libertador Bernardo O’Higgins y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


i) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región del Maule, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región del Maule y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


j) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región del Biobío, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región del Biobío y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


k) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de La Araucanía, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de La Araucanía y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


l) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Los Ríos, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Los Ríos y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


m) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Los Lagos, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Los Lagos y se relacionará con el Presidente de la República a través  del Ministerio de Educación.


n) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


o) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Magallanes y Antártica Chilena, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.

Título II  Disposiciones comunes


Artículo 2°.-  En la presente ley cada vez que se señale “el centro de formación técnica”, “los centros de formación técnica”, “la institución” y “las instituciones”, en dichas expresiones deberán entenderse referidos los centros de formación técnica creados en el título anterior de la presente ley, indistintamente.


Artículo 3°.-  Los centros de formación técnica creados por el artículo 1° de esta ley serán instituciones de educación superior estatales, de carácter regional, que tendrán por finalidad la formación de técnicos de nivel superior, con énfasis en mejorar su empleabilidad para que participen en el mundo del trabajo con trayectorias laborales de alta calificación, mejorando así su formación e inserción en el ámbito social; en este sentido, también se incorporará la formación cívica y ciudadana.  Asimismo, estos centros de formación técnica tendrán como objetivos contribuir al desarrollo material y social de sus respectivas regiones, colaborando con el fomento de la competitividad y productividad de éstas.


Artículo 4°.-  Los centros de formación técnica deberán:


a) Entregar formación pertinente a través de una vinculación efectiva con el sector productivo de su región, orientada hacia el desempeño en el mundo laboral, el desarrollo de habilidades interpersonales y el pleno conocimiento de derechos y deberes laborales vigentes.


b) Incorporar en el diseño de su modelo formativo las características de sus estudiantes, a fin de facilitar su retención, promoción, egreso y titulación.


c) Articular trayectorias formativas con otros niveles educacionales, y en particular con el nivel de la enseñanza media técnico profesional y la enseñanza profesional y universitaria.


d) Colaborar activamente entre sí y con las universidades del Estado, para el cumplimiento de sus fines.


e) Promover la actualización permanente de su cuerpo académico, directivo y funcionario.


f) Entregar una formación pluralista, inclusiva, laica, democrática y participativa.


Sin perjuicio de lo establecido en la letra d), las entidades siempre podrán colaborar con otras instituciones de educación superior acreditadas institucionalmente.

Artículo 5°.-  Cada centro de formación técnica se vinculará con una universidad del Estado acreditada institucionalmente de acuerdo a la ley N° 20.129 o el instrumento que lo reemplace, domiciliada en la misma región, que será definida por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación. En caso de que no hubiere una universidad del Estado en la región o no esté acreditada institucionalmente, podrá ser una de aquellas establecidas en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1985, del Ministerio de Educación, siempre que cumpla el requisito de estar acreditada institucionalmente.


En todo caso, si hubiere más de una opción, se preferirá aquella universidad que esté acreditada por mayor número de años y áreas, o aquella que tenga mayor presencia en carreras tecnológicas.


En el órgano colegiado superior de los centros de formación técnica habrá, a lo menos, un representante nombrado por el rector de la universidad vinculada.


La vinculación a que hace referencia el presente artículo tiene como objeto contribuir, en conjunto, al desarrollo de la región en la que se asientan, establecer programas de acceso especial para los egresados de los centros de formación técnica y articular trayectorias formativas pertinentes.

El vínculo entre el centro de formación técnica y la universidad tendrá, al menos, un carácter docente y curricular, basado en el apoyo metodológico y pedagógico mutuo entre ambas instituciones para el desarrollo docente y profesional de sus profesores y la integración de las mallas curriculares, contemplando la posibilidad de proseguir estudios superiores en la universidad estatal asociada.

Artículo 6°.-  Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, establecerá los mecanismos e instrumentos de coordinación y colaboración entre los centros de formación técnica, y de éstos con las universidades del Estado y el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° letra d), los cuales tendrán como objetivos principales la movilidad de estudiantes, la articulación de trayectorias formativas, la realización de investigaciones y estudios conjuntos, y el intercambio de experiencias sobre modelos formativos y vinculación con el medio, entre otros. El reglamento regulará, además, la forma de acceso de los y las estudiantes a los centros de formación técnica, el modo en que estas instituciones se vincularán con el medio, especialmente con los sectores productivos regionales y nacionales, y con las autoridades y organismos encargados de definir las estrategias de desarrollo nacional, regional y local.


La coordinación y articulación podrá llevarse a cabo, entre otras formas y según lo dispuesto por el artículo 13 de esta ley, a través de una asociación conformada por los diferentes centros de formación técnica donde éstos, representados por sus rectores, coordinen, entre otras, actividades de vinculación con el medio y el entorno laboral, acciones conjuntas referidas al bienestar de sus estudiantes, coordinación de gestión y desarrollo mancomunado entre las unidades académicas de cada disciplina.

Artículo 7°.-  En el cumplimiento de sus funciones, el centro de formación técnica podrá otorgar títulos técnicos de nivel superior y otras certificaciones propias de su quehacer, no conducentes a título profesional o grado académico.


Asimismo, podrá impartir diplomados, cursos, programas o actividades formativas dirigidas principalmente a los trabajadores y trabajadoras de su región, así como actividades de educación continua, a fin de que obtengan acreditación de competencias o certificaciones estandarizadas dentro de su área.


Para el otorgamiento de cualquier título que requiera práctica profesional, será responsabilidad del centro de formación técnica asegurar oportunidades de prácticas laborales a sus estudiantes, preferentemente en la región en la que se encuentre domiciliado.


Artículo 8°.-  El rector de los centros de formación técnica será su máxima autoridad y su representante legal.


Artículo 9°.-  Serán académicos del centro de formación técnica quienes tengan un nombramiento vigente y cumplan los demás requisitos que establezca el reglamento.

Artículo 10.-  Un reglamento general, aprobado de acuerdo a lo que establezca el estatuto del centro de formación técnica, regulará los derechos y deberes del personal académico, su ordenamiento jerárquico y las formas de ingreso, jerarquización, calificación y permanencia.


Artículo 11.- El personal del centro de formación técnica tendrá la calidad de funcionario público y se regirá por el estatuto del centro de formación técnica; los reglamentos especiales, si los hubiere, y supletoriamente por las normas generales.


De la forma establecida en sus estatutos, el centro de formación técnica podrá fijar y modificar la planta de todo su personal.


Las remuneraciones del personal de los centros de formación técnica, serán fijadas de acuerdo a las normas orgánicas de cada uno de ellos.


Artículo 12.-  El patrimonio del centro de formación técnica estará constituido por:


a) Los aportes que anualmente le asigne la ley de Presupuestos del Sector Público y los que otras leyes le otorguen; 


b) Los ingresos que perciba por los servicios que preste;


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título;


d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios;


e) La propiedad intelectual e industrial que genere  y los derechos que de ella se deriven; 


f) Las herencias o legados que acepte, lo que deberá hacer siempre con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecte; y


g) Las donaciones que acepte, las que estarán exentas del trámite de insinuación y de toda clase de impuesto o gravamen que las afecte.


Artículo 13.-  El centro de formación técnica estará exento de cualquier impuesto, contribución, tasa, tarifa, patente y otras cargas o tributos. 


Asimismo, tendrá la facultad de crear y organizar con otras personas naturales o jurídicas nacionales, extranjeras o internacionales; asociaciones, sociedades, corporaciones o fundaciones cuyos objetivos correspondan o se complementen con los del centro de formación técnica. Estas operaciones no podrán comprometer en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Estado, sus organismos, los gobiernos regionales y las municipalidades.

Título III  Disposiciones finales


Artículo 14.-  Modifícase el artículo 99 de la ley N° 18.681, de la siguiente forma:


a) Intercálase en el inciso primero entre las palabras “Universidades” y “e”, la frase “, Centros de Formación Técnica”.


b) Intercálase en el inciso primero entre las palabras “Metropolitana,” e “Instituto” lo siguiente: “Centro de Formación Técnica de la Región de Arica y Parinacota, Centro de Formación Técnica de la Región de Tarapacá, Centro de Formación Técnica de la Región de Antofagasta, Centro de Formación Técnica de la Región de Atacama, Centro de Formación Técnica de la Región de Coquimbo, Centro de Formación Técnica de la Región de Valparaíso, Centro de Formación Técnica de la Región Metropolitana de Santiago, Centro de Formación Técnica de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, Centro de Formación Técnica de la Región del Maule, Centro de Formación Técnica de la Región del Biobío, Centro de Formación Técnica de la Región de La Araucanía, Centro de Formación Técnica de la Región de Los Ríos, Centro de Formación Técnica de la Región de Los Lagos, Centro de Formación Técnica de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y Centro de Formación Técnica de la Región de Magallanes y Antártica Chilena”. 


Artículo 15.-  La ley de Presupuestos de cada año establecerá el monto del aporte fiscal que se destinará a cada uno de los centros de formación técnica estatales que crea esta ley.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.-  Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de tres meses desde la fecha de publicación de esta ley y, mediante decreto con fuerza de ley, expedido a través del Ministerio de Educación, y suscrito por el Ministro de Hacienda, fije normas de carácter obligatorio que deberán contener los estatutos de los centros de formación técnica, las que deberán tratar las siguientes materias:


a) La forma de gobierno de la institución, los procedimientos para la designación y remoción de sus autoridades de gobierno y administración, y la forma de integración de los organismos colegiados, uno de los cuales deberá considerar representantes del sector productivo regional, indicándose la forma de su designación, así como las atribuciones fundamentales que correspondan a unos y otros; estas atribuciones podrán especificarse mediante reglamento u otra normativa interna que el centro de formación técnica dicte al efecto, debiendo todos estos instrumentos velar por la democracia interna y la participación efectiva de los distintos estamentos de la comunidad en materias curriculares, financieras y en la orientación estratégica de la institución.

El rector deberá nombrarse por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Educación, en conformidad con las disposiciones estatutarias.  El rector durará cuatro años en sus funciones y podrá ser reelecto por una vez para el período inmediatamente siguiente. El rector será electo de manera directa en un proceso en el que participarán los académicos, trabajadores y estudiantes del centro de formación técnica. El procedimiento y forma de esta elección estará en estas normas y en el reglamento que al efecto dicte cada una de estas instituciones.


b) La estructura académica y administrativa de la institución, así como los procedimientos para crear, modificar y suprimir en todo o parte dicha estructura, planes, programas y carreras, para otorgar los títulos técnicos de nivel superior a que éstos conducen y para otorgar otras certificaciones.

Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año desde la fecha de publicación de esta ley y mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte las normas estatutarias que regularán la organización, las atribuciones y el funcionamiento del Centro de Formación Técnica de la Región de Arica y Parinacota, del Centro de Formación Técnica de la Región de Tarapacá, del Centro de Formación Técnica de la Región de Antofagasta, del Centro de Formación Técnica de la Región de Atacama, del Centro de Formación Técnica de la Región de Coquimbo, del Centro de Formación Técnica de la Región de Valparaíso, del Centro de Formación Técnica de la Región Metropolitana de Santiago, del Centro de Formación Técnica de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Centro de Formación Técnica de la Región del Maule, del Centro de Formación Técnica de la Región del Biobío, del Centro de Formación Técnica de la Región de La Araucanía, del Centro de Formación Técnica de la Región de Los Ríos, del Centro de Formación Técnica de la Región de Los Lagos, del Centro de Formación Técnica de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y del Centro de Formación Técnica de la Región de Magallanes y Antártica Chilena.


En el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el inciso anterior, deberá además establecerse la respectiva fecha de iniciación de actividades académicas de estos centros de formación técnica y la comuna en que se domiciliará.


Para efectos de lo señalado en el inciso precedente y dentro de los 180 días desde la fecha de publicación de esta ley, el rector de cada uno de los centros de formación técnica presentará al Ministerio de Educación el proyecto de estatuto del centro de formación técnica. De conformidad al artículo transitorio anterior, este deberá contener además de las normas de carácter obligatorio, a lo menos, disposiciones relativas a:


a) El procedimiento para la elaboración de su proyecto de desarrollo institucional.

b) Los requisitos para postular, asumir y,o ejercer los cargos directivos que señale.


c) Las normas o mecanismos fundamentales de evaluación y promoción académica e institucional.


d) Las normas para fijar y modificar la planta de todo el personal de la institución.


e) El procedimiento para fijar y modificar las normas con arreglo a las cuales se determinarán las remuneraciones de todo el personal de la institución. 


f) El procedimiento para fijar y modificar el reglamento general de académicos y demás personal de la institución, si correspondiere. 

g) El procedimiento para la elaboración de sus presupuestos y los órganos encargados de su aprobación y gestión.


h) El procedimiento para proponer una reforma a los estatutos, de acuerdo a la ley, y los mecanismos de ratificación democrática por parte de toda la comunidad del centro de formación técnica.


i) La forma en que la institución prestará servicios de asesorías y consultorías a terceros resguardando que no afecten los intereses del Estado.


j) Las autoridades de la institución que poseerán la calidad de ministro de fe.

Artículo tercero.-  Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, el Presidente de la República nombrará, dentro de los 30 días siguientes a la publicación de la presente ley, al primer rector de cada uno de los centros de formación técnica, señalando la forma en que será contratado. El rector durará cuatro años en el cargo, tras los cuales se procederá a la elección de rector de conformidad a lo que se establezca en los estatutos del centro de formación técnica. El primer rector no podrá presentarse a la primera elección. El Presidente de la República también dictará las normas necesarias para el funcionamiento del centro de formación técnica hasta la publicación de sus estatutos.

Artículo cuarto.-  Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6° de la presente ley, cada centro de formación técnica estatal, desde la fecha en que comience a operar y hasta que obtenga la acreditación institucional que regula la ley N° 20.129, o la figura afín que la reemplace, será tutelado y acompañado por una universidad del Estado, preferentemente domiciliada en la misma región y acreditada institucionalmente de acuerdo a la ley N° 20.129. La mencionada universidad será designada por el Ministerio de Educación mediante decreto supremo.

Excepcionalmente, en caso de que no hubiere una universidad del Estado en la región o no esté acreditada institucionalmente, podrá ser una de aquellas establecidas en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1985, del Ministerio de Educación, siempre que cumpla el requisito de estar acreditada institucionalmente.

Cada centro de formación técnica estatal, deberá someterse, en un plazo máximo de 6 años desde que comience a operar, al proceso de acreditación que establece la ley N° 20.129 o el instrumento que lo reemplace, y deberá ser acreditada, al menos, en las áreas institucional y de vinculación con el medio.


Desde que comience a operar y hasta que obtenga su acreditación, será supervisado por el Consejo Nacional de Educación, el que evaluará el avance y concreción del proyecto educativo, a través de variables significativas de su desarrollo, tales como docentes, didácticas, técnico pedagógicas, programas de estudios, recursos físicos y de infraestructura, económicos y financieros, necesarios para otorgar el servicio, la articulación y vinculaciones establecidas en esta ley.


Artículo quinto.-  El mayor gasto fiscal que implique la aplicación de esta ley en su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la Partida 50 Tesoro Público.”.
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Se designó diputado informante al señor RODRIGO GONZÁLEZ TORRES.

SALA DE LA COMISIÓN, a 15 de abril de 2015.


Tratado y acordado en sesiones de fecha 10 de diciembre de 2014, 6 de enero, 3, 10 y 31 de marzo y 6, 7, 13, 14 y 15 de abril de 2015, con la asistencia de las diputadas Cristina Girardi Lavín, María José Hoffmann Opazo, Yasna Provoste Campillay y Camila Vallejo Dowling (Presidenta), y los diputados Jaime Bellolio Avaria, Fidel Espinoza Sandoval, Rodrigo González Torres, Romilio Gutiérrez Pino, Giorgio Jackson Drago, Felipe Kast Sommerhoff, José Antonio Kast Rist, Alberto Robles Pantoja y Mario Venegas Cárdenas.

Por la vía del reemplazo, asistieron la diputada Loreto Carvajal Ambiado y los diputados Germán Becker Alvear, José Manuel Edwards Silva, Sergio Gahona Salazar y Juan Morano Cornejo.

Asimismo, se contó con la asistencia de los diputados Claudio Arriagada Macaya, Roberto Poblete Zapata y David Sandoval Plaza.
MARÍA SOLEDAD FREDES RUIZ,

Abogada Secretaria de la Comisión.
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